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PRI1\/fERA PARTE 

ORDENAMIENTO JURIDICQ DE LAIN'l'EGRActON CENrROAMERICANA 

. Capítulo 1 

ORIGEN Y CREACION DE ESTE ORDEN JURIDICO 

La explosión demográfica de América Latina que alcanzará para -
fines de este siglo una población de 600 millones de habitantes, repercutirá­
trascendentalmente en su desarrollo económico y social. (1 ). Centroamérica 
como parte integrante del continente latinoamericano no puede abstraerse de 
este fenómeno de grandes repercusiones. 

Si no impulsamos un rápido desarrollo económico y social, -para a!2. 
sorber toda la mano de obra existente y le procuramos a la población una me­
jor condición de vida con dignidad y seguridad social; el crecimiento demográ­
fico se desbordará en aspectos negativos que causarán el caos y la anarquía -
en nuestros países. 

Centroamérica vive un proceso dinámico de grandes transformacio­
nes en sus estructuras políticas, económicas y sociales; que requiere su en" 
cauzamiento bajo el imperio del derecho. Ha llegado la hora de responsabi1i~ ­

dad para los profesionales del derecho, quienes inquietados profundamente por 
las injusticias sociales existentes, deben enfrentarse con decisión a participar 
directamente en ese torbellino político, viabilizando las transformaciones por 
medio del derecho para asegurar el orden, la paz y la justicia. 

Nuestros países han comprendido que a través de la integración re- ­
gional, la cooperación internacional y el imperio del derecho podrán obtener -
la aceleración del desarrollo económico y social y convertir el crecimiento -
demográfico en un signo positivo para la región. 

La economía de Cel1troamérica, propia de países en vías de desa­
rrollo, con economíasagrícolfis por naturaleza, de escasos productos básicos 
-café, algodón, azúcar y banapos-, _ recibió su primer impacto a raíz de la -
crisis mundial de 1929; posteriormente, a consecuencia de la Segunda Guerra 
Mundial, los me rcados europeos de exportación dejar-on de existir; · y se tuvo 
que iniciar una limitada sustitución de importaciones. que tendiÓ a fomentar 
la producción para el consumo interno. Las demandas impostergables de la -
población, de mejor nivel de vida, oportunidad de empleo y mejores presta-

(1) Instituto Interamericano de- Estudios Jurídicos Internacionales .. -. SISTEMA 
INTERAMERICANC. Estudio sobre su desarrollo y fortalecfm i€mto ... _ 1966 .. 
págs. 267-382. 



ciones sociales, plantea ron la ne cesi dad de ace l e r ar e l de sarrollo e conóm ico. 
y los pa íses centroam.eric3.l1os convencidos del impe r a tivo histórico-decidie ­
ron llevar a cabo ese desarr ollo con e l esfue rzo común de la región, a través 
de la btegración E conóm ica de Cent roamérica ; en s us dife rentes formas como 
la zona de libre como r c io, un ión c:~duane ra, mercado común. unión e conómica 
y en último grado la integración económica total de Centroamérica. ( 2) 

Dentro de la pe r spectiva globa l e n e l contexto contemporáneo, la 
Integración Centroameric a na goza de una pe culia ridad muy caracte rística. 
Sus paíse s mie m b r os son los m is mos que en e l s iglo pasado formaron parte 
de la República Federal de Centro América¡ 

1 - NA CIMIENTO DE ~JNA NUEVA RA IVIA DEL DERE ,-:::: HC . - - - - - - .-- - .. _-- ~ - - - - - - - - - - - - -- - - - - - -

La Integración E conóm ica Centroame ricana s e ha ido configurando 
a través de los dive r sos t r atados, conve nios, protoc olos, cartas y acuerdos 
de carácter inte rnacional. T iene ante cedentes inmediatos en: a) Las r e solucio­
ne s emanadas de l Cua r to Pe ríodo de Sesione s de la .comisión E conóm ica para 
América LaUna (CEFAL) - l\té Jdco, 1951- en que los paíse s de Centroam érica 
acordaren desarrollar su producción a g r ícola e industrial, los siste mas de 
trans porte y la form a c ión de Wl Comité de Coope ración E conómica; b) E l Tra­
tado Multilate ral de Libre Come r cio e Integración Económica - T e gucigalpa, 
10 de julio de 1958, y e ) E l Tra ta do Tripartito entre Honduras, Guatemala y 
E l Salvador - 5 de feb r e ro de 1960 -, 

E11 3 de diciemb re de 196'0 con e l T EA TADO GENERAL DE n.;rTE­
GRA~ION E CONOMICA CENTROA MERICANA susc rito en lVlanagua~ se confi­
gura, se pe rfila y arranca r ealme nte la Integración E conómica Centroame ri­
cana. Ya que su Art. 1 e stable c e e l Mercado Comím y los Estados m iembros 
se com prometen a cons t ituir una unión aduane ra. Además s e comprometen a 
pe rfeccionar las zonas de lib r e comercio y a adoptar UIl arancel c entroame ri­
cano. Se r e gula sobre un r égimen de int e rcambio, sobre los subsidios a la e x­
portación y come rcio des l eal, t ránsito y transporte , e mpre sas de construcción, 
inte gración 'industdal, Banc o Centroamericano de Integración Económica y -
sobre incentivos fiscales al desarr oÍlo industria l. Se c rean sus organismos 
de dire cción, coordinación y administraCión. 

E ste "trata do mal~cofl : e l r esto c1eins trumentossusc ritos dentro de l 
prog rama de integración econó m ica y las normas jur ídicas y r esoluciones ·­
e m ana das de los organismos , cons t ituyen e l marco jurídico dent r o' del cual se 
de s envuelve la Integr ación E conómica Cent :roamericana~ 

(2 ) Ll1stituto Interam.2ri~ano de E studios Jurídicos Int e rnacionale s. DERE CHO 
CCMUNITARIO CENTROAMERICANC. E r..s ayo de Siste matización 1968. 
F8.gso 1. - 29. 
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Es menes ter a clarar una cuestión fundamental ante s de continuar en 
e l de sarrollo de e ste punto o A partir de la década de l 50, el idealismo centro­
americano adquirió nuevos bríos de quere r reconstruir la patria ·grande. Se c~ 
lebraron tratados de coope ración r egional, en e l campo político, económico, 
cultural y social; que llegaron a constituir todo un ordenamiento jurídico de sor 
denado¡ Este ordenam ie nto al llegar a determinada e tapa histórica se bifurcó en 
dos ve rtiente s jurídicas que han s eguido sistemáticas y senderos distintos. Fe­
nómeno que, el jurista FranCisco Vil1agrán Kramer, con mucho acierto deno­
mina"desdoblamiento funcional" (3). 

Una de dichas ve rtientes la constituye todo el ordenamiento jurídico 
e institilciónal que enmarca a la Integración Económ ica Centroamericana~ El 
Tratad6 Gene.ral dió la pauta para que se lleve a · cabo ' un desarrollo escalon~do 
del proceso de integración econ6mica hasta llegar a su etapa final de la unión 
económica total. Este nuevo orden jurídico se encuentra regido básicamente 
por tres organismos creados por e l Tratado General que son: la Secretaría Pe.!: 
manente (SIECA), el Cortsejo Ejecutivo y el .ConseJo E conómico Centroamerica 
no, ehumerados en escala jerárquica ascendente y que constituyen una estruc­
tura con caracte r e s de supranacionalidad. En base a e sa competencia suprana'" 
cional sus Consejos aprobaron un Re glamento que s e rvirá para resolver los -
conflictos que se presente n en el contexto de ese mundo e conóm.ico de la inte­
gración; y que se resolve rán frate rnalmente, por el Consejo Ej é~ cutivo, el Con 
s e jo Económico y en úUin'1a instancia por el Tribunal ArbitraL Toda esta e s­
tructura y funcionamiento constituye el nuevo mundo jurídico que regula el pro­
ceso de integración económica centroam.e ricana 

La segunda vertiente la constituye el orden jurídico que regula la -
CDECA, Banco Cent r oame ricano de L'1te gración Económica, y demás organis­
mos subsidiarios y colate rales; que a su ve z tienen sus propios órdenes jurí­
dicos que los regulan. Pero sus estructuras son fundamentalmente elaboradas 
en los esquemas del Derecho internacional. Organismos que carecen completa­
m ente de supranacionalidad; y que para desarrollar sus actividade s tienen que 
r e currir a los proce dinüentos que establecen las normas internacionales •. La 
ODECA dentro de todos e llos, es quien tiene mayores proyecciones en los cam­
pos político, social y cultural; pe ro s e encuentra en idénticas circ"lIDstancias a 
las expresadas, porque tiene que r e currir al tratado. E n la actualidad tiene en 
proyecto U1"1 Tribunal de J usticia con amplias atribuciones para r e solver los -
conflictos que s e presentan en la integración e conómica; pero una ve z que sea 
aprobado mediante un tratado, saldrá de la esfera de la ODECA y s e incorpora­
rá a la vertien+.c· del campo económico sustituyendo al actual Tribunal Arbitral. 
Todo porque dicho Tribunal tendrá caracteres de supranacionalidad de los cuales 
no goza su organismo c r eador y por eso se tendrá que incorporar al ordenamieg 
to jurídico que regula a la integración económica. 

(3) Francisco Villagrán Krarúer. Integración E conónlÍca Centroamericana. As­
pectos sociale s y políticos. E ditorial Universitaria .• ·Universidad de San Ca r 
los de Guate mala . Fág. 59 - CO, 89 - 90 ... 
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Actualmente- se trata de dos vertientes jurídicas distintas, de dos 
nuevos ordenamientos, que aunque s e vinculan espo r ádicamente caminan para­
l e lamente en e l contexto de la inte gración; pero no Gstari lejos e l día en. que -
dichas ve rti2nte s conve rjan en un m i.s mo y coordinado ordenamiento jurídico. 
La unidad de ambos s istemas es necesario , Pe ro en las actuales circ-:..mstan­
cias, por un lado se trata de UIla e structura con diversos ras gos de s uprana ­
cionalidad y por el otro, de una estruc tura internaciamü d:i.stinta a l e squema' 
e conómico. Cuando en lo sucesivo s e haga r efe r encia al nacimiento de Ul1a nue ­
va rama en las disciplinas jurídica.s , al nacim iento de un nuevo derecho, en de ­
finitiva al nacimiento de un nuevo orden jurídico debe entende rse el que r egula 
la estructura del campo de la integración económica centroamel'i cana, propia­
r.aente . 

La Inte gración Económica Centroamericana se en c uentra regulada 
por normas que no s e a eo modan al pensamiento jur ídico t:radicional; ya que el 
jurista de corte clásico, ens imismado en esa posición dogm.ática, no quiere -
reconocer e l dinam ismo y la contínua r enovación de que deben e sta r empapa­
das las normas jurídicas que regulan el proceso integracionista. Ya es tiem­
po dice don Robe rto Ra m íre z que !IE l Derecho adqui.e ra esa nueva y vital m i­
sión que se l e encom ienda . Que la nor:ma jurídiCa, C01TIO norma de conducta -
de 10 e conómico, facilite la r ealización de los objetivos jurídicos en e l ámbi­
to económico-social; que no sea un obstáculo sino que de todos los medios de 
realización, pues todo de sarrollo económico y toda integración econ.ómica teg 
drá que devenir a través de instituciones jurídicas, de tratadoc '-; ui géneris 
y de leyes uniformes , o a través de la armonización de las l e gislaciones na­
cionale s ". (4) 

La suscripción de los tratados internacionale s que lleva n la supera­
ción nacional y regional de los países mediante la inte gración de las eco"nomías, 
contienen normas jurídicas que de por sí forman un nuevo orden jurídico. So ­
bre el particular refiriéndolne al caso europeo, e l distinguido jurista italiano 
Nicola Catalano sostie ne que se lIhan sentado las prem.isas de la creación de 
una nueva rama de l derecho: e l derecho comunitario ••... ". Continúa afirman­
do que tiEsta nueva disciplina tie ne cie rtamente vínculos e interferencias con 
e l de recho internacional pero también los tiene - y acaso más acentuados - con 
los órde nes jurídicos internos .• o o ., puesto que las normas con~.unitarias eje r­
cen en su conjunto una incidencia profunda sobre ellos, de los cuales consti­
tuyen simultáneam.ente la modifica ción o complemento; ! y que 11. " o. -3S oportu­
no considerar e l de r e cho de las Comunidades Europeas como U'.'la r am.a inde ­
pendiente, s e parada y distinta de las otras disciplinas jurídic2.s " , Y sob r e es te 
punto termina diciendo que a este derecho hay que considerarlo!! e. o • < co:rrJ.o una 

un Roberto Ramírez . Integración Jurídica Centroameri cana . B oletín del 1::"1S­

Etuto Centroamericano de Derecho Comparado . Noso 5 -6 , 1965 - 1936. 
pág. 137. 
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disciplina independiente y no ya como un capítulo de derecho ::i:)t3~:>:1acional o 
de cualquier otra rama del derecho" (5). 

En esta refe r encia que hemos hecho sobre la nueva rama jurídica en 
las Comunidades Europeas, no s e puede dejar de mencionar la opinión de -
Walter Hallstein, ex :.Pre sidente de la Comisión :8jecutiva de la Comunidad -
Económica Europea, que en su trabajo tiLa Comunidad Europea. Nuevo Orden 
Jurídico ", nos dice lo siguiente: " El Tratado ha hecho nacer un orden jurídico 
autónomo. Se distingue radicalmente de los tratados Lnternacionale s tradicio­
nales ". Y más adelante afirma "Al crear la Comunidad, los Estados miembros 
han restringido su soberanía y creado una entidad jurídica autónoma que se 
i m pone a sus ciudadanos-y a ellos m.ismos lt

• Y al reafirmar su contenido nos 
dice : "El orden jurídico, de la Comunidad es un conjunto completo de princi­
pios jurídicos, que han creado el Tratado de Roma y los actos de las institu­
ciones en aplicación del Tratado. No se limita a normas destinadas a asegurar 
el buen funcionamiento del Mercado Común, sino que garantiza al mismo tiel]2 
po, como todo verdade ro orden jurídico, la conformidad a la Ley de los actos 
de las instituciones y la protección jurídica de aquéllos sometidos a sus nor­
mas ". (6) 

En Centroamérica, aunque con menor intensidad, también estamos 
en presencia de un nuevo orden jurídico autónomo de contenido y objetivos dis­
tintos, que a la vez que ha creado un régimen integracionista; éste, a su vez, 
por medio de sus organismos está enriqueciéndolo a través de sus difere ntes 
actos comunitarios. Es u..'l nuevo orden jurídico, aplicable a los :Estados y a 
los miembros de esos Estados que componen la integración. 

Para algunos, este nuevo orden jurídíco no es más que -el derecho -
aplicable al proceso de la 1'1.tegración E conómica. Pero no es así, se trata 
de una nueva rama del Derecho con caracteres muy especiales que lo hacen -' 
pe rfilarse como una nueva disciplina jurídica distinta al Derecho Internacional .. 
al Federal, al Constitucional y a cualquier otra rama ya conocida del Derecho 
(No establezco comparaciones y diferencias entre los sisternasafines por no 
formar parte del de sarrollo de este tema)" 

Los juristas Centroamericanos dedicados al esfuerzo de estudiar -
los problemas jurídicos de la Integración Económica Centroamericana tienen 
opiniones controvertidas en lo que se refiere a la existencia o no del "De r echo 

(5) Nicola Catalano. "Manual de Derecho de las Comunidades Europeas". IN­
TAL - BID., págs .. 9 y 10. 

(6) \.iValter Hallstein,. Relaciones entre el De recho Comunitario y el Derecho 
Nacional. Instituto Interamer:'.cano de Estudios Jurídicos Intcl'nacionale·s, 
'Washington, Dc . 1967. págs. 4, 19 y ' 13. 
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de la btegración ll o il De1.A echo 80m1.n~tario 1 ¡" como rama jurídica autónoma.En 
lo que r e specta a las opiniones f8.vo r ables; merece mención especial la mani­
fes tada por el merc8.ntHista honC~ 'lre:EO don Robe rto Ramírez, ql' .::; nos dice:Es­
tam os frente a una r evolución jUl~ídica p rovocada por una translo rmación e co­
nóm ica y social, y 81 jurista ~10 debe olvidar que la creación de estas normas 
jurídicas debe ser formulada en vis té'. de la s nuevas institucione s económico­
sociales, cuya estructura no es la misma que tuvie ra a la vista la dogmática -
clásica del De r e cho. Estos nuevos hecbos exigen un nuevo, y éste es el Dere­
cho de la Integración que exige un2. nuevo. dogmática que le imprüna la dinámi­
ca de las instituciones e conó:m.kas i1 (7) 

El abogado Ricardo Gonz:í1ez Camacho en estudio presentado a la 
SIE i'~A manifiesta: " E l postulado principal de e sta tesis consiste en afirmar -
que con el advenimiento del Programa de Integración Económica y la forma - . 
ción de su Me rcado Común, se es tá c r eavdo en Centro América un conjunto de 
normas jurídicas, cuya aplicación e inte rpre tación rebasan los límites del de­
r e cho interno y no encajan exact2..mente en el derecho internacional tradicio­
na1., Se trata de un derecho nuevo, que , si e l término no se pre stara a confu­
siones, podríamos llama r "re gional!1, pero que e s preferible denominar IIDe­
r e cho de la Integración!! o fl üe recho de la Comunidad!! (8) 

Pero no podemos pasar in2.dve rtidas las opinione s contrarias a la 
existencia del nue vo orden jurídico que nos preocupa. Y para e l caso mencio­
naremos la te sis s ustentada por nuestro de stacado inte rnacionalista Alfredo -
Niartínez :Moreno, e n ponencia presentada en e l V Congreso Hispano- L uso Ame­
ricano de Derecho In'ce rnaci.ona l, celebrado en Santiago de Compostela. en -
1966, que sobre e l particular nos dice: 11 e , • • e l hecho de que hayan surgido -
nuevas y revolucionaras normas :jurídicas en un carnpo de desa rJ'ollo reciente, 
corno e l de los procesos de integración, no justifica la creación de 1ma ciencia 
aparte ". Y nos ter!'[üna diciendo "En conclusión, por 10 menos en la actual eta­
pa de desarrollo de los s istemas jurídicos de integración e conómica. no es -
posible reconocer la a utorJ.oLl1.Ía, como disciplina cien tífica separada, del de­
recho comunitario". (9} 

Re le vante importancia tienen las opmlOnes que ha esbozado el Ins­
tituto Interame ricano de Estudios Jurídicos !nte rnacionales que al respe cto _ . 
nos dice: 11 E n suma , el ordenamiento jurídico, e l corpus juris de la integra-

(7) Haberlo Ramírez, Obra 6tad:,_, pág. 1 37. 
(8) Ricardo GonzálGz CarD2ccho o Anexo , Nota de la SIECA. SIECA 1 CE XVn/77 

25 de agosto de i S6G. Guatemala. Citado por Alfredo Martínez Moreno. 
(9) Alfredo Mart íne z Moreno, . llAspectos J·urídicos de las Integraciones E co­

nómicas 11 , La Universidad, Nos o 3 - 4,. 1968. Véase también: Arturo Fajar­
do Ma1donado" 1lSoberanÍ2. y Derecho Internacional -en el Proceso de Integr~ 
ción E conómica Centroame'rice.:1.8., La Universidad, Nos. 3-4.,1968 •. p ág.160 
)7 161 0 
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ción económica centroamericana, en la etapa actual de su desar.i.~ono, está 
constituíar) por tres Grandes categorlHG Ce normas; las e sEpu:adas en los ins­
trumentos convencionales o contractuales, las emanadas de los órganos cen­
troar.:1e ricanos competentes, y las que provee::l los Bstados individualmente -
para cumplir sus obligaciones como participantes en dicho proceso de integra­
cJón, Esta multiplicidad de fuentes, unido 8. otros rasgos igualmente sobresa­
lientes que s e irán señalando en su oportunidad, imprimen a ese ordenamiento 
. ~,. t" .. 1 f' .. 11 't" 11 d h ~ JurlUlco una lplca y c _ara lsononna com.UTIl arla , que ca a vez se ace mas 
evidente en la marcha de l P rograma de L11.tegración y que ya empieza a ser peE. 
cibida por los juristas centroarne ricanos 11 o y más ade lante expresa "En una pa­
labra, más que de un orden internacional, se trata de un orden jurídico autó­
nomo, acentuadamente impregnado de rasgos típicos del Derecho Federal ll (10) 

El conjvnto de opiniones planteadas nos tiene que hacer reflexionar 
para valorizar el contenido e importancia de las mismas y pode r emi~lr una -
mesurada opinión sobre la c uestiónn 

A ungue s e trate de un derecho que s e está gestando por ello se encuen 
tra en contínuas transformaciones , acorde al dinamismo que conlleva el progr~ 
ma de Integración Económica Centroamericana; reconocemos que ya sentó las 
bases suficiente s, com o para poderlo distinguir de cualquiera otra rama jurí­
dica,. 

Vivimos un momento histórico, presenciamos e l nacimiento y la con­
figuración de un nuevo Derecho. No nos imprta cómo se le quie re', llamar ya -
sea Derec-ho de la Integración Económica Centroamericana, Dere cho de la In­
t egración, Derecho P úblico Centroamericano, Derecho Común Cent roame ricano 
o Derecho Comu,'1ila.r-io Centroamericano. Personalmente prefiero llamarlo de -
esta última manera, no porque crea que este nuevo orden Erídico autónomo se 
idc::mtifica plenamente c on el Derecho de una cor.clunidad, como sucede con el -
Derecho Comunitario E urope o para el caso, sino porque a través de sus perfi­
l e s y la manera de como se está configurando, se va encaminando a la forma­
ción plena del Derecho que r e girá nuestra Comunidad Centroamericana, y: l1ev~ 
do por e l pleno fervor intcgracionista, prefe rimos llamarlo desde ahora~ DE­
RECHO CCIVrUr-nTARIC CENTROAMERICANO. 

2 - FUENTES DEL DERECHO COMUNITARIO CENTROAMERICANO - - 0"'- ______ . __ • ________________ _____ _ 

Normalment'2, cuando se habla de las Fuentes del Derecho, la opi-

(1 0) Derecho Comunitario Centroamericano. Obra citada págs. 328 y 448. 
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nió~'1 generallzada 82 remite a la clasifíc2.ción de FUENTES FORMALES Y -
FUENTES REALES. Entendiéndose, según opinión del Profesor Eduardo Gar­
CÍ2. Maynez, por fuente s formales a 1I10s procesos de creación de las normas 
jurídicas!!; y por fuenteG reales Ila los factores y elementos que determina el 
contenido de tales normas '!. (11) 

Las fuentes formales se dividen en: LEGISLACION, COSTUMBRE, 
JURISPRUDENCIA Y DOCTRIL~.A. 

El nuevo orden jurídico autónomo que comentamos y que nos hemos 
atrevido a denominarlo Derecho Comunitario Centroamericano: como Derecho 
que es, debe tener más o menos, las mismas fuentes generales. que le corres­
ponden a la ciencia jurídica. Pero considerándolo como una rama, debe tener 
sus fu~nt~s e s..Eeciale s, propias de su fisonomía y contenido. 

El Lic. Gautama Fonseca en un trabajo denominado !tLAS FUENTES 
DEL DERECHO COIVIUN CENTRCAMERICANO ll hace una clasüicación de ellas. 
Tal como se expresa al principio de este capítulo; los profesionales del Dere­
cho, estudiosos de la 1'1.tegración Centroamericana, han utilizado diferentes -
calificativos pal~a designar al conjunto de normas jurídicas que regulan dicho 
proceso. De tal manera que si se establece que el Derecho Común Centroame­
ricano y e l Derecho Comunitario Centroamericano son una misma cosa, pode­
mos utilizar los conceptos vertidos por el Lic . Fonseca para el desarrollo de 
este tema, En tal sentido expresa 11 ••• •• que más qU8 u..l1a clasificación de las 
fuentes en que se alimenta el referido Derecho proce de hace r una pura y simple 
enurD.e ración de e llas, la cual puede ser como sigue: 

a) Los Tratados de Integración Centroamericanos; 

b) Los Reglamentos emitidos para facilitar la aplicación de los conve­
nios; 

c) Las resoluciones de los Consejos creados por el Tratado General de 
Integración Econórüic2.; 

d} Las r ecomendacione s de los órganos de integración; 

e) Los principios generales del Derecho reconocidos por las Naciones 
Civilizadas; y 

f) Las doctrinas de los publ:i.cis tas de mayo r competencia" (12) 

(11) :€ duardo GarcÍa Mayn·2zo "Introducción al Estudio del Derecho"Editorial 
Porrúa, So lA n , pág. 51. 

(12) Gautama Fonseca~ liLas Fuer.tes :181 Derecho Común Centroamericano" De­
recho de Integración, H,evista :Noc 1: INTALo 
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Ade más manifie sta que la fuente material m ás importante del De­
recho Común Centroam ericano es'el "proceso de integración en sí". (1 3) 

El autor de dicho trabajo. parece haber influído de sobremane ra en 
quie ne s redactaron e l " REGLAMENTO SOBRE PROCEDIMIENTOS PARA RE­
SOLVER CONFLICTOS". En él se establecen las Fuentes que ha de aplicar -
e l Consejo Eje cutivo para emitir sus fal10s en Prirí1e ra Instancia • . en la r e so­
lución de los conflictos que l e s ean planteados. El artículo en comento tex­
tualmente dice así: 

!lA rt, 38. Las r e soluciones que el Conse jo Ejecutivo emita para 
ponerle fin a un conflicto deberán tener como fundamento, entre otros: 

a) Los instrumentos de integración económ ica centroamericana; 
b) Los reglamentos emitidos para facilitar la aplicación de tales 

instrumentos 
c) Las resoluciones de los Consejos creadas por el Tratado General 

de Integración Económica y las sentencias o laudos arbitrales; 
d) Los dictár.üene s y recomendaciones de los organismos de integra­

ción económ ica; 
e ) Los principios generale s del Derecho y de la ciencia e conómica; . 
f) Las doctrinas ele.:; 10s tratadistas de mayor competencia". 

De manera gene ralizada y para r e sumirJ - pode mos clasificar las -
fuente s del Derecho Comunitario Centroame ricano, en tre s grandes categorías: 

1) Las norma3 sustantivas provenientes de los instrumentos conven­
cionales o contractuales. 

2) Las norrnas e manadas de los organisrllos encargados de la direc­
ción, coordinación y ejecución de la Integración. 

3) Las no-rmas nacidas de los derechos internos de cada uno de los 
países, para acomodarse o viabilizar e l proceso integracionista. 

A pesar que nuestra intención se r e ducía a hacer una rápida enume­
ración de las distintas fuente s de este Dere cho. Nos r e fe riremos en espe cial, 
a la primera de lss categorías mencionadas; porque en ellas encontram os el 
"Tratado General de Integración E:conómica Centroame ricana", denominado 
simple mente tratado Gene ral. Tratado de Managua o con mayor propie dad -
"Tratado marco" por s e r 81 instrumento constitutivo y básico de la Integra­
ción en Centro América. :c:::'ue pe rfectamente , podríam os denominar la "Carta 
Magna" de la Integración Económica Centroamericana. Esta "Carta Magna" -
juntamente con más de treinta instrumentos entre Tratados, Convenios. P ro­
tocolos y Acue rdos constituyen la estructura· del proceso integracionista en -
Centro América. Entre dichos instrumentos, existen algunos q c ',:: podríam,os 
denom inar "básicos" por ser constitutivos de este nuevo fenómeno e conómico­
social que se llama Integración; tales como: el Tratado Multilate ral de Libre 

(13) !bid. 

__ .• __ ,~ . ___ _ ~'-=A 
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Co rne rcio e hiEgración E cw6m:ica Gntroamericana{1958)y Tratado re .A rociación 
E conómica entre Honduras, GU2t€mala y El &hador (1 960)., prácticamente 
derogados en su mayor part e por el Tratado General; Convenio sobre e l Ré -
gimen de Industrias Centroame ricanas de Integración, Convenio Centroame ri­
c ano sobre Equiparación de Gravámenes a la Importación; Protocolo al Tra­
tado General de Inte gración Económica Centroamericano, Código Aduane ro -
Uniforme Centroamericano (CA UCA) .. 

En esta categoría de fumtes no podemos olvidar un instrurüento que 
aUi"'1que no es propio de la integr:::ción económica tiene un gran contenido ideo­
lógico por su visión panorámica hacia e l futuro .• Se trata de la Nueva Carta -
de 1(1J C rganización de los Estados Centroamericanos que establec·e en sus -
fines: 

- !lArt. 1.. Cos ta Rica, Nicaragua, Honduras , El Salvador y Guate ­
m ala, son una cOTllunidad e conómica-política que aspira a la integración 
de Centroamérica .. Con t a l propósito se ha constituído la Organizac~ón de 
Estados Centroame ricanos". (El subrayado es de l autor). 

Estos instrumentos, complementados por los ·actos de los órganos 
comunitarios y las no r Tüas de l de recho inte rno constituyen las Fuentes del De­
recho Comunitario Centroamericano. 

A DVERTE:NCIA .• Antes de continuar en e l desarrollo de este trabajo es menes­
t e r advertir, que la Segunda Parte sobre e l vigente REGLAMENTO SOBRE -
PROCEDIMIENTOS PARA RESOLVER CONFLICTCS, constituye el t ema -
principal de e sta tesis. A eso obe dece la supe rficialidad del capítulo ante rior 
y la de los sucesivos; porque e l p roblema constitucional y el de los organis­
m os de la inte gración, sus actos y competencias, son te mas de por sí, lo su­
ficientemente amplios para desarrollar un trabajo completo sobre cada uno de 
e llos .• 

Realizamos e sta exposición sobre el ordenamiento jurídico de la -
integración. porque no quisim os irrumpir abruptamente en la cuestión de los 
procedimie ntos sin antes ubicarnos en e l proceso económico integracionista y 
en el derecho que 10 regula. 



· Capítulo II 

PRCBLEM.ATICA CCNSTITUCICNAL DE LA INTEGRACICN CE:'.TTROA ­
MERICANA. 

La mayoría de las Constituciones Latinoamericanas no concibieron 
la idea de la integración económica como instrumento viable para el desarrollo 
económico, social y cultural de nuestros pueblos. Concepción que no nos pa­
rece fuera del lugar, por cuanto el lIDerecho Constitucional ll no ha evoluciona­
do paralelamente ni con el m ismo dinamis I'i1.o, con las grandes transformacio­
nes políticas, económicas y socialeso 

y en nuestro caso podemos afirmar, sin ánimo de equivocarnos, que 
los latinoamericanos vivim os aferrados a un "constitucionalismo lt

, conserva­
dor y sentimental, c om o único medio de defensa de nuestra soberanía y de los 
derechos y garantías individuales, contÍnuamente pisoteados por minorías na­
cionales y por la intromisión e xtranjera. 

Es por eso, que e l proceso de integración económica no puede ni -
debe ser analizado con e l criterio conceptual rígido del " cons titucionalismo" 
dogmático, sino que éste debe adquirir dinamismo, audacia, flexibilidad, am­
plitud en sus interpretaciones y aplicaciones; en definitiva, para no de tener el 
avance del proceso de cooperación regional debe enfocarse con criterio ínte­
gracionista. 

Toda integración económica, por limitada que sea, requiere como con 
dición sine qua non la existencia de instituciones supranacionales . Estos orga­
nismos, con caractere s m á s o m enos visibles de supranacionall c~ 2. d, ejercen ­
facultades normativas, r eglamentarias y de otra Índole que afectan las relac io­
nes exteriores de los E stados, sus relaciones internas y aún las de los particu­
lare s. Y es aquí, donde surge el problema constitucional, cuando uno de estos 
organismos regionales ejercen facultades propias de un Poder del Estado sin 
estar contempladas sus atribuciones en nuestra Carta Magna; limitando de esa 
manera nuestra soberanía nacional. 

El análisis concienzudo de este problema es serio y propio de lh""l tra­
bajo completo. Trataremos de dar lma explicación somera sobre esta cuestión -
constitucional, limitándonos a la existencia o no de disposiciones constitucio­
nales que permiten la creación de organismos regionales con caracteres de su-
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pranacionalidad; y una breve relación sobre la soberanía actuaL (14). 

1 - FU:NQA~.r~_N1'QS_90r\IBTJ'Iu.QIO~Ab~"'p-~F¿.s::~rEl .. ª ºP&~l\IlS..:. 
MOS SUPRANACIONALES, - -- - - - - - -- - - .- _.~ 

E l problema constituci.onal ha presentado profundas dudas entre los 
juristas estudiosos del fenómeno .20nómico de la integración, q' : . .::: nes se han 
planteado dudas de si existe incompatibilidad constitucional en la .::reación de 
los organismos s upranacionales o si antes de su creación debieran haberse re - ·" 
formado las respectivas constituciones o si la existencia de ellos es inconsti­
tucional y por consiguiente afectan a la soberanía. 

E stas dudas dieron origen a que en e l mes de febrero de 1967, en Bo­
gotá, un grupo de juristas participaran en una Mesa Re donda sobre "La Integra­
ción de América Latina y la Cuestión Constitucional" patrocinada por el Institu­
to Interamericano de Estudios Jurídicos 1"Tte rnacionale s , Dicha discusión giró 
en torno a un Memorandum. previamente e laborado por e l Departamento de Asun 
tos J urídicos de la CEA; qu~ en lli'1a de sus partes pertinentes hacían ver que -
después de analizar las diversas constituciones latinoamericanas, éstas sólo ­
establecían prohibiciones expresas pero imprecisas, pero "Que, en todo caso, 
n inguna de las referidas disposiciones contempla la atribución a órganos inter­
nacionales de competencias en materias relacionadas con los asuntos externos 
o internos del Estado; y, en consecuencia, que, en principio, las disposiciones 
constitucionales a que se hace referencia no prohiben, explícita ni i mplícita ­
mente, esa atribución de competencias". Con estas conclusiones los autores de 
dicho Memorandum llegaron a sostener que e l ordenamiento jurídico de un país 
es '\ma especie de "Fuente" generadora de verdaderas normas jurídicas, que 
renU2van y actualizan aquellas que van dejando de ser consecuentes con la rea­
lidad". (15) 

Este documento de trabajo dio margen para que la Mesa Redonda lle­
gara a estimar que "En el examen de la "cuestión constitucional!! s e llegó a la 
conclusión de que el espíritu que contemporáneamente informa el derecho cons­
titucional y público en general de nuestros países, no se opone en manera al-

(14) Para mayor ilustración, véase: 
lV:esa Redonda sobre la Integración de América Latina y la Cuestión Consti­
tucional. Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, 1967. Informe de la -
Secretaría General. Instituto Interamericano de Estudios Jurídicos Interna­
cionales. 
Arturo Fjardo Maldonado. Soberanía y Derecho Internacional en el Proceoo 
de Integración Económica Centroamericana. La Universidad, Nos . 3, 4,1968. 
Revista Bimestral de la Universidad de El Salvador. 
Francisco Bertrand Galindo. Bases Constitucionales para la creación de or­
ganismos Supranacionales. Determinación del Concepto Supranacional(mi­
meografiado)Depto. deInteg:~ación y Derecho Comparado. Facultad de Juri~ 
prudencia y Ciencias Sociales, Universidad de E l Salvador" Derecho Comu­
nitario Centroame ricano . Cb o cit, 

(1 5) Mesa Redonda sobre la Integración de América Latina y la Cuestión. Cons ­
titucionaL C;' ~ .. d L "!:")( :;:Jo 58 - 60. 



13 

guna sino que, por el contrario, e s compatible, natural e históricamente. con 
e se de recho, y que permite realizar el anhelo común de la integ :t'a ción latino­
americana. Por tanto, aunque no siempre haya textos expresos en las Consti­
tuciones que autoricen a los órganos competentes del Poder Público para pro­
m over esa integración y comprometer a los Estados en relaciones comunita­
rias de propósito económico social el criterio de interpretación y aplicación-
de las Constituciones tiene que ser favorable a dicho anhelo. Tales han sido, 
por 10 demás, el pensamiento y la acción que han conducido a poner en marcha 
e l Mercado Común Centroamericano y la ALALC". Tras esta consideración y 
en r e lación al punto en comento, llegaron a la siguiente conclusión: ttlo Las­
disposiciones constitucionales latinoamericanas vigentes que rigen la actuación 
internacional del Estado no son incompatibles, en mate ria de principios, con­
la atribución a organismos internacionales de competencias para tomar deci­
siones erga omne s, en asuntos relacionados con el ordenamiento económico y 
social comunitario latinoamericano que se contempla". (16) 

Opinión que no nos parece adecuada a la realidad constitucional lati­
noamericana ... Por cuanto, no es más que una interpretación forzada, en que 
se busca la adecuación de la norma constitucional al proceso de la integración 
económica .• Resulta un hecho evidente, que en la mayoría de las constituciones 
latinoamericanas existen disposiciones que hacen prevalecer la Constitución -
sobre los tratados; y que, fue ra de los poderes constituídos, no existe de lega­
ción de sus facultades hacia otros organismos; lo que impide la creación de or­
ganiSTilOS con caracteres marcados de supranacionalidad. Los mismos juristas, 
participantes en la Mesa Redonda aludida, lo reconocieron con tim idez, al ex­
presar al final del considerando a que me he referido, que sin pe rjuicio de la no 
incompatibilidad entre e l Derecho Constitucional latinoamericano y el proceso 
de integración recom iendan que se reformen las constituciones de acuerdo a 
"las realidades presentes y las perspectivas futuras del destino com unitario"(17) 

La cuestión constitucional latinoamericana se encuentra planteada con 
grave s problemas jurídicos para e l futuro,. Situación que debe ser analizada y 
estudiada a fondo para encontrarle una verdadera solución jurídica y no una -
mera interpretación forzada para salir del paso. Estudio que dejamos planteado 
a los j uris tas • 

Si por e l momento las normas constitucionale s no han impedido e l -
proceso integracionista ni se han confrontado grande s problemas constitucio­
~ales es porque la integraCión económica latinoamericana camina lentamente y . -
f?_e encuentra aqtualmente en un proceso embrionario. Con el criterio sostenido, 
cu!?.fquiera podría aducir que e l Mercado Común Centroamericano, mucho más 

(16) !bid. págs. 24 - 25 
(17) Ibid. pág. 25. 
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cOID.pleto y que S2 encuentra en U:.'1 proceso de aceleración e ini; (:; '~ s ificación de 
su programa integracionista, hace ya mucho tiempo se hubiera detenido e n su 
(2mpuje y se encontrara actualmente en un atolladero constitucional inte rmina­
ble . Pero la situación de Centro América por su misma tradición política~ -
histórica y cultural y aún sentimental, tiene características muy peculiares. 

El caso I!sui génerisl! de Centroamérica nos permite llegar a una 
aplicación clara, terminante y fundamentada de sus disposiciones constitucio­
nales que facultan la creación de organismos regionales con visos de suprana­
cionalidad o 

En efecto, a pesar que existen disposiciones en todas las Constitu­
ciones centroamericanas que establecen la jerarquía de la Constitución sobre 
los tratados de derecho inte rnacional, s eñalamos a continuación, para ratifi­
car lo afirmado, las disposiciones pertinentes de nuestra Constitución: 

"Art . . 47. Corresponde a la Asamblea Legislativa: 
No. 29. Ratificar los tratados o pactos que celebre e l 
Ejecutivo con otros Estados, o demJgar su ratificación. 
En ningún caso podrá ratificar los tratados o conven­
ciones en que se restrinjan o afecten de alguna manera 
las disposiciones constitucionales • . Para la ratificación 
de todo tratado o pacto por el (Tal se some ta a arbitraje 
cualquier cuestión relacionada con los límites de la Re­
pública, será necesario el voto de las tres CV2rtas par­
tes, por lo menos, de los Diputados electos. l ' 

"A rt. 9. Ninguno de los Poderes constituÍdos podrá celebrar 
o aprobar tratados o convenciones en que de alguna -
manera se altere la forma de gobierno establecida, o 
se menoscaba la integridad del territorio o la sobera­
nía del 33tado" o 

Salvo la Constitución de Costa Rica, que en reciente reforma he cha 
en este año, se convierte en pionera del movimiento constitucional ii1tegracio­
nista, al admitir la jerarquía del Derecho Internacional (Tratado) sobre el 
De re cho Cons tituc ional. _ 

Adernás, existen normas constitucionales en Centroamérica que im-­
piden la dele gación de funciones a otros poderes públicos fuera de los ya cons­
tituídos y r e conocidos. 

Las disposiciones pertinentes en nuestra Constitución, son las si-
guientes: 
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"Art.4. El Gobierno se compone de tres Poderes: Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, que- actuarán independientemente 
dentro de sus facultades, las cuales son indelegables, y 
colaborarán en el ejercicio de las funciones públicas ". 

"Art. 80. Todos los decretos, órdenes y resoluciones que el Po­
der Ejecutivo emita, excediendo las facultades que esta 
Constitución establece, serán nulos y no deberán ser o­
b e decidos, aunque se den a reserva de someterlos a la 
aprobación del Poder Legislativo". 

No obstante, tal como dijera en párrafos anteriores, Centroamérica 
es un caso"sui géneris", con tradición integracionista, no sólo económica, -
sino política. La unión política de Centroamérica o de integración, como e11 la 
actualidad se le 11a:rna, no es de ahora sino que data desde su ir c1'2pendencia. 
Lamentablemente, al nacer a la vida inde pendiente como República Federal, 
con moldes calcados de un federalismo que no concordaba con nuestra idio­
sincracia, la condujeron al fracaso o Con posterioridad, guiados por la fuer-
za de las armas y por el idealismo, hubo diferentes tentativas de llegar a la 
unión de Centroamérica; pe ro todas ellas fracasaron. Desde mediados de es­
te siglo, se utiliza el fenómeno económico corno instrumento de la reconstruc­
ción de Centroamérica; y aunque parcialmente, esta integración económica 
vislumbra nuevos derroteros hacia la reconstrucción integral de la Fatria -
Grande. 

El fervor idealista de nuestra tradición histórico-política se ha con­
servado en la mayoría de las Constituciones de Centroamérica, que al igual 
que la de El Salvador, sobre este aspecto dicen a,'3í~ 

"Art. 10. Siendo El Salvador una parte de la Nación Centroameri­
cana, está obligado a propiciar la reconstrucción total o -
parcial de la Hepública de C entro América. El Poder Eje­
cutivo con aprobaciÓn del Legislativo, podrá realizarla en 
forma confederada, federal o unitaria, sin necesidad de 
autorización o ratificación de una Asamblea Constituyen­
te, siempre que se respeten los principios republicanos y 
democráticos en el nuevo Estado, y que se garanticen pIe 
narnente los derechos esenciale s de los individuos y de las 
asociaciones" , 

Esta disposición, nos permite negar a esa aplicaciÓn clara, termi­
nante y fundamentada, a que nos hemos referido. Ya que .. a pesar de disposi- . 
ciones constitucionales que le impiden a nuestros poderes públicos constituí­
dos la delegaciÓn de facultades y atribuciones; cuando se trata de la reconstruc 
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clOn de Centroamérica, de manera expresa se impone la obligatoriedad de -
llevarla a cabo. Estarn,os obligados y autorizérlos, de propiciar la unión polí­
tica de Centroamérica; la que en sí no se refiere a una integración parcial o 
sea de un sector, sino a la integración total o mejor dicho a una integración 
integralL valga la redundancia para este caso. 

Si nuestra Constitución aprueba la integración política, que es la fi­
nalidad suprema de la: Integración Centroamericana; con mucha mayor razón 
dicha disposición nos permite llevar a cabo una integración parc ial, la econó­
mica, con todas sus consecuencias y organismos que la regulan. Organismos, 
que de por sí, para llevar a cabo sus funciones, al dictar normas e imponer -
sanciones, tienen que estar revestidos de cierta autoridad de carácter supra­
nacional. 

Interpretación que perfectamente podemos aplicar al resto de las -
Constituciones centroamericanas, por contener disposiciones semejantes a -
nuestro Art. 10. Guatemala tiene una ligera variante, por el mismo hecho -
que su Art. 246 C. P. reconoce el principio de que la Constitución prevalece -
sobre cualquier ley o tratado internacional; su Art. 266 e, P. estatuye que -
para llevar a cabo la unión total o parcial de Centro América es necesario ha­
cer previamente una reforma constitucional, para 10 cual estabJ.ece un proce­
dimiento. La Constitución de Cos ta Rica tenía una situación que se prestaba 
a serias dudas, ya que imbuída d2 un separatismo receloso, no contenía nin- . 
guna disposición de unidad política de Centro A m érica y muy pOI' el contrario, 
sancionaba a quienes c elebraran tratados que se opusieron a la soberanía e 
independencia de la República. Pero en la actualidad, a raíz de la reciente re­
forma aludida, es el primer país en reconocer la existencia de la comunidad -
centroamericana y e n autorizar la transferencia de competencia a los organis­
mos regionales. Sendero constitucional que debían seguir los restantes países 
de Centroamérica. 

En conc1u$ión" reafirmamos que no ha habido transgresión de las 
normas constitucionales con la creación de los organismos regionales de in­
tegración por no existir incompatibilidad. 

2 - LA N D E VA S O B E HA N lA ------------

"La soberanía es,. en su origen histórico,. una concepClon 
de índole política, que sólo más tarde se ha condensado -
en una índole jurídica" (Jellinek). 

El concepto de soberanía a través del tiempo y del espacio ha ido 
m odificándose de acue rdo con las circunstancias .. A raíz de la consolidación 
del Estado, llevada a cabo después de la larga lucha entre el Imperio, la Igle­
sia y los señores feudales; fue elaborada la primera teoría sobre la SOBERA­
NIA.. Es Jean Bodm o Bodine, allá por los afios de 1530 a 1591 en su obra -

- ----------------------~~ 
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tiLos seis libros de la lRepública tl que concibe a la soberanía como el poder 
supremo del Estado. Con posterioridad los que pretendían fortalecer el poder 
del Rey, la concibieron como el poder de la persona o poder absoluto del Rey, 
La influencia de los contractualistas hizo cambiar el concepto de soberanía por 
el pode r del pueblo., Así de esta manera, el concepto ha ido evoluciol1ando has­
ta nuestros días. (18) 

El concepto tradicional que se conserva hasta nuestros días es e l 
que considera a la soberanía como un conjunto de atributos y derechos inhe­
rentes a la personalidad, naturaleza y realidad del Estado; y por 10 tanto ina­
lienable e indelegablcc 

En la actualidad" la incapacidad manifiesta de autosuficiencia de los 
Estados y la necesidad creciente de la cooperación internacional, ha venido a 
plantearnos la duda de si existe o no limitación al concepto de soberanía de -
los estados, por la interdependencia existente. En sus inicios las organizacio­
nes ·internacionales se circunscribían a las relaciones exteriores de los Esta­
dos, ahora tienen ingerencia en sus asuntos internos. Nuestro país forma parte 
de la Organización de las Nacion '=s Unidas; en ella, uno de sus c; 'ganismos, 
el Consejo de Seguridad, integrado por 11 miembros de 125 que la componen, 
puede tomar decisiones políticas y hacer uso am ~ la fuerza armada para ase­
gurar la paz y seguridad internacionales. Resoluciones de obligatol~io cumpli­
miento para todos los miembros. De igual manera las reformas a la Carta de 
las Nac iones Unidas adoptadas por la mayoría obliga a todos sus miembros o 
Las atribuciones que desempeña este organismo en éstos y otros casos seme­
jantes, son propias e inherentes a la soberanía de los Estados, · lo que podrá 
interpretarse como una ingerencia o violación de nuestra soberanía. Sobre el 
particular, el profesor Arturo Fajartb Maldonado nos dice: "estas medidas o ••. 
no s ignifican una intervención en los asuntos internos del Estado, tal como -
hubiera sucedido en la época en que imperaba el concepto de soberanía abso-
1uta!! •• o o " .• , la soberanía del Estado se ha fortalecido dentro del marco de 
las Naciones Unidas, garantizando éste con su participación las relaciones ' ­
entre los Estados miembros de la Comunidad Internacional" 0(19) 

En páginas anteriores, llegamos a la conclusión de que no existe in­
compatibilidad constitucional en la creación y existencia de o'rganismos de la 
integración económica centroamericana con caracteres de supranac ionalidad o 

(Sin entrar en mayores detalle s, afirmamos que Supranacionalidad es la som-

(18) Véase: G. Jellinek. Teoría General del E stado" cía Editorial Continental, 
S A M '· TI " ') - 1:" ···Q86 . ' •. . .... eXlCOo · .t ags. ,-,be> v o 

Francisco Bertrand Calindo. Bases Constitucionales para Iv. creación de ~ 
organismos supranacionaleso Determinación del Concepto SupranacionaL Cb. 
r<'t p ' . 1 5 - 1 Q ~l •. ags.,.1. ' ~ , 

Arturo Fajardo l'/:aldonado. Soberanía y Derecho 1"1ternacioné.l en el proceso 
de Integración Econó:mica Centroamericana. Cb. cit. págs. 148- 149. 

(19) Fajardo Nla1donado. Ob. Cita pág. 1510 · 
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petencia de un órgano comunitario para tomar decisiones erga omnes que afec-­
tan las relaciones exteriore s e internas de los Estados y las de sus particula­
res). La relación existente entre los Estados y los organismos internacionales 
de cooperación, es distinta a la existente entre los Estados y los organismos 

:.tregionales supranacionales; ya que en la primera no se concibe una unión eco­
nómica y mucho menos la política; mientras que en la segunda, como acaba;" 
mos de ver en el concepto de supranacionalidad, se toman decisiones obliga­
torias que nos conducirá en definitiva a la unión política. 

Aunque Centroamérica no presenta el mismo grado de desarrollo -
institucioha1 de las Comunidades Europeas, sus órganos regionaies gozan de 
cierta dosis de supranacionalidad o más bien de una cuas!-supranacionalidad. 
porque los Estados no pierden totalmente su autonomía. Esta competencia la 
apreciamos con claridad cuándo el Consejo Ejecutivo impone multas a los par­
ticulares por practicar come rcio desleal, como lo s eñala el Ar.to XIV del Pro­
tocolo de San José al Convenio Centro americano sobre Equiparación de Gra­
vámenes a la Importación. que nos dice: (20 ) 

tlEn caso de comprobarse la existencia de las préicticas a que se re­
fiere este capítulo se aplicará, mediantededsión(h~l Consejo E~ 
cutivo. al destinatario de las mercancías a embarque :-; respectivos, 
una sanClOn de cien dólares por kilo bruto y cien por ciento ad va­
loren. sin perjuicio de cualquier otra medida que resuelva el Consejo. 
La decisión del Consejo tendrá validez para los cinco países miem­
bros. La sanción será aplicada por el Gobierno del país donde se 
efectuó la i m portación y por el de cualquier otro país centroamerica 
no donde la misma mercancía se importe. La sanción continuará -­
aplicándose mientras subsista la situación o práctica de comercio 
que le dio origen, y será suspendida por decisión del Consejo Eje­
cutivo". O~l subrayado es del autor). 

:8n los Arts. III. V, VI, VII, IX Y ::XXV de l Tratado General, encon­
trarD.OS una serie de lim itaciones a la soberanía de los E stados, en donde s e 
concede exención del pago de derechos de importación y de exportación a los 
productos naturales centroarnericanos, no se imponen nuevos impuestos fuera 
de los acordados multilateralmente en la importación de productos, los im­
puestos internos al consumo se suje tan a ciertos términos, no se establecen 
ni m antienen regulaciones sobre la distribución de mercancías en situaciones 
discriminatorias, no se conceden exenciones ni reducciones de derechos adua-

(2 0) Instrumentos relativos a la Integración E conóm ica en América Latina. 
Instituto Interamericano de Estudios Jurídicos Internacionales. 1964, p 'ág. 
53 . 
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neros a la importación procedente de fuera de Centro América para artículos 
producidos en el área, no se suscriben tratados que afectan los principios de 
la integración económica centroamericana y se mantiene la lICláusula Centro­
americana de Excepción" •. ", ... También encontramos e'stas limitaCiones en el 
Art. XYIV del Tratado Multilateral de Libre Comercio, que transcribo íntegra­
mente porque todo su contenido es una con'cÍnua limitación a .la soberariía: 

"Art. X""iSIV. En virtud de que el presente Tratado es de carácter es­
pecíficamente centroamericano y tiene por objeto sentar las bases para la 
unión aduanera de los países contratantes y la integración progresiva de sus 
economías, los Estados signatarios convienen en que, ante~de firmar o 
ratificar acuerd?...§ multilatera les relativos a productos, corr'c rcio o conce­
siones arancelarias, o de resolver su acceso a cualquier organismo interna­
cional creado por dichos, o de negociar arreglos dentro del marco de tales 
organismos, celebrarán consultas con el propósito de adoptar, si fuere -
posible, una actitud común y soli~aria. 

Asimismo, los E stados contratantes procurarán unificar sus puntos 
de vista en conferencias o reuniones interamericanas o mundiales de carác­
ter económico. 

Los Estados signatarios convienen en seguir manteniendo la"Cláu­
sula Centroamericana de Excepción" en los tratados comerciales que cele­
b ren sobre la base del tratamiento de naCión más favorecida con países -
distintos a los Estados contratantes. 

Declaran las partes contratantes que el espíritu que las anima en la 
celebración del pre sente Tratado es el de un mayor acercamiento como Es­
tados de Centroam érica regidos en la actualidad por los principios especia­
les de un De recho Público Centroamericano.. En ese sentido convienen en­
que si alguno de los tratados comerciales que tienen celebrados con otras -
naciones o su participación en otros arreglos internacionales negaren a ser 
obstáculo para la existencia del que ahora celebran, especialmente en razón 
de las estipulaciones contenidas en aquellos otros t ratados que dieren mar­
ge n a que e sos Daíse s exigiesen un tratamiento de favor igual, procederán 
~renegociarlos, o en su caso, denunciarlos cuanto antes s ea posible a fin 
de e vitar las dificultades o' los perjucios :que pudieren sobrev r:;n'ir a cualquie­
ra de los Estados contratantes por una exigencia de esa naturaleza. 

Asimismo. las Partes contratantes se obligan a no s 'uscribir con 
otras naciones nuevos convenios que sean contrarios al espíritu y objetivos 
del presente Tratado y, en particular. a lo previsto en este artículon.(El 
subrayado es del autor)( 21) 

( 21) Ibid~Pág~ 25, 
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De igual manera encontraulOs otras limitaciones en el Convenio so­
bre Equiparación de Gravámenes a la importación, en el Código Aduanero 
Uniforme Centroam_ericano y en otros instrumentos más. 

Con todo ello y a medida que los órganos de integración desarrollen 
con flexibilidad las competencias de que están revestidos, sus actos irán ad­
quiriendo mayor matiz supranacional. Y es aquí precisamente, donde se encueg 
tran frente a frente el criterio tradicional de soberanía y las competencias 
supranaciona1es de los organismos de integración, que se atribuyen actividades 
propias e inherentes a las soberanías nacionales. Sobre esta sit'lación, un -
grupo de juristas reunidos en la Mesa Redonda sobre li La Integración de Amé­
rica Latina y la cuestión constitucional" dieron una respuesta categórica a esta 
presunta yuxtaposición al llegar a la conclusión siguiente: "2. La atribución de 
competencias de e-sa naturaleza a tales organismos en condiciones de igualdad 
y de reciprocidad, lejos de menoscabar o afectar en modo alguno 1a- soberanía 
naeional,que -todas las Constituciones latinoamericanas proclaman, configura, 
por sí misma, un acto típicamente soberano, propio del ejercicio coincidente 
de la soberanía de varios Estados para benefidos de sus pueblos". (22). 

Hemos irrumpido a una nueva modalidad de soberanía, a un nuevo 
concepto, amplio y comprensivo de la realidad actual. Se trata de una nueva 
soberanía, que aunque autónolTla e independiente, admite las limitaciones ex­
presadas para un mejor desarrollo integral de los Estados en todos los cam­
pos, en beneficio de los pueblos. 

(22) Mesa Redonda. Cb. Cit~ págs.. 25. 



Capítulo nI 

ORGANIS:r,¡¡:OS DE LA INTE GRACICN 

El sistem a institucional de la L.'1tegración Económica Centroameri­
cana e s vasto, complicado y en proceso de contínuas modificaciones en su es­
tructura organizativa~ Tres son los principales órganos de la Integración cre~ 
dos por el Tratado General de Integración Económica Centroamericana; al­
rededor de ellos, giran una serie de organismos colaterales o subsidiarios -
creados por diferentes convenios, acuerdos, protocolos y aún por resoluciones 
de los mismos órganos pri.n.cipales. 

Al analizar en e ste capítulo los actos y com petencias de los órganos 
de la integración me referiré única y exclusivamente a sus órganos principa­
les y no así a los r e stantes, porque sería una labor exhaustiva sin ningún re­
sultado práctico · para el desarrollo de este trabajo. 

Los órganos creados por el Tratado General son: 

a) Consejo Económico Centroamericano (CEe) 

b) Consejo E jecutivo (CE), y 

c) Secretaría Permanente (SIECA ) 

El CONSEJC ECONOMICO CENTROAMERICANO está formado por 
los Ministros de Economía de cada una de las P artes contratantes. Ha sido -
constituído para "DIRIGIR la integración de las economías centroamericanas 
y COORDINAR la política, e n materia económica de los Estados contratantes". 
Facilita la ejec ución de las resoluciones del Comité de Cooperación Económica 
del Istmo Centroamericano que se refieren a la integración centroamericana. 
y además, e~amina los trabajos realizados por el Consejo Ejecutivo y tom a -
las resoluciones que juzga pertinentes. Sus resoluciones las realiza cuantas -
veces lo estima necesario o cuando lo solicita una de las partes. (Art. XX). 

Previamente decide por mlanimidad si sus resoluciones se adoptarán 
por el voto concurrente de todos los miembros o por la mayoría. (Art. XX!) . 

EL CONSE.JO EJECUTIVO está_ formado por un · representante propie 
.... - -

tarib y un suplente, nombrados por cada una de las partes. En virtud de r eco-
mendación hecha por e l CEe su composición se ha elevado a la categoría de los 
Vice-m inistros encargados de los asuntos de integración económica en cada uno · 
de los países miembros. Salvo en Costa Rica donde no h8.y Vice -n~inistro sino 
Director General de Integración :_~ conómica , Deberá IIAPLICAR o:: ADMINIS ­
TRAR el presente Tratado, así como realizar todas las gestiones y trabajos que 
tengan por objeto llevar a la práctica la unióh económica .de Centroamérica" o 
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E ste organismo es el que dicta 18.s medidas necesarias para ASEGURA R EL -
CUIvIFLIMIENTO DE LOS COMPROMISOS establecidos en el Tratado y para RE 
SOLVER LOS PROBLEMAS que se susciten en la aplicación de los mismos. Se 
relll'1e las veces que lo estima necesario, a petición de una de las Partes o por 
convocatoria de la SIECA Q Además sus decisiones las adopta por mayoría de 
votos. (Art. XXI - XXII ). 

LA SECRETA RIA FERl\fi.ANENTE (SrECA) e s el único organismo que 
tiene carácter de persona ~rídica internacional. Ejerce la función de Secre­
taría tanto del Consejo Económico como de l Consejo E jecutivo. Tiene que ve­
lar por la correcta aplicación e interpretación del Tratado General y demás 
instrumentos. Además de ello "'velará por el cumplimiento de hs resolucio­
nes del Consejo Económico Cent:coamericano y del Consejo Ejecutivo, , .. y 
ejercerá además, las funciones que le delegue el Consejo Ejecutivo". Tiene a 
su cargo los estudios y trabajos que le encomienden los Consejos. (Arts. 
XXIII y XXIV) (2 3). 

1 - SUS ACTOS 

Quizás, el orden lógico de la exposición de este capítulo debiera ser 
tratar primero el aspecto de las competencias de los órganos y después sus 
actos. Por cuanto los actos emanan de las competencias conferidas a los ór­
ganos en los Tratados; o sea que, en virtud de esa atribución es que los órga­
nos pueden r ealizar sus actos, 

Pero el orden adoptado no cambia su contenido, ya que cuando vea'­
mos en el s e gundo punto de este capítulo las diferentes competencias de que es­
tán revestidos los organismos de integración, encontraremos el fundame nto le­
gal de los actos emanados por dichos organismos; es decir, su razón de s er. 

E l motivo de haber tomado este orden inve rso, obedece a que quere­
m os concluír el ORDENA MIENTO JURIDICO DE LA TI\TTEGRACION CENTRO­
AMERICANA con las compe tencias de los órganos y en especial con las co:nr 
petencias reglamentarias y de resolver conflictos, para ubicar con acie rto la 
parte principal de este trabajo. 

Con anterioridad, al r eferirme a las Fuente s del Derecho Comunita­
rio cité los actos de los organis lnos de integración como tales, 0.1 mencionar 
las normas emanadas de los organismos encargados de la dirección, adminis­
tración y ejecucióno 

(23 ) Tratado General de Integración Económica Centroamericana. Instrumentos 
r e lativos a la Itltegración Económica en América Latina. Ob. Cit. Pág. 9. 
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Los actos se dividen en RESOLUCIONES Y RECOMENDAC IONE S. 
A.lgunos admiten los "acuerdos" tomados e n e l seno de los órganos; pero, és­
tos no tienen muy clara su situación jurídica, razón por la cual haremos abs­
tracción de ellos. 

E l p rofesor Hallstein en su confe rencia sobre "La Corül.mi-dad Eu­
rope a Nuevo Orden Jutídico il nos habla de la DIRECTIVA DECISIGN, R2CO ­
lVIENDACION y de los ACTCS sur GENE RIS . y sobre e l particular nos dice 
que "La directiva. , . .•.• es dirigida a todos los Esta dos miembros o a algunos -
de ellos solamente. Ella determina en forma obligatoria el objetivo comunita­
rio a alcanzar, reservando a los Estados miembros la competenCia en cuanto 
a la forma y los medios de legislación que se pondrán en función". la direc­
tiva no obliga a los particulares hasta en cuanto el Estado no crea la norma -
para obligarles. En la de c.i~ión_nos dice que " P or principio .. ésta s e aplica 
a un caso especial, a una situación material o jurídica concreta y única ••.• 
es obligatoria en todos sus elementos para los destinatarios que ella designe. 
Los destinatarios pueden ser tanto los Estados Miembros como los partícula­
res, personas físicas o morales ll

• Sobre las r e comendaciones y las opiniones 
expresa que "como estos no tienen carácter obligatorio, no es n :=' cesario que 
nos extendamos más sobre los mismos ll 

• .•• Y en relación al último de los ac­
tos nos manifiesta llMás importante que las recomendaciones y opiniones son 
los numerosos actos jurídicos sui generis pre vistos en el Tratado y por los 
cuales el Consejo y la Comisión pueden establecer disposiciones normativas 
obligatorias". (24) 

Hemos mencionado los actos emanados de los organismos de las Co­
munidades Europeas para usar como punto de r eferencia un marco de mayor de­
sarrollo institucional en el campo integracionista; a pesar que, sus caracterÍs-
t icas y objetivos varían parcialmente por las distintas condiciones de desarrollo. 

Los actos de los órganos de integración centroamericana son vastos, 
pero carecen de una regulación precisa que imposibilita su sistematización. 
A tal grado, que aú,.,1. el término Re soluciones, se presta a confusión porque 
es denominado de distinta nlanera en los tratados y en los actos de los Consejos. 

Las RESOLUCIONES son actos emanados de los órganos de tntegra­
ción que tienen carácte r obligatorio para sus destinatarios; que pueden ser tan­
to los Estados como los particulareso Sus normas tienen carácter general y -
particula~; esta, se produce cuan do 1<:::. :.~eGolución s e refie r e a c12ter:ninados 
E stados o a un Estado en particular o cuando se refiere a l.m particular o a -
determinados particulares. 

(24) Vvalter Hallstein. ( ib. Cit. 9-1 2 . 
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La validez de las resoluciones se fundam enta en su legitimidad o 
sea en las competencias atribuidas al órgano que la dicta y en el alcance de 
las mismas. Las resoluciones tienen una característica muy especial, en -
relación con los restantes instrUri1entos de integración y demas normas; y 
consiste -en que su vigencia en los países miembros, se verifica automáfi­
calnente, n:>.ediantela notificación hecha a. las autoridades nacionales por me­
dio de la SIECA. 9'uien les transcribe el Acta correspondiente para que co­
miencen a surtir efecto las re s oluciones, ooho días después de cumplido este 
procedimiento. Pe-ro, para su aplicabilidad, por la carencia de una vigorosa 
supranacionalidad, tiene que est2.r subordinada todavía a la buena voluntad y 
a la acción directa de cada uno eb los países miembros o del pa L, determinado 
en donde se han de aplicar. 

Las RECOMENDACIONES por su misma naturaleza carecen de obli­
gatorio cumplimiento; y se formulan .sólo de manera general. Se destinan a 
los Estados, a otros 'órganos o a instituciones en proceso, sin quedar excluí­
dos los particulares. T ienen por objeto hacer algo o abstenerse de hacerlo. (25) 

Tanto unas corno otras son consideradas como fuentes del derecho 
de integración. y sin perjuicio de hacer mención de las mismas más adelante; 
queremos hacer incapié en que el vigente " ReglaT'nento sobre procedimientos 
para resolver conflictos" hace a lus ión a ellas cuando establece que las ·resolu­
ciones del Consejo E jecutivo deben fu.'1.damentarse, entre otras fuentes, en las 
resoluciones d e los Consejos y en las Recomendaciones de los organismos de 
integración económica. De ahí su importancia capital para este trabajo. 

2 - SUS CCMFETENCIAS 

Como vimos al inicio de este capítulo, el T ratado General otorga -
ulla serie de atribuciones y facultad(=s a sus principales órganos; que es lo que 
viene a determinar la "competencia" ele los mismos. 

Estos organismos, e n menor grado que los pertenecientes a ,las Co­
m"Lmidades Europeas, se encuentran revestidos de cierta supranacionalidad,­
con'lO condición sine qua non para e l avance del proceso de integración econó­
m ica centroamericana. Sin perj'lü cio de las competencias implíc itas e inheren­
tes propias de los organismos regionales que dirigen, coordinan, aplican y .. 
administran dicho proceso. 

( ;;: 5 ) P ara mayor ilustración véase "DERECHC COMUNITARIO CENTRCAl\fIE­
RICA NC". Ob. Cit, Págs . 382 - 417. 
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a} Clases, 

El LYlstituto Interamericano de Estudios Jurídicos Internacionales 
después de un estudio detenido revela las siguientes competencias: (26) 

a) Reglarnentaria, 

b) Normativa General, 

c) Ejecutiva, 

d) Para el arreglo de controversias, 

e) Para velar por la integridad del ordenamiento comunitario. 

La competencia normativa general o sim.plemente legislativa no 
se encuentra establecida en niaguno de los instrumentos que constituyen el 
Programa de Integración Económica Centroamericana. Pero la práctica lle­
vada a cabo por los organismos de integración, nos sirve de índice revelador, 
ya que en algunas resoluciones encontrarn.os J.a competencia normativa general, 
de manera implícita. Caso concreto 10 encontramos en la resolución No. 71 
del CE que al mismo tiem.po que resolvió un caso particular le creó Thl. nuevo 
inciso al Art. VI del Tratado General. A diferencia del caso europeo, donde la 
Conmnidad ejerce un verdadero poder legislativo con diferentes grados de in­
tensidad, según la esfera aplicable. 

La competenc-ia ejecutiva desarrollada en todos sus campos, tales 
como el libre comercio, la equiparación arancelaria, el desarrollo industrial 
integrado, etc ... pertenecen por su misma naturaleza a las facultades propias 
del Consejo Ejecutivo. Pero, CO L J.Q no existe una clara delimitad_ón de funcio­
nes, la amplitud de atribuciones concedidas al Consejo ECOnÓml(;O Centroame­
ricano en el A rt. XX del Tratado General y en la parte pertinente al A rt. XXI 
que nos dice~ "En caSG de que no h:.J.y acuerdo, se recurrirá al Consejo Econó­
mico Centroamericano, a fin de que éste llegue a una resolución definitiva al 
respecto" perIr?:ij:~ que tarnbié n éste se encuentre revestido de la competen­
cia ejecutiva. 

Las amplias potestades concedidas a los Consejos y a la Secretar{a 

(26) Para mayor ilustración, véase DERECHC CCIVI1JNITARIO CENTROAME­
RICANO. Cb. Cite págso 37 '7 - 382 0 
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en los A rts. XX, XXI, XXII Y XXIV del Tratado General, para cnrlglr y coor­
dinar la política económ_ica, aplicar y administrar el Tratado, gestionar la­
unión económica, asegurar cUl'1'lplimiento de comprom isos y velar por-la 
correcta aplicación de los Tratados; configuran, con exacta precisión, la com­
petencia de dichos órganos para velar por la integridad del ordenamiento co­
munitario. 

b) Competencia Reglamentaria. 

Esta competencia de Índole reglamentaria se encuentra establecida 
para el Consejo Eje cutivo (CE) en el Tratado General y en otros instrumentos 
de integración. 

El Tratado General al referirse al Consejo Ejecutivo expresa en su 
Art. x~n que deberá "aplicar y administar el presente Tratado . .•. 11 Y nos dice 
en el Art. XXII que " .•• dictará las medidas que sean necesarias a fin de ase­
gurar el cumplimiento de los compromisos establecidos median te este Tratado • •• _ 
por-medio de estas disposiciones le está otorgando la competencia reglamenta-­
ria, de manera general, al Consejo Ejecutivo. 

De manera especial, se encuentra contemplada esta competencia en 
el Art. V del mismo Tratado General cuando al considerar el origen de las mer 
cancÍas en el régimen de intercambio, en su inciso último expresa "El Consej; 
Ejecutivo establecerá, mediante reglamento, el procedimiento a seguir para -
dete rminar el origen de la rnerc::mcÍa". (El subrayado es del au~o r)( 2 7) 

y de manera más especial encontramos la atribución de esta compe­
tencia al CE en otros instrurúentos; a veces clara y e n otras ocasiones, sujeta 
a interpretación. Dichos instrumentos son: El Convenio Centroamericano de - ­
Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial, suscrito en San José el 31 de julio 
de 1962, que en su Art. 47 nos dice: 

IILos Estades contratantes adoptarán un reglamento uniforme a este 
Convenio ct.2ntro de un período no mayor de 30 días a partir de la fe­
cha en que entre en vigencia el presente instrumento. E ste reglameg 
to será elaborado por el Consejo Ejecutivo"(28)(El Subrayado es del 
autor). 

y el Protocolo al Convenio sobre el Régixnen de L'1dustrias Centroa­
me ricanas de Inte gración, suscrito en San Salvador, el 29 de enero de 1963, 
en su A rt. 4 prime r inciso nos dice: 

(27) Instrumentos relativos a la Integración Económica en América Latina •. 
Cb. cit . . pág, 3. 

(28) Ibid. pág. 90 . . 
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"Los productos de las plantas de integración deberán cumplir las 
normas de calidad que s e rán formuladas por el lCA lTI y aprobadas 

1 ...... . ", ' . ' " ('-' 9) por e vonseJo ¡'!JJ2cunvo. t . 

Para la exposición de este trabajo no nos interesa que no se hayan 
dictado los reglamentos o que no hayan entrado en vigencia .. Tal com o ha suce­
dido en la mayoría de los casos mencionados; pero eso es problema de la com­
pendiosa tramitación internacional de negociación, celebración, aprobación, ra 
tificación y depósito. Lo que interesa únicamente es la existencia de Lnst-ru­
mentos que le conceden competencia reglamentaria al Consejo Ejecutivo. 

Además el CE en base a sus amplias atribuciones señaladas en los 
A:¡;:'ts. XXI y XXII del Tratado General, al ejercitar sus facultades en múlti­
ples y variados casos concretos, ha aplicado de manera "implíc ita" su compe­
tencia reglamentaria. 

No obstante s e r dicha competencia una atribución propia del Consejo 
~jecutivoJ e xiste un caso especialísimo en que se le concede al Consejo E'co­
nóm ico la facultad de adoptar reglamentos pero será el Poder Ejecutivo de cada 
país quien los emita y ponga en vigencia. El Protocolo al Tratado General de 
Integración Económica Centroamericana. Código Aduanero Uniforme Centro­
americano (CA UCA) nos dice en su 

"Arto 182. El pode r u Crganismo Ejecutivo de cada Estado emitirá 
los reglar-nentos a este Código acordados multilateralmente en el 
seno del Conse jo Económico Centroam.ericano. Las modificaciones 
a dichos reglamentos debe rán hacerse mediante igual procedirniento. 
Los reglarnentos no s e rán compulsorios mientras los instrumentos 
de ratificación de este Protocolo correspondiente a los cinco países 
no hayan sido depositados tl

• (30) 

Menciono esto ú.ltir~'lo, como mera ilustración ya que no se trata del 
típico caso de competencia reglamentaria como algunos pretenden sostener. 
En nue stra opinión, para ubicarlo dentro de la competencia reglamentaria ha­
bría que hacer una interpretación demasiada amplia o Y por el contenido de la 
rD.encionada disposición nos damos cuenta que tales r eglamentos aunque no re­
quieren todo el trám ite tradicional de l Derecho internacional; no responden a 
la forma simplificada de los instrumentos emanados en virtud de la competen­
cia reglamentaria, porque en e s te caso se le devuelve a los Pod8res Ejecutivos 
de cada país una facultad que ya se le había reconocido a los Coc:sejos en el 
Tratado GeneraL 

(2 9) Ib ido pág. 64 . 
(30) !bid, pág. 1530 
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El Consejo Ejecutivo en base a su competencia reglam.entaria, esta­
blecida en los instrumentos y la que tiene implícita, perfectamente puede asu­
mir una acción más dinámica en el proceso integracionista emitiendo regla­
mentos de carácter obligatorio para los Estados y para los particulares de los 
mismos. No se trata de la transformación del derecho comunitario en derecho 
nacimial para su vigencia; sino de 11,."1a incorporación automática, -como dicen 
los estudiosos de esta materia- a los derechos nacionales de los países centro- · 
americanos, No se requiere la aprobación de los Reglamentos por los poderes 
de los estados sino que cobran vigencia en virtud de su aprobación por el or­
ganismo de la integración centroamericana que lo dicta y que está facultado 
para ello •. . Observan'1Gs que el Consejo Ejecutivo todavía duda de la amplitud 
de su competencia reglamentaria y teme a la vez la reacción nacional que se 
puede suscitar en los diferentes países sobre esta nueva forma de legislar. 
De ahí su timidez cuando se dictó el "Reglamento sobre Procedi-.uientos para 
resolver conflictos", que en nuestra opinión bastaba su aprobac ión para que 
tuviera validez; pero el Consejo Ejecutivo no quiso asumir por sí solo la res­
ponsabilidad de esta nueva modalidad jurídica de legislar en mate ría de inte­
gración y buscó el aval de su organismo superior. De tal manera que fue apro­
bado primero por el Consejo Ejecutivo y recomendada su aprobación para el - . 
Consejo Económico para que éste hiciera lo misl'1'lo. 

La competencia reglamentaria permite pues, que el Consejo Ejecu­
tivo pueda dictar reglamentos de validez inmediata; siempre que se encuentren 
enmarcados dentro de la esfera jurídiéa del Tratado General y demás instru­
mentos de integración~ 

e) Competencia para Re solver Conflictos. 

Todo proceso d8 integración y el centroamericano no puede ser una 
excepción, trae problemas que se suscitan por el libre comercio, el origen de 
las rn.e-rcancÍas, el cOEl8rcio desleal, los impm stos al consumo y a la impo­
tación, los incentivos fiscales~ Etc., etc., ••• Ll'mume rables son los casos que · 
hasta el momento se han resuelto de manera satisfactoria. 

El Tratado General contempló para el Consejo Ejecutivo dicha com­
petencia de manera general cuando el Art.X XII, en su parte pertinente nos-
dice: "El Consejo Ejecutivo dictará las medidas que sean necesarias a fin de ••• --. 
r esolver los Problemas que s e susciten con motivo de la aplicación de sus dis­
posiciones". (El subrayado e s de·:·l autor) 

y de manera e spe cial el Tratado General plantea la resolución de 
los conflictos en el IV[ercado Común Centroamericano por medio · de la ge stión 
directa, del Consejo Ejecutivo~ del Consejo Económico Centroame ricano y -
por me dio de un Tribunal Arbitral. 
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E l ArL XXVI, nos dice cuando expre sa: li Las e stados signatarios 
convienen en r e solver frate rnalmente dentro del e spíritu de este 
Tratado, y por m e dio del Conse jo E jecutivo o de l Consejo E conó­
mico Centroame ricano en su caso, las dife r encias que surgie ren 
sobre la inte rpre tación o apEc.ación de cua l quiera de sus cláusulas. 
Si no pudie r en pone rse de acuerdo, soluciona rán la controve r s ia -
por arbitraje. Para inte grar e l tribunal arbitra l ca da u..na de la s Fa..!: 
t e s contratantes propondrá a la Secre taría General de la Organiza­
ción de los E stados Ce ntroamericanos los nombre s de t res magis­
trados de sus r e spectivas Cortes Supr ema s de Justic ~::. " De la lista 
total de candidatos, el Secretario Gen e ral de la O rganización de Es­
tados Centroamericanos y- los r e pre s entante s gube rnamentales ante 
ese organismo e s c oge rán, por sorte o, a un árbitro por cada P arte 
contratante , debiendo s e r cada uno de e llos de diferente nacionalidad. 
El l a udo de.l tribunal arbitral s e rá p r onunc-iadocon los votos concu­
rre ntes de , por lo menos : tres miembros , y causará efectos de cosa 
juzgada para todas las partes contratante s por lo que hace a cualquier 
punto que Se resuelva relativo a inte rpretación o aplicación de las 
cláusulas de e ste Tratado lt

e ( 31) 

Una cláusula análoga s e encontraba de sde 1959 en e l Convenio Cen­
troamericano sobre equiparac ión de g r aváme ne s a la importación y de sde 1958 
en el Convenio sobre e l Régim en de Indus trias Centroamericanas de integra­
ción. De tal mane ra, que con sólo e sta disposición s e han r e suelto durante to-
dos e stos años el sinnúme ro de problemas suscitados e n e l Me rca do Co m ún -
Centroamericano. La solución de los mismos, s e ha r e alizado por la práctica 
llevada a cabo por los Conse jos, sin que e xistie ra ninguna r e gulación al r especto. 
Su ausencia, ha motivado la cre ación de una r e gulación adj e tiva; de tal m ane ra, 
que en base a la com pete ncia r e glamentaria de que s e encuentra investido e l -
Conse jo Ejecutivo y la compe tencia para r e solve r conflictos que tiene n éste y 
e l ConsejoEconómico Centroamericano - lo que no admite discusión - a mbos 
Consejos suce sivam ente aprobaron el "Re glamento s obre P roce dimientos para 
Resolve r Conflictos " que s e encuentra vige nte desde e l '7 de abril de 1968. 

3 - AT RIBUCIONE S D:¿; LA SIECA 

En páginas ante riores dimos a conoce r some ramente la estructura 
orgánica creada por e l Tratado General. Examinam os que la SIECA, con ca­
rácter de pe rsona jurídica, de sempe ña la labor de Secretaría Permanente de 
los Conse jos y está r evestida de las siguiente s atribucione s: 

(31) Ibid, pág. 110 
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1) Tiene qUi2 velar por la correcta a plicación de l Tratado General 
y demás instrumentos de integración. 

2) Interp r etar los instrumentos de integración, cuandt ~ dicha labor 
no se encuentre encom .. endada a otro organismo. 

3) Velar por el cumplimiento de las r e solucione s de los Consejos y 
ejercer las funciones que le de legue e l Consejo Ejecutivo, y, 

4) Realizar los trabajos, es tudios y dictámenes que le encomienden 
los Consejos. 

De sus atribuc iones y de l es tudio de las dive rsas competencias, se 
desprende que la SD""S CA no goza de compe tencia r eglamentaria y mucho me­
nos normativa; aún sus propios reglamen tos que tiene que norma r sus funcio­
ne s, no pueden ser dados por e lla m isma sino que necesitan la aprobación del 
Consejo Económico. 

En lo que se r efie r e a la compe tencia para velar por la integridad 
de l ordenamiento com unitario ya se afirmó que le compete tanto a los Consejos 
como a la SIECA. A ésta por su labor de velar por la correcta aplicación e 
interpre tación de los instrumentos de integración. 

Cabe únicamente establecer s i la SIECA goza o no de competencia 
ejecutiva y de compet-::mcia para arreglar controversias y si de manera espe­
cial tiene alguna competencia propia. 

La competencia ejecutiva, por su m isma naturaleza, ; .. e compete al 
Consejo E jecutivo; pe-ro por falta de una clara deli:rn.itación de fl: r::.ciones y a m ­
plitud de las mismas, conferidas al Consejo E conómico, también és te cumpl e 
la labor ejecutiva. L...,a SIEGA desempeña esta competencia en todos los cam pos 
de l I\.'i:e rcado Común, e l Art. XXIV del Tratado Gene ral e stablece que tiene que 
ve lar por el cumplim iento de las r esoluciones de los Consejos y ejercer fun­
cione s delegadas del Consejo Ejecutivo. La SIECA desarrolla más directamente 
es ta competencia, porque e s la que en definitiva tiene que llevar a cabo la eje ­
cución de las resoluciones o hacer que s e e jecuten. 

La SIECA aunque no conoce de los conflictos suscitados en e l Merca­
do Común, de s e mpeña una l abor complementaria en la solución de los mis­
m os, enbase a sus atribuciones de velar por la aplicación e inte rpretación-
de los instrumentos de integración y de r ealizar trabajos y estudios. Los Artso 
15 y 16 de l "Reglamento s obre procedimientos para resolver conflictos ll

• es­
tablecen que los conflictos suscitados con motivo de la aplicación e inte rpre -
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tación del Tratado General y d0rn.ás instrumentos deben r esolve rse en primer 
t é r m ino por la gestión directa. Y que e l arreglo directo debe ser promovido 
por las parte s en conflicto, por otro Estado o por la Secre taría Pennanente . 
y el Art. 19 de l mismo Reglamento, establece que la SIECA por iniciativa 
propia o a petición de cualquiera de las parte s, hará los estudios· y t-rabajos 
ne ce sarios para esclarecer y solucionar e l conflicto. lViuchas ve ces , con e l 
3im.pIe estudio e laborado por la Secretaría s e resuelven los conflictos. Se ve 
pue s, que la iniciativa de promover un arreglo directo entre las partes y los 
estudios e laborados, desarrollan una l abor complementaria en la solución de 
los conflictos a 

Se r e conoce que la S IECA lleva a cabo una labor complementaria en 
todos los campos y cornpetenciasoPorque aún en la r eglamentaria y norma­
tiva general es la Secretaría .qui '2 n elabora los e studios pre vios . Y sin ánim o 
de p r olongar es ta exposición, podemos afirmar, que de todo lo anterior s e -
desprende que la SIECA, órgano motor de la dinámica integracionista, desem­
peña con amplitud, una actividad COMPLEMENTARIA; r eferente a las compe­
t encias a que nos he m os r eferido. 



SEGUNDA PARTE 

Capítulo IV 

REGLAMENTe SOBR E PROCEDIMIENTOS PAJM- RE SOLVER CONFLICTOS 

En la integración económica centroamericana no son los Poderes 
Ejecutivos de cada parte cnntratante los órganos encargados de administrar los 
tratados -el Tratado Gene ral- sino que esa facultad administrativa nacional ~ 

ha sido atribuida a b8 órganos regionales centroamericanos o 

El Tratado General de L1'ltegraciónEconóm.ica Centroamericana con­
cede amplias atribuciones al Consejo Ejecutivo en la expresión del Art. XXI 
que dice: " .... administrar el Dresente TratadóH

; debiendo entender por ad­
rl.'ünistrar un tratado en aplicarlo, ejecutarlo o com pe ler a las partes a su cum­
plim iento. 

E l ó rgano adm inistrador del Tratado Gene ral es el Consejo i~jecutivo, 

lógicamente esa amplia potestad le confiere la ca?B.c idad de dic tar reglamentos. 
E s pecíficamente la facultad reglam ents.ria l a comp r e ndemos en l a expresión -
IIdic tar las medidas que sean ne ces8.rias a fin de a segurar el cumplimiento de 
los compromisos estable cidos mediante e ste Tratado ... ll( l) en otras disposi­
cione s del Tratado Gene r a l y en varios instrumentos que indican claramente que 
el Consejo E jecutivo dehe regular los procedimientos a seguir. 

La potestad r eglarnent2.ria en todo lo que tenga que ve."' con los ins­
truIT:entos de integrac ión e conómica centroame ricano no l e corré sponde a 
los P oderes Ejecutivos de los Estados, sino al Consejo Ejecutivo del Tratado 
General; secundariamente, el Consejo Económico Centroamericano goza de la 
potestad reglamentaria, porque está autorizado para examinar todos los traba­
jos realizados por el Consejo Ejecutivo y tomar las resoluciones que juzgare 
pertin<:;ntes. La falta de claridad en la delim itación de funciones y la tirnidez del 
Consejo Ejecutivo en desarrollar con amplitud su capacidad reglamentaria, mo­
tivó que el " Reglarnento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos", ade­
más de ser aprobado por el Consejo Ejecutivo, estableciera en sus disposicio­
nes finales que debía ser som etido a la ratificación del Consejo Económico. 

(1) A rt. xxI! del Tratado General de Integración Económica Centroamericana 
Lllstrumentos relativos a la integración de América Latina. Instituto "Intera­
me ricano de Estudios .Jurídicos Internacionales) 1964, pág. 9. 
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El Art. XXII del Tratado General autoriza al Consejo Ejecutivo, pa­
ra !!resolver los· problem.as que se suscitan con motivo de la aplicación de sus 
disposiciones!! y el Art. XXVI señala el trámite para resolver las diferencias 
surgidas de la interpretación o aplicaci6n de las cláusulas del Tratado General. 
De l contenido de estas normas se concibe la facultad de resolver conflictos -de 
que está investido el Consejo Ejecutivo. De acuerdo a la última disposición, el 
Consejo Económico también goza de ese derecho, pero en grado superior. Ve­
mos pues) que el Consejo Ejecutivo en base a las facultades re gI~:J_mentarias y 
para resolver conflictos concedidos por el Tratado General, aprobó el Regla­
mento sobre Procedimientos· parafusolver Conflictos, y recomendó al Consejo 
Económico que lo ratificara, quien así 10 hizo. 

La facultad reglamentaria y de resolver conflictos no se encuentra 
en discusión, suficientemente dilucidada ha quedado en la Primera Parte de -. 
este trabajo. 

Amerita e stablecer qué tipo de conflictos deberán regularse de con­
formidad al Reglamento y cuál debe ser el campo de amplitud o restricción de 
los rn.ismos. Los conflictos que se producen en el Mercado Común Centroame­
ricano son de índole económica y subsidiariamente de política económica~ Los 
conflictos pueden suscitarse entre personas naturales o jurídicas de distintos -
países, entre los Estados y personas naturales o jurídicas y estrictamente los 
entre Estados; este últim o se de sprende .de la política económica seguida por 
cada Estado. Debido al criterio del Consejo Ejecutivo, que consideró ú,"1icamen­
te com o Partes en el procedimiento a los Estados~ estos tres conflictos se han 
subsumidos en Uno solo. De tal manera, que formalmente los conflidos se dan 
nada más de Estado a Estado. 

Los Arts. XXVI de l Tratado General y 2 del Reglamento circunscri­
ben el conocimiento de conflictos a una esfera limitada. De acuerdo con las -
disposiciones anteriores, únicamente los conflictos que se suscitan con motivo 
de la aplicación e interpretación de las normas de los instrumentos de integra­
ción económica centroamericqtna: cuya administración le corre s })onde al Con­
sejo Ejecutivo, deben resolve·rse mediante el procedimiento que señalan. Que­
dan fuera de este ordenamiento los conflictos que se derivan de los instrumen­
tos de integración económica centroamericana que no sean administrados por 
el Consejo Ejecutivo; y, los conflictos que tienen un trámite distinto expresa­
do en el instrumento de integración económica respectivo, tales como los indi­
cados en el Convenio Constitutivo del Banco Centroamericano de Integración -
Económica y el Código Aduanero Uniforme Centroamericanoo 



1 - ANTECEDENTES 

Frente a la n eces idad de contar con normas adjetivas que regulen -
los .Artículos XXII y XXVI de l T r a tado General, XIII del Convenio sobre Equi­
paración de Gravámenes a l a Importación, y demás disposiciones análogas co!!. 
tenidas en los convenios centroamericanos de integración económica; el Con­
sejo Económ ico Centroamerica no por Resolución No . 40 adoptada en su Sépti­
ma Reunión Ordinaria efectuada en agosto de 1967, encomendó a la SIECA la 
e laboración de un P royecto de Reglamento para la Solución de Conflictos. La 
Secretaría cumplió e l mandato y sometió e l Proyecto a l conocimiento del Con­
sejo Económico en su Octava Reunión Ordina ria celebrada en e l mes de novie!!?­
bre del m ism o año; és te r esolvió que el Proyecto fuera estudiado por e l Consejo 
Ejecutivo con la asesoría de lliJ. g rupo de trabajo. E l Grupo de Trabajo creado 
po r e l Consejo Ejecutivo se r eu..'1 ió en Guatemala y rindió su informe el ve inte 
de febre ro de 1968. 

El Consejo Ejecutivo en su XXXIII Reunión Ordinaria en base al in­
forme del G rupo de Trabajo, que hizo cambios sustanciales a l anteproye cto ori 
gina l. con fecha 20 de marzo de 1968 aprobó e l Reglamento sobre Procedimieg 
tos para Resolver Conflictos; y acordó recomendar a l Consejo Económico que, 
de no mediar inconveniente, lo aprobara en su próxima r e u..nión. E l Consejo -
Económico Centroamericano en su Déc ima Quinta Re unión Extraordinaria ce­
lebrada en San Salvador, e l 27 de marzo de 1968, aprobó e l Reglamento para 
Resolve r Conflictos en los r.o.i smos términos en que había sido aprobado por -
e l Consejo Ejecutivo. 

El vigente Reglamento sobre P rocedim ientos para Resolve r Conflic'" 
tos no ha implicado cambios sustanciales en las prácticas que , en es te campo, 
han seguido los Consejos desde su creación; muy por el contrario, las ha -
plasmado a pe rfección en e l procedimiento estab lecido; con las ventajas y des­
ventajas que a carrea y que apuntaremos más a de lante. 

Antes de entrar a l e s tudio detenido de l Reglamento e s conveniente -
dar a conoce r un cambio importante que hizo el Grupo de Trabajo que fue -
aprobado en e se sentido por los Consejos; porque alrededor de él giran un sin­
número de problemas que se señalarán en el transcurso de esta exposición. 

El anteproyecto e laborado por SIECA contempla que parte o partes 
podían ser " Las personas natur2,12S o jurídicas, inclusive los E s tados, entre 
la s que ha surgido un conflicto y que buscan su solución de conform idad con e l 
procedimiento e stable cido en es te documento". Pero el Grupo de Trabajo tomó 
en cuenta que "el Tratado General com o los demás instrumentos jurídicos en 
que descansa e l Programa de Lntegración Económ ica tiene como sujetos inme-
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diatos a los Estados signatarios de los mismos".( 2) Y estimó que por Parte 
o Partes debía considerarse únicamente a "Los Estados entre los que ha sur­
gido un conflicto y que buscan su solución .." •.••. . 1t y en ese sentido fue aprobado 
por los Consejos. 

Sin perjuicio, pues más adelante volvere m os sobre e ste punto, ha-o 
remos UIlas breves consideraciones al respecto. Nuestro siglo ha sido testigo 
de grandes cambios en el concepto de la condición legal del individuo en el De­
recho Internacional. La doctrina clásica -reafirmada en años recientes por -
algunos tratadistas- y por escritores soviéticos -debido a su estructura polí­
tico e conómico-, sostienen que sólo los Estados son s ujetos del Derecho Inter­
nacional y que los particulares por el contrario sólo pue den ser considerados 
como objetos. P e ro en la actualidad, tratadistas eminentes -como Georges -
Scelle, Philip Jessup y Lauterpacht - al extender e l alcance que debe tener el 
concepto de suje tos de l Derecho Internacional han comprendido a las empresas 
públicas internacionales, a las empresas intergubernamentales ' de derecho -
privado, a las empresas mercantiles privadas y al individuo. Antece dentes de 
esta moderna doctrina se encuent ran precisamente en Centroan~. ~:· rica. La con­
vención constitutiva de la venerable Corte de Justicia de Cartago (1907) le re­
conocía a los particulares su calidad de sujetos de Derecho Internacional. Los 
tratadistas modernos, especialmente Lauterpach y J essup, sostienen enérgi­
camente que e l Derecho Inte rnacional debe interpre tarse en el sentido de que 
debe estar de stinado a prote ge r al individuo y que a los Estados se le s debe -
obligar para que tomen las me didas de protección al individuo. (3) 

El anteproyecto original de Reglamento elaborado por SIECA no es­
taba alejado de la doctrina m oderna que considera a las pe rsonas naturales y 
jurídicas como sujetos del Derecho Internacional. Cuando los Consejos apro­
baron la tesis sustentada por el Grupo de Trabajo que considera únicamente a 
los Estados como partes en e l proceso integracionista, retrocedieron de los 
nuevos conceptos que privan en el Derecho Inte rnacional a la vieja y ya supe­
rada concepción de la doctrina clásica. 

Este retroceso jurídico ha repercutido gravemente en los derechos de 
los particulares; porque la teoría moderna, al concederle calidad de sujetos a 
las pe rsonas naturales y jurídicas permite, en conse cuencia, que puedan ges­
tionar por sí mismos ante los organismos de la integración en la solución de 

(2 ) Informe de la Reunión. Grupo de Trabajo para el e studio del Proyecto de 
Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos. Guatemala, -
20 de febrero de 1968. SH;;CA~ 

( 3) Para mayor ilustración véase:: Friedmann,. 'i,Holfgang. La nueva -estructura 
del Derecho Internacional.. Ed" .. torial F .. Trillas, S. A., México, D. F. -
1967,. Pág. 287., 
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sus conflictos. Los derechos de 10s particulares estarían mejor garantizados 
si se adoptara la doctrina modeL.a de derecho internacionaL 



2 ~ FARTE GENERAL 

a) Terminología. Instrumentos de Integración E conórn.:ca C;:;ntroamc 
ricana c Parte o Partes n Sesión. 

a) Te rminología. 

Para facHitar la labor de quienes utilizarán este Reglamento, -que 
norm almente serán industriales y corúe rciRntes, economistas y abogados y -
para evitar confusiones o variadas interpretaciones; s us redactores e stimaron 
explicar el significado de los térm.inos y expresiones usados en e l m ismo. 

E l Artículo 1, único de l ca.pítulo, expresa que los siguiente s térm i­
nos deben entenderse así: por T ratado General e l T ratado General de Inte gra­
ción Económica Centroamericana; por Conse jo F:conóm ico, ~ons.s1o Ejecutivo y 
Se cretaría o SIECA, E l Consejo Económico Centroamericano, Conse jo Ejecu­
tivo y Secretaría :?ermanente , res pectiv8.mente , creados por el Tratado Gene ­
ral; por Tribunal Arbitral e l Tribunal. Arbitral previsto en e l A:~tículo XXVI 
de l Tratado General; por Crga.nismos Centroame ricanos las Institucione s u or­
ganism os, tale s com.o el L"1stituto Centroamericano de Investigación y Tecnolo­
gía Industrial (ICAITI); Instituto Centroamericano de A drninistración Pública 
(leA F ); Banco Centroame ricano de Integración Económica, e tc.; por l:!Tinist~_­

rio_de Eco~omía el qUe a nive l de C8.Ca país tiene a su cargo los asuntos de lu-
t ·' "" 'o T t o, ~ . Id d . 1 e graclon _o:.conomlca.: y por .;.l1.S anCla la lorma conve nclona e enOYXllUar e -
conj1...mto de actuaciones que tie nen lugar cuando e l Consejo Ejecutivo o el Con­
sejo E conómico, en su caso, conocen de u..11 conflicto . Además da a conocer el 
significado de lo que 8 2 entiende por Instrumento de Inte gración E conómica -
Centroamerica.na , Parte o Parte~y Ses ión, que serán motivo de un estudio se­
parado. Vocablos susceptibles dc' originar dudas en su sustanc : ". y a plicación; 
y en e special, e l segundo de 10s ~é :,minosJ de importancia capi">.l en la solu­
ción de los conflictos de l Me rcado Co mún o 

Por "ll'.JSTRUMENTOS DE Ii\TTEGRACICN ECONOMICA CE:NTROA ­
MERICANA It s e entiende n "Los Tratados, convenios , protocolos o a cuerdos -­
suscritos y vigentes e n los Estados Centroame ricanos y cuya administración -
corresponde a l Consejo Ejecutivo de l T ratado General"" Su si~nificado pl2.ntea 
dos problemas: e l primero estriba en no contempla:i.n las r eGoluciones y r e co·­
mendaciones, emanadas de los organisro.os de integración .. com o i::-Lstrl:~nentos 
de inte gración e con6r.n.ica centroarnericana; y e l segundo, en cons :~de rar co:mo 
tale s los tratados, convenios, protocolos o acuel~dos que son adr.::linistra dOG -
por e l Consejo Ejecutivo, 

E s conveniente r e cordar .. que las Hesolucione s son 1.08 actos em.ana~· 

dos de los órganos de 13. htegr2.ción c;ue tie ne n carácte r obligatorio p3.:'Gl s us 
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destinatarios, Ej._: el Consejo Eje cutivo impone U1"la rrJ.ulta a determ inad.os par­
ticulares por la práctica de comercio desleaL Y que , las Recomendaciones. por 
su misma naturaleza, carecen de obligatorio cumplimiento y se formulan de -
manera general para hacer algo o abstenerse de ello. Ej.: el Consejo Ejec ';,~ :l.vo 

r ecOl'nienda la aprobación de fu'1 protocolo o la refo rma de una le:,/" Con este -
breve recordatorio de conceptos, podemos continuar añaclie:ldo qV.e , aunque se 
ornite mencionarlas en el Artículo 1 como instrume~1tos de integración, e l A rt. 
38 de l R8g1amento en sus literales c) y d) hace alusión a ellas, al expresar que 
para que el Consejo Ejecutivo emita un fallo debe fundamentarse en liLas r e so­
luciones de los Consejos cre ados por el T ratado General de b.tegración E conó'" 
mica ... 11 Y en "Los dictámenes y recomendaciones de los ·organisrnos de inte­
grac ión económica", La rnención de e llas en este artículo, podría inte r p r e tarse 
que hubo lma o m isión en e l A rL 1 a l no mencionarlas" No obstante, sin perjui­
cio de analizar más detenidamente el Art. 38 podemos hacer una serie de con­
side raciones al r e s pecto. 

Las resoluciones e manadas por los organismos de integración sólo 
tienen carácter obligatorio par a e l caso concreto en e l cual se aplican. Pero 
"cuando por medio de la resoluci ~)n, el Consejo Ejecutivo hubiel " inte rpretado 
por primera vez una disposición de los instrumentos de integración económi­
ca ..• 11 (Art. 46 lite ral c) ha creado derecho, ha he cho nacer l:m.a norma obli­
gatoria de carácter gene ral que origina DERECHOS Y OBLIGACIONES. En este 
s entido las r e soluciones si forman parte de lo que se denomina L'1strumento de 
Integración E conó m ica Centroamericana, perfectamente podían incluirse en la 
enuE1.eración de su contenido. 

No podemos a firmar lo mismo respecto a las recomendaciones; ya que 
a pesar de que e l Art. 38 se refiere a e llas , su naturale za misma, desprovista 
de fueza obligatoria -aún para los casos concretos- no engendra derechos y obli 
gaciones sino simple s sugerencias carentes de valor instrumental en e l campo . 
de la integración e conómica centroamericana. 

En relación al segundo de los problemas planteados, e l cual conside­
ra únicamente como Instrumento de Jlltegración Sconómicc. Centroamericana 
a 108 tratados, convenios, protocolos y acue rdos cuya administración l e corres­
ponde al Consejo Ejecutivo consideremos los siguiente. Que s i bien es cie rto~ 
que e l Reglamento solamente regulará los conflictos originados de 108 instru'" 
mentos cuya administración l e corresponde al Consejo Ejecutivo y no los ori~­
ginados de instrume ntos que tengan un trámite e spe ciaL Esta aseveración se -
r efiere específicamente a los procedi.mientos a empl ear y no a r e stringir el -~ 
c onte nido d e lo que s e debe e ntender por Instrun1.ento de Integración '~conólnica 
en este Reglamento; ya que e l término) 8 S e mpleado en diferente s disposicio-­
ne s y no creemos inte rpre tarlo con la r e stricción apuntada. P ara el caso, se 
utiliza el A rt. 38 para r eafirma :;:' :.0 e xpresado; este artículo CD : "~ do s e refie r e 
al fundamento que deb en 1mer las resoluciones que erxüta e l Cons ::c jo Sjecutivo, 
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en su literal a) expresa: "Los instrumentos de integración económica centro­
a me ricana". Para fundamentar sus resoluciones e l Consejo Ejecutivo no se 
circunscribirá a utilizar única~7.lc nte los instr umentos cuya admi.nistración le 
corre sponden sino que com.prenderá tanto los instruTúentos adnlinistrados por 
él mismo como los que no se encuentran bajo su adm inistra.ción ., No debía -
existir la limitaCión establecida en e l Art. i porque temto vnos como otros son 
instrumentos de la inte gración económica centroamericana. 

PARTE e FART~S~ "Los Estados entre los que ha surgido un conflic­
to y que buscan su solución de conformidad con el procedimiento es tablecido 
en este docurnento ". 

Tal como aparece, de su lectura, únicamente pueden ser partes los 
Estad<?Q y no así los particulares. El anteproyecto original elaborado por -
SIECA contemplaba 8. las pe rsonas naturale s o jurídicas como partes; pero el 
Consejo Ejecutivo retrocedió enormemente al conceder la calidad de partes so­
lam,ente a los Estados. Adoptó l2. cómod8, posición de la 'doctrin e'. tradicional -
que considera solamente a los Estados como sujetos del Derecho InternacionaL 
La tesis sustentada inicialmente por SIECA no es nueva en Centroamérica, sus 
antecedentes datan de 1907 y provienen precisamente de la vene rable Corte -
de Justicia Centroan'1ericana que fue la primera en reconocerle a los particula­
res su calidad de sujetos de Derecho InternacionaL Su Convención constitutiva 
decía en su A rt. II. 

H. Esta Corte conocerá asimismo de las cuestiqnes que inicien los 
particulares de un país centroamericano cqptra alguno de los Gobier­
nos contratantes, por violación de tratados o convenciones, y en los 
dem8,s casos de carácte:;.~ internacional, sea que su Gobierno apoye o 
no~is:ha Jec1aT..c~~~ión; y con tal que se hubieren agota do los r ocur-sos 
que las leyes del respectivo país concedieren contra tal violación, 
o se demostrare dene gación de justicia". (E l subrayado es del 
autor) (4) 

La Corte de Justicia de las Comunidades Europeas también pe r m ite 
la participación de los particulares como sujetos de derechos y obligaciones 
de carácter internacional; acorde a la doctrina rl'loderna sustentada por emi­
nent e s tratadistas com oGeO.rge Scelle Philip, Jessup y Lauterpacht. 

Si bien es cierto que en nuestra naciente comunidad centroame rica-
na al particular s e le conceden ciertos de r echos corüo exención de gravámenes 
sobre la importación de mate rias primas, derechos en mate ria t ributaria, e tc ..• 

(4) Convenci6n Constitutiva de la Corte de Justicia Centroamericanac Citada 
por Guti~rrez, Carlos José. La Corte de Justici9. Centroamericana. Se ­
cretaría Gene ral. CDECA. 195 7, pág o 15. 
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y se l e imponen también obligaciones señaladas de r'n.ane ra general, s2.l1ciones 
por comercio desleal, tI obligaciones de manera particular. Pero tanto unas -
como otras son de índole sustantiva. E l particular no goza de su.g derechos a 
plenitud al negárse l e su calidad de Parte para intervenir en la solución de los 
conflictos o sea pU3S que se le niegan sus acciones y derechos procesales pa­
ra la defensa de sus intereses privados, porque tiene que buscar la p rotección 
del ~stado para que l e de su apoyo y lo represente en e l conflicto planteado. 

Estudiaremos en su debida oportunidad, cuando se analice el A rt. 13 
del Reglamento, el smnúzn.ero de problemas que acarrea la protección del par­
ticular por el Estado, para que lo represente en la solución de li..'1 conflicto. Y 
l a mane ra como el particular queda prácticamente indefenso por no concedérsele 
la calidad de Parte, para que concurra ante los organismos de integración a -
defender sus intereses personales. 

Se le imponen sanciones a los particulares y no se establecen los -
procedimientos adecuados y justos que permitan su defensa. Yeso es debido a 
que muchos de los tratados son d2fcctuosos por haber- sido elabn :~ados por eco­
nomistas o por abogados con criterio de econom.istas, carentes ;: ','2 un verdade­
ro contenido de juricidad. 

En el proye cto de T ratado de creación del Tribunal de Justicia elabo­
rado por una Comisión de Juristas de la ODECA, que de llegarse a aprobar -
llegaría a constituir e l Ináxb.'lo tribunal en la solución de conflictos de la inte­
gración económica centroame ricana, su Art. 3 concede la calidad de partes a 
los Estados signatarios y a cualquier persona natural o jurídica afectada por una 
de cisión, acción u o TDisión de los órganos de J.a inte gración económica c entroa­
rnericana. 

El Reglame nto que corne ntamos debiera s e r más flexible, y pernü­
tir que las personas naturales o jurídicas puedan acudir a mover el proceso -
inte gracionista participando como P8_rtes en sus organismos, Tal como se ,.. 
consideraba. en el anteproye cto original de la SIEGA. Es conveniente que los -
particulares participen directamente o por medio de sus abogados en la solu­
ción de sus conflictos ante los Consejos; porque de e sa manera, e starán mejor 
garantizados sus derechos. Y si de esa participación se desprendiera e l au­
mento considerable de casos a tratar en el seno de los Cona jos, sería un for­
midable argumento, para esbozar e n el momento preciso de la creación de l.ll"1. 

Tribunal o Corte de Justicia Centroamericana, 

y por SESION se entie nde e l "Pe ríodo de una r e unión de los Consejos 
Ejecutivos o Económ ico en e l cual éstos conocen de un conflicto con e l fin de -
resolverlo" o 

De la lectura de l I-teglamento s e desprende e l he cho de que sus redac­
tores no han utilizado en algunos casos, términos t.:§cnicos de l dere ch.o. Y e ste 
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es uno de ellos; claro, quizá sea una sutileza lo que vam6s a afirmar, pero co­
mo estudiosos del Derecho es conveniente ' mantener la puridad del derecho en 
todo momento. Se ha utilizado el t~rmino reunión de manera genérica y e~ de 
sesión de manera especial, para cÍesignar a la reunión en que se conoce de un 
conflicto, Pero no se ha tomado en cuenta que la sesión puede adoptar sus va­
riantes~ cuando . sólo los miembros delConsejó Ejecutivo o Económico se reu­
nen en privado para conocer del conflicto; y, cuando en el seno de los Consejos 
se permite 1a compa-rcccncia de personas naturales o jurídicas y de asociacio­
nes de carácter público o t:>rivado. Manteniendo la pureza del lenguaje jurídico, 
en este último caso ya no se trata de una sesión sino de una audiencia. (y si 
recordlín1os ntiestros c-onoc1mieritos de Derecho Procesal, por audiencia se -
entiende generalmente, e1 act9 en que eÍ Juez o Tribunal oye a las partes o re­
cibe sus pruebas). 

La razón aducida por quienes redactaron el Reglamento estriba en -
que, como será utilizado por personas que carecen de conocimientos jurídi-
cos, les será de más fácil comprensión el término sesión que el de audiencia. (5) 

Argumento que no nos parece acertado, por cuanto si bien es cierto 
que los economistas han manejado a su antojo el proceso de intE'8' ración econó­
mica, ya es tiempo que los abogados participen activamente en la solución de -
los conflictos, haciendo uso de su facultad de procurar, como en la práctica -
ya se está llevando a cabo. Con esta nueva realidad, no cabe utilizar de mane­
ra antojadiza los térn'1inos que pertenecen al lenguaje jurídico. 

En el Proyecto de Tratado de creación del TribUnal de Justicia,~ ela­
borado en la ODECA por un destacado grupo de juristas centroamericanos, -
utilizan el término audiencia en el Art. 19 para dar a entender el momento en 
que ante el Consejo Ejecutivo comparecen las partes personalmente o por me­
dio de un agente o representante, si se tratare de un Estado; o por medio de un 
abogado, si se tratare de un recurrente particular. 

De manera que, perfectamente, se establece la diferencia entre la 
audiencia y la sesión. Diferencia que deberá hacerse extensiva a todo el conte- . 
nido del Reglamento • . 

(5) Información obtenida en la Tercera Sesión de la ·P roblemática Jurídica e -
Institucional de la Integración Centroamericana, celebrada en Tegucigalpa, 
Honduras, durante los meses de junio y julio de 1968. -
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Los conflictos que se susciten con motivo de la aplicación e inter­
pretación de los Arts. XXII y XXVI del Tratado General, XIII del Convenio 
sobre Equiparación de Gravámenes a la Importación y demás disposiciones 
análogas contenidas en otros instr umentos de integración económica cuya ad­
ministración le corresponde al Consejo Ejecutivo) deberán resolverse de -
acuerdo a los procedimientos establecido~ en el Reglamentoo 

No estin sujetos a los procedimientos del Reglamento para la solu­
ción de sus conflictos: 

i) Los instrumentos de integración económica que tengan un trámite 
distinto, para indicar u.'1. caso, el Convenio Constitutivo del Banco Centroame­
ricano de Integración Económica en sus Arts. 25 y 26 señala un trámite espe­
cial a las divergencias surgidas con motivo de su interpretación. 

ii) Los instrumentos de 11tegración Económica que no sean adminis­
trados por el Consejo Ejecutivo. 

iii) Los que resuelva el Tribu:!::fü Arb} "i: r2.1. 

Las partes se encuentran en la obligación de buscarle solución a -
todo- conflicto que se les plantee. Deberá buscarse la solución, en primer lu­
gar, mediante el a-rreglo directo y si éste fallare s e acudirá por su orden al 
Consejo Ejecutivo, al Consejo Económico y por 6:!.tímo se someterá el asunto 
a un Tribunal Arbitral, cuya composición descr:b iremos más adelante .. 

Todo el trámite previsto en el Reglan1ento tiene carácter sucesivo y 
obligatorio y por consiguiente las Partes no pueden eludirlo acudiendo direc­
tamente a las etapas inmediatas superiores. C sea pues, que no se puede pasar 
directamente a que conozca el Consejo Ejecutivo sin haber intentado primero 
la vía del arreglo directo o querer que conozca el Consejo Económico sin ha­
ber acudido previamente a la vía directa y al Consejo Ejecutivo. Y mucho me­
nos querer someter el conflicto al Tribunal Arbitral sin haber intentado la -
solución en las fase s previas .• Este A rt. 5 ha s e r-ltado el principio procesal de 
la preclusión que consiste en observar el orden señalado por la Ley para ejer­
citar una facultad procesal. 

En el Proyecto de Tratado de creación del Tribunal de Justicia y de 
Procedimientos para la Solución de Conflictos en la Integración Económica -
Centroamericana elaborado por la ODECA, que de entrar en vigencia llegaría 
a sustituir al Tribunal Arbitral contemplado en e l Tratado General y en el Re­
glam.ento, en su Arto 27 se encuentra el caso de pe :c salto o sea que cualquier 
persona podrá recurrir al Tribunal sin hacer uso de la vía administrativa cons­
tituída por el arreglo directo l y la intervención s ucesiva del Consejo Ejecutivo 
y del Consejo Económico. En esta disposición s e p8.sa por encima del principio 
de la preclusión, quizás para darle rango e impo:;."tancia al Tribunal. 
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Los Consejos deberán resolver los conflictos con imparcialidad y -
objetividad, sin rela.cionarlos con cuestiones pendientes o con compromisos al! 
teriores. Las resoluciones deberán versar únicamente sobre los puntos plan"" 
teados y valdrán solamente para el caso particular que las ha motivado. 

Al no relacionar las resoluciones de los Consejos con casos anterio­
res o pendientes, no se reconoce de manera obligatoria la jurisprudencia de 
este Derecho Comunitario o de Integración. Sino que solamente de manera indi 
recta se puede usar de ella al emitir las resoluciones; tal como lo establece 
el Art. 38 en su literal c), en donde dice que las resoluciones del Consejo Eje­
cutivo para resolver un- conflicto deberán tener '2omo fundamento las resolu­
ciones de los Consejos, pero no impone la obligatoriedad de la doctrina legal 
establecida en el Derecho Procesal. Claramente se establece que las resolu­
ciones de los Consejos sólo servirán para el caso particular. No sucede lo mis 
mo con el laudo emitido por el Tribunal Arbitral que "causará efectos de cosa­
juzgada para todas las Partes contra.tantes" (Arts o XXVI Tl~atado Genera!). 

El Art . .8 vislumbra matices de órgano comunitario, al imprimir a 
los Consejos carácter de centroamericanos y destacar que "los miembros de 
los mismos deberán áctuar con prescidencia de toda consideración derivada de 
su propia nacionalidad". Se trata nada menos que de una remembranza del -
Art. XIII de la Convención creadora de la Corte de Justicia: Centroamericana que 
decía: liLa Corte de Justicia Centroamericana r epresenta a la conciencia na­
cional de Centroamérica, y en tal virtud los Magistrados que compongan el - . 
Tribunal no podrán considerarse inhibidos del ejercicio de sus funciones por 
el interés que puedan tener en algún caso o cuestión las Repúblicas de donde se 
derive su nombramiento" (6) Se acomoda a perfección el párrafo de un informe 
sobre la Conferencia de Washington de 1907, el':litido por un grupo de destaca­
dos centroamericanistas de esa época, que al res:pecto nos decían: "El Artículo 
XIII coloca a la Corte de Justicia en Ulla esfera supe rior de imparcialidad y 
rectitud e impone a los Magistrados la obligación de proceder, no como ciuda­
danos de talo cual país, sino como repc:'esentantes de la conciencia nacional 
centroamericana •••.• "(7) Ese es el ideal que s e busca, pero lamentablemente 
la composición de los Consejos difiere fundamentalmente con la que tenía la 
respetable Corte de Cartago; por cuanto, al considerarse que Partes solamente 
pueden serlo los Estados, resulta que cuando los Consejos están resolviendo un 
conflicto, algunos de sus m iembros están actuando como jueces y partes en 
la decisión de intereses que por su calidad de económicos. vuelven volubles las 
mentes humanas. 

(6) Convención constitutiva Cit. Gutiérrez, Carlos Jesé. Cit. pág. 1:;:. ' 
(7) Informe del Dr. José Iv'Iac>:z y don Luis Coreé}. al -Ministro de Relacio­

nes Exteriores de Nicaragua, citado por Gut .iérrez, Carlos José. Cit. 
pág. 15. 
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Se ha sostenido la existencia de un nuevo orden jurídico que e s el 
que regula el programa de integración económica centroamericana. Cuya vi­
gilancia le compete a la SIECA de acuerdo al Art. XXIV del Tratado General 
que le establece velar por la correcta aplicación de todos los instrumentos 
de la integración económica. Secundariamente el Art. 28 del Reglamento le -
impone también la obligación de cuidar, de que los acuerdos tomados por la vía 
directa se enmarquen en el ordenamiento jurídico de la integración económica; 
y si tuviere que hacerles alguna observación. lo pondrá en conocimiento de -
los gobiernos, para que éstos, si lo estiman conveniente lo semetan al conoci­
miento del Consejo Ejecutivo. Es por eso que el Art. 9 del Reglamento estipu­
la que ningún acuerdo o resolución adoptado en un arreglo directo o en las di­
ferentes instancias establecidas en el Reglamento. podrá contravenir el orden 
jurídico o los principios del Programa de Integración Económica Centroame­
ricana. 

En lo que se refiere al acuerdo violatorio del orden jurídico adopta­
do por las Partes en el arreglo directo no existe problema, porque tal como 
se ha visto la SIECA desempeña labor de vigilancia. Y de existir la violación 
apuntada, podría ser subsanada de inmediato por los Consejos, organismos -
jerárquicamente superiores. Pero la existencia de un acuerdo violatorio en -
las instancias, sí presenta problemas serios; porque a pesar que el Art .. 28 
le señala a la SIECA labor de vigilancia solamente se la impone para el caso 
del arreglo directo .• No obstante la SIECA enbase a su atribución general de 
vigilancia establecida en el Tratado General la puede ejercer en acuerdos vio 
latorios adoptados por los Consejos. Pero si el acuerdo vio1atorio ha sido -
tomado por los Consejos y ha causado estado en cualquiera de las instancias o 
ha sido adoptado por el Tribunal A rbitral; la SIECA no- encontraría a quien -
recurrir para restablecer el orden jurídico violentado, porque no existe un -
tribunal superior que mantenga incólume el ordenamiento jurídico que regula 
la Integración Económica Centroamericana .• El doctor Francisco Bertrand 
Galindo al externar opinión sobre esta situación jurídica, nos dice: "Tal vez 
el recurso podría ventilarse en el caso de que se creara una Corte de Justi­
cia Centroamericana y a ésta se le encomendara la misión de controlar la le­
galidad del sistema de Integración. (8) 

Frente a la posibilidad de exceso o desviación de poder producidos 
por las resoluciones adoptadas en los Consejos o en el arbitraje, la única so­
lución posible es la existencia de un órgano contralor, del orden jurídico de la 
integración económica centroamericana. 

(8) Bertrand Galindo, Francisco, Villagrán Kramer, Francisco y Castrillo 
Zeledón. Mario .• RESOLUCION DE CONFLICTOS EN EL MERCADO CO­
MUN CENTROAMERICANO (Mimeografiado) Departamento de Integración 
y Derecho Comparado .. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales. 
Universidad de El Salvador. 

,-~~~- - - ---
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c) Comparecencia. Trámite. Intervención aceptada. Intervención 
rechazada. Soluciones. 

TRAMITE. Cuando se presenta un conflicto en el Mercado Común -
Centroamericano, las personas naturales o jurídicas interesadas en él y- en 
que se resuelva de acuerdo al trámite establecido de la gestión directa. Con 
sejo Ejecutivo, Consejo Económico y arbitraje, deberán acudir a su Ministe­
rio de Economía para que les de protección e intervenga en la solución del -
conflicto. El estado debe patrocinar la solución de los conflictos porque los -
particulares no son partes ni pueden acudir directamente a la solución de los 
mismos; sino que deben buscar la intervención del Estado, para que . éste inter 
venga como Parte en la solución de los conflictos. 

El Ministerio de Economía no dará curso a ninguna solicitud de in­
tervención mientras no verifique con la mayor exactitud posible la existencia 
de los hechos en que se funda. Si la declara sin lugar, cabrán contra esa re­
solución los recursos que el Derecho interno de cada país determine. Si la -
admite. deberá plantear el caso de conformidad con el trámite prescrito por 
el Reglamento e incluirá en la delegación oficial a las personas que deberán -
representar los intereses de los particulares; si son personas naturales podrán 
comparecer por sí o por medio de mandatario; y si se trata de personas jurí-

. dicas, podrán hacerlo por medio de su representante o de su apoderado. La -
personería de los mismos se considerará suficiente con la testificación del 
Jefe de la Delegación. No podrán comparecer a las reuniones de los Consejos 
las personas que no se encuentran designadas por el Jefe de la Delegación ofi 
cial; sin embargo, no se impedirá en las sesiones la presencia de los repre:­
sentantes de las asociaciones de carácter público o privado como la ANEP. -
ASI, Cámara de Comercio e Industria. ANA ...... siempre y cuando lo acuer­
den así los Consejos. 

Los miembros de los Consejos. mientras estén integrándolos. no 
podrán actuar como voceros o representantes de los que comparezcan, pero 
es lógico que por 10 menos un miembro de la delegación oficial hará la expo­
sición y defensa del caso. Si las personas naturales o jurídicas interesadas -
forman parte de la delegación, serán éstas quienes hagan su defensa; pero pu~ 
de suceder que no formen parte de dicha delegación o no puedan asistir. En 
este caso. como es el Estado quien comparece como Parte en la solución del 
conflicto, uno de los miembros de la delegación será el encargado de hacer la 
exposición y defensa. El problema puede surgir si el miembro del Consejo se 
convierte en vocero de los intereses particulares; pero esta situación ya fue 
considerada por el Consejo Ejecutivo cuando aprobó el Reglamento y estimó 
que: liNo obstante lo anterior. hubo acuerdo en el sentido de que lo dispuesto -
por el artículo 12 no constituye un obstáculo para que los miembros propieta­
rios o suplentes de los Consejos puedan llevar la defensa de personas natu­
rales o jurídicas; pero que si tal hecho ocurriera, el miembro respectivo que-
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dará inhabilitado para integrar el órgano de que se trate. Así, si el compare­
ciente fuera el representante propietario. tocará a su suplente integrar el -
Consejo" (9). 

A simple vista, la · cuestión parece sencilla y sin ningún problema 
Pero no es así, lejos el; eso, presenta casos en que se dejan sin protección 
los derechos de los particulares. 

En la comparecencia para la solución de los conflictos, dos grandes 
situaciones se presentan: la primera consiste en el trámite señalado cuando 
la solicitud de intervención estatal es aceptada; y la segunda cuando dicha so­
licitud es rechazada. 

INTERVENC10N ACEPTADA. Cuando el Estado acepta patrocinar 
el conflicto que se le ha presentado a la Empresa particular e inicia el trámi­
te establecido, no podemos afirmar que se ha desamparado al particular. Pe­
ro puede suceder, es mera suposición, que el Estado patrocine al particular 
por presiones de cualquier índole y que al llegar el conflicto a conocimiento 
de los Consejos, no defienda el caso con el ahínco con que lo puede hacer una 
Parte que tenga interés personal en el problema. Situación que se solventa -
con la inclusión de los particulares interesados en la Delegación Oficial. Pe­
ro mi suposición no obedece a la discusión plena en que se encuentran todos 
los m iembros de las delegaciones; sino, cuando se reunen en privado sólo los 
Consejos, que es 10 que se ha dado en llamar Consejos químicamente puros. 
Si el Ministerio de Economía estuvo renuente a patrocinar el caso particular y 
si lo hizo fue por presiones; es indudable que en el seno del Consejo no defieg 
da el caso con el denuedo conque lo puede hacer el propio interesado. Y si 
la Parte, que es el Estado, no se preocupa en obtener una solución favorable, 
mucho menos lo harán el resto de las Partes. Si estos problemas se presen­
tan aún en la intervención favorable del Estado es porque a los particulares 
se les niega su calidad de Partes y porque el Estado realiza doble función de 
juez y Parte en la solución de los conflictos. InbuÍdos de la buena fé, por el 
mismo hecho que el Estado patrocina al particular creemos que deberá bus­
car la solución adecuada y justa al problema. De tal mane ra que se puede ol­
vidar 10 planteado y si se deja escrito es para mover a reflexión. 

INTERVENCION RECHAZADA. Los particulares interesados en un 
conflicto deberán ponerlo en conocimiento de su Ministerio de Economía para 
que interponga sus buenos oficios en la solución del mismo. Pero antes de -
darle curso a dicha pretensión deberá verificar exactamente la existencia de 
los hechos en que se funda; y si de su investigación deduce que no procede -
intervenir, decl?-rará sin lugar la solicitud. Contra esta resolución valdrán, 

(9) Acta No. 33. Re1-mión Ordinaria Consejo E jecutivo. San Salvador, marzo 
20 1968. 
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dice el Reglamento, los recursos establecidos en el Derecho Interno. 

En el análisis de los problemas de la integración, no podemos ol­
vidar la triste realidad de nuestros países, donde las decisiones gubernamen­
tales muchas veces dependen de los altibajos de la política nacional. En ese 
sentido, las Empresas y sus abogados que no gocen del favoritismo o por 10 
menos de la benevolencia de los gobiernos, verán obstaculizados sus pretensio 
nes de acudir a los organismos de integración para la solución de sus conflic­
tos porque el Estado les negará su protección . . El rechazo de la intervención 
estatal puede darse de manera encubierta, cuando el Ministerio de Economía 
archive la solicitud sin darle curso o cuando la retarde ocasionando graves 
perjuicios al solicitante. Supongamos que, a un empresario salvadoreño le 
detienen sus productos en la fronte ra de Nicaragua porque le impugnan el -
origen de la mercancía, el particular busca protección y acude a su Ministe­
rio para que intervenga en el conflicto; pero éste le archiva su solicitud o le 
retarda el curso de la misma. Aún el simple retardo puede ocasionarle al -
particular graves perjuicios económicos en su mercadería, ya sea por la ca­
lidad o por el tiempo de retraso. El Reglamento no contempló estas situaciones 
y por consiguiente tampoco sus soluciones . . Frente a este rechazo encubierto, 
el particular se ve completamente desamparado porque ni siquiera el recurso 
de amparo podría prosperar. ¿ Cuál sería el derecho violado? ¿Sería acaso 
el derecho de que le tramiten una solicitud para que el Ministerio de Economía 
intervenga en un asunto de integración económica centroamericana? No. ni 
existe ni se encuentra garantizado ese derecho de intervención, el particular 
se halla desamparado contra las acciones u omisiones arbitrarias, adoptadas 
por los gobiernos centroamericanos en el proceso de integración económica • . 

La intervención estatal es rechazada de manera expresa, cuando el 
Ministerio declara sin lugar la solicitud. Contra esta providencia el Reglamen­
to contempló la posibilidad de utilizar los recursos que concede el Derecho 
Interno. ¿ Qué recursos se pueden utilizar en El Salvador contra esta resolu­
ción? ¿Amparo? Creemos que ni siquiera éste podríamos utilizar porque el 
derecho del particular para que el Estado intervenga en su nombre en la solu­
ción de los problemas de la integración económica, no existe garantizado 
en nuestra Constitución y si no existe no se puede amparar algo que no existe . . 
A ún este caso considerado en el Reglamento, en la práctica no goza de ningu­
na garantía. 

En nuestra opinión, tanto los casos en que se archiva o retrasa la 
solicitud para que el Estado intervenga en la solución de los conflictos de la 
integración económica centroan~ericana como cuando se declara sin lugar, no 
procede ni siquiera el recurso de amparo y por consiguiente el particular -
afectado se encuentra completamente desamparado .. Porque reconocemos que 
se trata de una opinión controvertida y porque no queremos desarrollar labor 
negativa, elaboraremos la tesis contraria para que se adopte la más convenien 
te. 
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Recurramos al mismo ejemplo, de que a tLl1 empresario salvadorefto 
le detienen o incautan sus productos en la frontera con Nicaragua o se le im.po­
ne una sanción. El em.presario solicita al Gobierno salvadorefto que intervenga 
en la solución del conflicto y que acuda ante los organismos de la integración 
a discutir el caso para su solución; pero el Estado salvadorefto rechaza la 
pretensión del particular. Se ha cometido un atentado contra el derecho de prQ 
piedad del particular por parte del Estado Centroamericano infractor, en que 
el Estado salvadoreño se ha convertido en cómplice por no haber querido in­
tervenir en la protección del particular acudiendo a los organismos de la inte­
gración. Le han violado al particular los derechos de propiedad y el de ser 
oído y vencido en juicio ante los organismos de inte gración. Ya vimos que, a 
pesar de que el derecho de propiedad ha sido violado por un Estado extranjero 
el Estado salvadoreño se ha convertido en cómplice de esa violación. Pero con 
respecto al otro derecho violado, cualquiera podría preguntarse dónde se en­
cuentra amparado en nuestra Constitución el dere cho del particular para que el 
Estado intervenga ante los organismos de la inte gración a buscarle solución a 
sus conflictos. La respuesta la podemos encontrar en que los organismos de 
integración han sido creados por el Tratado General y éste ha sido debidamente 
ratificado por el Estado salvadoreñQ, convirtiéndose por consiguiente en Ley 
de la República. Bajo este razonamiento, se podría sustentar que tanto en los 
casos en que se archiva se retrasa 0 se declara sin lugar la solicitud de un pa.!: 
ticular para que el Estado intervenga, procede el recurso de amparo. 

A manera de ilustración damos a conocer lo siguiente: de acuerdo al 
Estatuto de la Corte internacional de Justicia solam ente los Estados pueden -
ser partes. Un salvadoreño dafiado por un país extranjero <bSED. plantear su ca­
so ante la Corte Internacional y le pide al Estado salvadoreño que lo haga. El 
Estado de El Salvador considera los múltiples perjuicios que una demanda de 
esa naturaleza le puede ocasionar y se niega a patrocinar al particular. ¿ G:ué 
recurso le queda al particular frente al Estado? Ninguno, porque es un atri­
buto propio de su soberanía patrocinar o no a un particular en una querella in­
ternacional. El ejemplo referido aunque no se acomoda a perfección a los ca­
sos de la integración económica centroamericana nos sirve de pauta para re­
flexionar sobre este punto controvertido. 

Cuando el Reglamento estableció que se podían utilizar los recursos 
que determina el Derecho Lnterno, seguran'lente tuvo en mente los recursos 
que se interponen ante los tribunales contencioso-administrativos. Pero lame,!!. 
tablemente la mayoría de los países centroamericanos carecen de esta clase 
de tribunales, solam ente existen en Costa Rica y Guatemala, Honduras tiene 
nada más un Código de Procedimientos Adminis t rativos, pero carece de los -
tribunales y en Nicaragua y El Salvador se carece por completo de procedi­
mientos y de tribunales contencioso-administrat ivos. Si la situación esbozada 
en los párrafos anteriores se planteara en Costa Hica, el particular perjudica­
do podría recurrir ante los tribunales contencioso-administrativos contra las 
providencias arbitrarias de su Min3.sterio de Economía. 

------------- ---- ---
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Esta realidad existente en la mayoría de los países centroamericanos, 
vuelven inoperante la garantía de que deben gozar los particulares en la so­
lución de los conflictos. Y la creación de tribu.."'1ales contencioso-administra­
tivos en todos los países centroamericanos., que sería algo muy saludable, se 
ve obsoleta y mucho más distante que la integración económica total. Tenemos 
la esperanza que si se llegara a constituir la unión aduanera, desaparecerían 
un sinnúmero de conflictos que actualmente se presentan en el Mercado Común 
Centroamericano; porque no existiendo barreras arancelaras ni aduaneras todos 
los artículos centroamericanos y los extranjeros una vez introducidos en el -
área, podrían circular con toda libertad en el territorio centroamericano; y -
ésto es 10 que generalmente ocasiona una serie de resquemores y problemas. 
Pero esta esperanza no es una solución jurídica inmediata ni completa de la -
garantía de que deben gozar los particulares en sus derechos. 

La falta de garantía de los derechos de los particulares en la reso­
lución de los conflictos eh nuestra opinión puede tener dos soluciones: la pri­
mera que puedan mover los órganos de integración acudiendo directamente a 
ellos para buscar la solución de los conflictos y la segunda estriba en que una 
vez rechazada de manera clara o encubierta la solicitud o ~emiendo su rechazo, 
se faculte a los particulares para que por mecHo de la SIECA puedan mover los 
órganos de integración. 

Tanto la primera como la segunda de las soluciones planteadas tie­
nen asidero en los instrumentos de integración económica centroamericana. 
Respecto a la facultad que se les puede conceder a los particulares para que 
por medio de la SIECA m uevan los órganos de integración a fin de que resuel­
van sus conflictos ~altramos un caso concreto en el A rí. IX del Convenio so­
bre el Régimen de Industrias Centroamericanas de Integración que permite a 
las personas naturales o jurídicas que tengan interés en que alguna planta sea 
incorporada a ese Régimen, mover los órganos, mediante solicitud presenta­
da a SIECA para que ésta lo proponga al conocimiento del Consejo Ejecutivo 
para su resolución. En el Proyecto de Tratado de creación del Tribunal de -
Justicia, elaborado por la CDECA, ya se contempla la solución de esta situa­
ción arbitraria de ios Ministerios de Economía; y establece que si el Ministerio 
de Economía no se pronuncia dentro del término de cinco días o no remite el 
expediente ante el Consejo Ejecutivo, la persona particular, natural o jurídica, 
afectada podrá ocurrir, por medio de la SIECA al Consejo Ejecutivo. 

Respecto a la primera de las soluciones planteadas, tiene su aside­
ro en la misma disposición mencionada en el párrafo anterior, en el Art. XIV 
del Protocolo de San José al Cbnvenio Centroamericano sobre equiparación de 
gravámenes a la importación y en el Art. VI del Tratado General. Por que -
¿ cómo es posible que un particular reciba una sanción de un organismo de in­
tegración y no pueda acudir a discutirla? Que pueda ser sujeto de obligación 
y no sujeto de derecho; que se le imponga una sanción por imputársele prac­
ticar comercio desleal y no pueda acudir ante el órgano que 10 ha sancionado 

'., i 
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a discutir sus derechos. El Art. VI del Tratado General que establece una -
serie de limitaciones a los Estados en lo que se refiere a impuestos Últernos 
al consumo, nos dice: 

c) "Cuando una de las partes haya establecido un impuesto interno 
al consumo y posteriormente se iniciare en cualquiera de las de­
más la producción del artículo así gravado, sin existir-esa en la 
Parte que estableció el impuesto, al Consejo Ejecutivo, a solicitud ----
del interesado, conocerá el caso y dictaminará si la existencia del 
impuesto es compatible con el libre comercio ••• "(10) E l subrayado 
es del autor. 

Por las argumentaciones anteriores y haciendo una interpretaci_<i~ 
extensiva de este último artículo, en la palabra interesado podemos incluir 
a los particulares, que en verdad son los más preocupados por la solución -
de los conflictos ya que los factores económicos que se encuentran en juego 
los afectan a ellos en primer lugar. 

(lO) Instrumentos Relativos a la Integración Económica en América Latina. 
Ob. Cit. pág. 3 Y 4. 



3- PRO CEDIMIENTOS 

a) Arreglo Directo.Formas. Regulaciones. Impugnación. Revisión 
del acuerdo. Participación de la SIECA. 

FORl\flAS. Todo conflicto suscitado en el Mercado Co '·ü ún Centroa­
mericano con motivo de la aplicación o inaplicación e interpreta ción del Tra­
tado General y demás instrumentos de integración económica centroamericana 
s e resolverán en prime r térm ino mediante el arreglo directo entre las Partes . 
y s e rá promovido por las mismas partes en conflicto, por otro Estado centro­
a me ricano o por la Se cretaría Permanente (Art. 15 y 16). 

El arreglo directo puede plantearse de dos maneras: 

1) comunicaciones telefónicas, telegráficas , escritas o cualquier 
otra análoga; o, 

2) en reuniones que las partes convengan celebrar. 

La SIECA, órgano m otor de la integración económica, desempefia 
un papel importante- en esta etapa. En la primera manera de arreglo directo, 
o sea la telegráfica, telefónica, etc •..• cualquie ra de las Partes podrá pedir 
la inte rvención de la Secretaría para que interponga sus buenos oficios y toda 
resolución que se obtenga deberá ser comunicada a e lla para que ésta informe 
a los Gobiernos. En la -segunda, la Secretaría dese m pefia una labor más inten­
sa: a) puede participar, a petición de las Partes, en la reunión para resolver 
el conflicto; b) por iniciativa propia o a petición de las Partes, hará los estu­
dios y trabajos que sean necesarios para el esclarecimiento y solución de los 
conflictos, podrá ampliarles y pedir asesoramiento de organismos técnicos -
centroamericanos o internacionales; c) servirá de oficina notificadora de toda 
resolución o acuerdo adoptado; d) desempefia funciones administrativas deri­
vadas de las resoluciones acordadas en el arreglo directo; e) someterá los ca­
sos que no hayan podido resolverse a la cons ideración del Consejo Ejecutivo. 
Labores de suma importancia, porque de su actividad depende muchas veces 
la solución de los conflictos, como lo veremos más adelante, especialmente 
en lo que se refiere a los estudios o trabajos realizados y a las soluciones prQ.. 
puestas por la Secretaría. 

El arreglo directo mediante comunicaciones telefónicas, telegráficas, 
escritas o cualquier otra análoga, presenta cuatro modalidades: 

_ ........ -=...0= ____ _ 



1) Una Parte plantea el problema y si la Farte requerida dentro de 
10G 5 días subsiguientes contesta afirmativamente sobre el fonco del rüisrno. 
queda resuel~:o el conflicto. 

2) Se trata del r~:.ismo caso, con la variante que déntro del plazo de 
los 5 días la Parte requirente solicita la intervención de la Secretaría para que 
interponga sus buenos oficios~ 

3) Si transcurridos los 5 días. la Parte requerida no da respuesta al 
guna se podrá intentar una reul'1ión o someter el caso al conocimiento del Con" 
sejo Ejecutivo. y, 

4) Si la respuesta de la Parte requerida es negativa, se procederá 
de igual manera que en el caso anterior. 

La segunda de las maneras expresadas de arreglo directo, presenta 
a su vez elos variantes con sus modalidades. La primera estriba en que Inedia.!!: 
te los estudios o trabajos realizados por la SIECA y las conclusiones que pro­
pone, se puede llegar a la soh::ción de los conflictos sin necesidad de la reunión 
de las P artes; a) si los estudios o trabajos elaborados por la Secretaría, sus 
pmreos de vista y conclusion.2s , y las pruebas aportadas, fueren suficientes a 
juicio prudencial de las Partes, se dará por terminado el conflicto y así se 
hará saber a la Secretaría. para que sin tardanza lo haga del cOiJ.ocimiento de 
todos los Gobiernos centroamericanos; y se tendrá por resuelta la diferencia 
en la fecha de la últirna comunicación librada por la Secretaría; b) Si sólo una 
de las Partes diere su parecer sobre los puntos de vista, conclusiones y traba­
jos elaborados, 10 pondrá en conocimiento de la Secretaría para que lo trans­
m ita a los demás Gobiernos interesados. Y si la respuesta de éstos concor­
dare con el criterio ya expresado, se dará también por terminado el conflicto 
en la fecha de la últim a comunicación librada, y c) Si cualquiera de las Partes 
hubiera manifestado su acuerdo con las pruebas presentadas o con los puntos 
de vi-sta de la Secretaría y ésta no hubiera recibido respuesta de todas las de ­
más, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la comunicación que l e s 
ha librado. previo recordatorio hecho el- décimo día sobre los efectos que se -
le atribuye al silencio en el Reglamento, se entenderá que todas ellas están de 
acuerdo , 

La segunda variante se presenta si después de haberse conocido el 
punto de vista de la Secretaría o las pruebas presentadas, las partes conside­
ren que debe celebrarse la reu,,'1ión. se llevará a cabo bajo las sig'ElÍentes for­
mas: a) Si la reunión se lleva a cabo si.Tl participación de la SIECA, los acuer­
dos-ton'lados deberán ser redactados por las Partes y remitirlos a la Secreta­
ría, dentro de los dos dras hábiles siguientes. para que ésta los transmita a 
los demás gobiernos, y. b) Si · participa la Secretaría en la reunión de las -
Partes , levantará acta de la m isma. una vez que sean firmadas por los Jefes 
de las Delegaciones respectivas, las certíficará y remitirá, dentro de la s cua-
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cualquier dato que se le pida, r e soluciones, informes, estudias, etc ••.. en 
definitiva todo lo necesario para la solución pronta de un conflicto. De ahí la 

L ~ ; 

importancia de que esté 3.l1fOl'Inada de todo lo que suce de en la :;:.-cecanica de la 
integración. Es por eso, que pm sta la confianza en la amplia labor de la -
SIEGA., creemos que su participación en el arreglo directo no debe estar su­
peditada a la creencia de cualquie ra de las Partes sino que debe establecerse 
de m anera obligatoria. Es lógico que su participación no se podría dar en mI 
arreglo telefónico ni en un encuentro casual de dos l\¡¡:inistros o Vice-Minis­
tros en un aeropuerto; pe ro, en toda ocasión que pueda ser factible, debe es­
tar la Se cretaría asesorando, dando y recibiendo la información oportuna. 

En el anteproyecto inicial de l Reglamento elaborado por la Secre­
taría se establecía la intervención obligatoria de la SIECA en todo arreglo di­
recto. Pero parece ser que el Consejo Ejecutivo no estuvo de acuerdo con tal 
proposición; quizá porque en muchas oportunidades las reuniones deben cele­
brarse con urgencia y com.o no siem.pre la inte r vención de la Secretaría se ve 
indispensable y conveniente, la espera de su participación podría dilatar el -
procedirniento. Y porque habrían muchas circUJ.lstancias en las cuales a la -
rn.isma Secretaría le resultaría imposible asistir por haber participado en -
muchas otras reuniones de arreglo directo y por razones internas propias de 
la oficina. Aunque son dos razones de peso para eliminar la intervención obli 
gatoria de la Secretaría, seguimos considerando la i :C1.1.portancia que tiene la -
participación de la SlliCA en toda gestión directa. 

b) Primera Instancia. Clases de -conflictos. Procedimiento: acción. 
audiencia, oralidad, resolución. Medidas de 
mejor proveer. Fuentes: i) Instrumentos -de 
Integración E conór:nica Centroamericana, ii) 
Reglamentos, iii) ResolucionE;~3 y laudos, iv) 
Recomendaciones, v) Principios generales 
del derecho, vi) P rincipios generales de la 
ciencia económica. vii) Doctrina, viii)Cos­
turl'lbre . Sentencia. Funciones administrati­
vas de la Secretaría. Vigencia de las fallas. 
Votación. 

Primera Instancia es el conjunto de -actuaciones que tienen lugar 
cuando el Consejo Ejecutivo conoce de un conflicto. 

CLASES DE CONFLICTOS, Los conflictos que puede conocer el -
Consejo Ejectuvo son los siguientes: a) Todos los conflictos que ionl o parcial­
mente no hayan podido r e solverse mediante el arreglo directo entre las par­
tes; b) Los que por disposición de los instrumentos de integración económica 
deban ser sometidos directamente al conocimiento del Consejo Ejecutivo sin 
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pasar por la etapa previa del arreglo directo; y, d Todos los asuntos que. a 
juicio de los estados que no hubieran intervenido en el arreglo directo o de la 
Secretaría, violaren el ordenamiento jurídico cie la integración económiCa cen 
troamericana o los p rincipios en que descansa. . 

PROCEDIlVUENTO. La acción de i.Yliciar el procedirr.dento de esta -
instancia le corresponde a los Estados y a la Secretaría. El Estado que quie­
ra someter un asunto a conocimiento del Consejo Ejecutivo, .10 hará por medio 
de su Ministerio de Economía quien deberá hacérselo saber a la Secretaría, 
con la mayor anticipación pos ible, para que ésta lo illcluya eh el temar-io de la 
m.ás próxima reunión del Conse jo. ,La Secretaría desarrolla su acción, en base 
a la labor de vigilancia en la correcta aplicación e interpretación de los ins­
trumentos; de ahí que, si considera que los acuerdos adoptados en un arreglo 
directo violan el ordenam iento jurídico de la integración económica, por ini­
ciativa propia deberá incluirlos en la agenda provisional a tratar por el CE. 

La Secretaría tiene la obligación de enviar a los miembros del Con- · 
sejo E jecutivo, con la debida anticipaCión, los documentos correspondientes. 
y e l Consejo Ejecutivo está en la obligación de incluir en la agenda definitiva 
los asuntos que aparezcan en los temarios provisionales y de no abstenerse de 
conocer los asuntos que le sometan •. 

Audiencia. Cuando e l Consejo Ejecutivo tenga que conocer de un c012. 
nieto sólo estarán presentes sus miembros y los comparecientes. Entendien­
do por éstos, a todas las personas que integran la Delegación Oficial y a los -
representantes de las asociaciones de carácter públic'o o privado, que han sido 

, ./ . 

autorizados para hacer acto d~i· presencia • . 
~. -

Una vez instalada la audiencia se conocerá del conflicto mediante 
Procedimiento Oral. La Secr~taría leerá los documentos que s e relacionan con 
el conflicto; acto seguido, se l e concederá la palabra a quien haya sometido a 
conocimiento del Consejo E jeéiltivo el conflicto y a los demás comparecientes; · 
para que en sus intervenciones expongan todo lo concerniente a la denfensa de 
sus puntos de vista. Los miembros del Conse jo Ejecutivo no externaran opi­
nión sobre el fondo de l problema pero podrán pedir a los comparecientes las 
explicaciones y aclaraciones que e stimen convenientes. Concluídas las expo- . 
sicione s verbales, los rn.iembros del Consejo Ejecutivo s e reunirán privada- o 
mente para discutir y acordar la r esolución de l conflicto. (A rt. 34, 35 Y 36)0 

Medidas para Mejor Provee r. El Consejo E jecutivo antes de tomar 
resolución pue de acordar que le traigan a la vista cualquier documento, .soli- · 
citar aclaraciones o a m pliaciories de las pre tensiones , que se practique cual­
quier r e conocimiento, inspeccü5n, análisis, valoración o acto análogo que se 
repute necesario o que s e amplíen los ya hechos, encomendar a la Secretaría 
o a cualquier otro organisr.G.o centroamericano que hagan las investigaciones o 
emitan los dictámenes necesarios para la solución del conflicto (Art.3?). O 
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sea qUe una ve z pasada la audiencia, se que dan s ólo los jueces -los n liembros 
de l Consejo Ejecutivo- y pue de resultar que del exa m.en de los antecedentes del 
a sunto y de los m ismos ale gatos, se reconozca que hace falta o que no s e 
presentó toda la inform ación y documentación necesarias; y es hasta entonces 
que los miembros de l Conse jo se ven en la necesidad de tom ar medidas para 
mejor proveer que son fundamentahnente las s eñaladas e n e l Art. :37 . 

La colocación de dicha disposición plantea una duda legítim a que 8 8-

triba e n que, tal como se (;ncuentra ubicada, se presta a que las medidas p~ 
ra mejor proveer estable cidas en el artículo en corD.ento, pudieran utilizarse 
para dilatar e l fallo de l Consejo. Debiera encontrarse después dp. la audiencia 
pública y antes de que e l Consejo Ejecutivo se r e una e n privado ,\ara acordar 
la r esolución del conflicto. 

P udie ra sostene rse que aún cuando el Consejo E jecutivo dic te medi­
das para mejor provee r, e stá en posición de conocer sobre e l fondo de l pro­
b lema e n su más próxirna r e unión. Y no existe obstáculo para que un Estado, 
si lo creyere conveniente , pueda solicitar una reunión extraordinaria para 
hallarle pronta solución al problema. Porque si una de las P artes considera que 
se l e va a causar un grave perjuicio si el asunto contínua pendiente, perfecta­
mente puede solicita r la reunión extraordinaria que se ha expresado. 

No obstante existir una magnifica argumentación, para evitar dudas 
debiera colocarse e l artículo en la posición ya expresada . Porque las medidas 
de mejor proveer, vienen a constituir una mane ra m uy sutil de abrir nueva­
mente la causa a prueba y de retardar su pronta solución. E l hecho de " que se 
traiga a la vista cualquier documento. o •• It "C2ue se practique cualquier r eco-

. . t' - . , " "E dI' t . nOC1l'IUen o, lnspeCClOn. • • • wncomen ar. , •• . o a cua qUIer o ro organIsm o • •.• 
las investigaciones o dictám.enes periciale s •••. " está tan a m pliamente r edac­
tado, que el amplio caudal de recolección de pruebas y documentos para mejor 
resolver, llevaría su buen tiempo. Y a esto se puede añadir la amplitud de las 
rnismas en donde no se señala tiempo límite ni m á x im o para desarrollarlas. 

Estas medidas -de m.ejor proveer en la pos ición en que se encuentran 
y sin tiempo de duración, utilizadas de mala fe pueden ocasionar grave perjui­
cio en la pronta y cumplida solución del conflicto . 

A unque e l A rt. 42 establece que si el Consejo no llegLt a l..ill acuerdo 
en la solución del conflicto, no podrá abstenerse de eonocerlo e n la próxima 
reunión; es inapropiado para el caso que se comenta, no se aplica. E l Consejo 
puede estar de acue rdo en encontrarle pronta solución al conflicto, ·pe ro soli­
cita nuevas medidas que l e s e rvirán para resolver e n ¡-nejor forma, se le exige 
al Conse jo que no se abstenga de conocer del con.1lic to pero no se le obliga a 
r esolverlo, de tal manera que e l Consejo podrá seguir conociéndolo pero lo -
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resolverá hasta que tenga en sus manos las pruebas y documentaciones que -
haya s olicitado. 

Fuentes. El Artículo 38 señala las fue ntes del Derec r:o Comunita­
rio C2ntroamericano en que deben fundamentarse los fallos enlitidos por el 
Consejo Ejecutivo en la solución de los conflictos, que son entre otras: 

a) Los instrumentos de integración económica centroamericana; 

b) Los reglam.entos emitidos para facilitar la aplicación de tales 
instrumentos; 

c) Las resolucione s de los Conse jos creados por e l Tratado General 
de Integración Económica y las sentencias o laudos arbitrales; 

d) Los dictámenes y recomendaciones de los organismos de inte ­
gración económ ica; 

e) Los principios generales del Derecho y de la ciencia e conómica;y. 

f) Las doctrinas de los tratadistas de mayor competencia. 

Solamente dam os a conocer algunas ide as sobre las fuentes expre­
sadas por haberse tratado ya e l te m.a de las Fuentes del Derecho Comunitario 
Centroamericano, d'3 IYlanera gene ral en la P rime ra Parte de e~e trabajo. 

i) Instrumentos de l'1.tegración Económica Centroamericana. Se com­
prende como tal todos los tratados, convenios, protocolos o acus rdos suscri­
tos y vigentes en los E statutos Centroamericanos relativos a la ~Lntegración 

Económica . E l Consejo Ejecutivo para emitir s us resoluciones debe fundarse 
en los instru .... "'TIentos de integración económica existentes, sin distinciones de 
ninguna clase; es decir, que no importa que sean o no administrados por e l 
Consejo Ejecutivo. El Anteproyecto de l Re glamento era más restringidos por­
que sólo hacía mención de los tratados. El Estatuto de la Corte Internacional 
de Justicia en su Art. 38 lite ral a) r e conoce como fuente a "las convenciones 
inte rnacionales, s ean gene rales o particulares que establecen reglas expre­
samente reconocidas por los Estados litiga nte s ". Por eso nos parece muy a­
cer"tado e l Reglamento, cuando en la p3.1abra INSTRUMENTOS concretiza el -
sinnún:~ ro de términos de tratados, convenciones, protocolos, acuerdos, -
cartas, etc ..•. que se r efielnen a la integración económica centl~oamerkal1a. 
La rnayoría de los autores ha reconocido que en e l rnundo contemporáneo, los 
tratados han lle gado a constituir la fuente principal de l de recho. El programa 
de integración econórn.ica centroamericana, su origen y de sarrollo, es pro­
ducto de los instruTD.entos que han creado la actual organización regionaL 
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ii) Reglam.entos. E l Consejo E jecutivo en base a las amplias atri­
buciones que le señ~üa e l Tratado General goza de una competencia reglamen­
taria suficiente como paro. dictar leyes adjetivas de carácter obligatorio para 
todos los Estados Centroamericanos y para los particulares de los m ismos. 
Estos Reglamentos, resultado de la competencia reglamentaria del Consejo 
Ejecutivo son los que señala el A rt. 38 como fuentes del Derecr.:o Comunitario. 

iii) Resoluciones y Laudos. Se ha sostenido- que las resoluciones son 
108 actos emanados de los organismos de integración, con carácter obligatorio 
gene ral. A esta última clase de resoluciones es a la que se refiere principal­
mente el artículo en cornento. 

La sentencia o laudo arbitral es el fallo pronunciado por el Tribu­
nal Arbitral, que es quien conoce en última instancia de los conflictos susci­
tados. Como el laudo a rbitral causa efectos de cosa juzgada para todas las -
Partes Contratantes sirve de fundamento para las resoluciones del Consejo 
E jecutivo. 

iv) Recomendaciones. Por estas se han comprendido las solicitudes 
hechas por los organismos de la integración a los gobiernos para que hagan 
algo o se abstengan de hacerlo. Como por su misma naturaleza las recomenda­
ciones carecen de obligatoriedad, el de stacado abogado hondureño Gautama -
Fonseca nos dice: tt ~ue las recomendaciones no cons tituyen una fuente directa 
del Derecho Común Centroamericano, pero que sí son factores capaces de -
e jerce r influencias en la creación de tal De recho. En e ste sentido s e puede 
decir que dichos actos son fuentes auxiliare s o accesorias" (11) 

v) Principios Generales del Derecho. El DerechoComunitario Cen­
troamericano igual que cualquier otro orden jurídico utiliza los principios ge­
nerales del derecho como -una de sus fuentes. Cuando un caso litigjoso -no en­
cuentra solución en la ley, la costumbre, la doctrina y aún la a r.2.1ogía, el 
Tribunal debe remitirse como último recurso a los principios gene rales del 
derecho. 

De las cuestiones más controvertidas y difíciles de precisar en el 
contexto del derecho, han s ido los principios gene rales . El legislador no ha 
querido dejar sin solución jurídica los casos que se panteen; deben resolverse 
por cualquier medio. P or eso e l Juez no puede dejar de resolver un solo caso 
sino que está obligado a decidir aún los casos imprevistos, pero no de manera 
arbitraria, sino como los hubiera resuelto el legislador si hubiera tenido que 

(11) Fonseca, Gautarfla. Fue ntes del Derecho Común Centroamericano. Dere­
cho de la Integración. Revista No. 1 INTAL. 
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legislar sobre el caso concreto. 

Las lagunas no existen en el derecho sino en la ley. Dentro de esa 
plenitud del orden jurídico, el juzgador no debe dejar de juzgar toda cuestión 
controvertida que se encuentre en sus manos; debe buscarle solución por cual 
quier m.edio: la ley, la costumbre, la analogía y como último recurso los -
principios generales del derecho. Para no dejar ningún caso sin resolver de­
ben usarse los principios generales del derecho dentro de su máxima ampli­
tud. Existen principios generales del derecho unive rsalmente reconocidos:na­
die puede ser juzgado dos veces por la misma causa, ni puede ser privado de 
su vida y libertad sin ser previamente oído y vencido en juicio, todos los hom­
bres son iguales ante la l ey, etc ••• o. Pero por principios generales del dere­
cho no debemos entender solamente los que informan y se encuentran conteni­
dos en los sistemas del derecho positivo sino también a los principios supre­
mos del orden jurídico derivados de un criterio de estimación ideal. Algunos 
de estos principios se mantienen como juicios de valor y otros <:: 2 han incor­
porado como preceptos a los sistemas jurídicos conte-mporáneos mantenindo 
siempre su concepción iusnaturalista. De tal mane ra, que los principios gene­
rales del de recho de un sistema legal interno no lo constituyen únicamente 
los preceptos contenidos en las normas jurídicas del derecho positivo, sino -
también los principios de justicia del derecho natural, que no estén en desa­
cue rdo, pugna u oposición con los preceptos contenidos en la ley. (1 4). 

Concibiendo al De r echo Comunitario Centroamericano como rama 
jurídica derivada de l Derecho Internacional; e s menester dar a conocer en 
prime r lugar los principios generales del Derecho Internacional. Los princi­
pios generales del Derecho fueron reconocidos inicialmente como fuente del 
Derecho Internacional desde hace más de cuarenta años cuando se creó la -
Corte Permanente de Justicia que en su Art. 38 literal d) se refiere a "Los -
principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas tl

• (13) 
A pesar de su establecimiento como fuente potencial de desarrollo del dere­
cho Internacional, la Corte Internacional de Justicia no se ha valido de ellos 
por e l temor de que los Estados perjudicados en lli'1 fallo, acusen de arbitra­
riedad la amplitud de dichos principios. 

(1 2) Veáse García 1\G:aynes, Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho. -
E ditorial Porrúa, S. A., México, D. F. Págs. 367 - 379. 
Fallares, Eduardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Editorial -
P orrúa. 8.. A. f,/Iéxico, D. F, 

(13) Estatuto de la Corte Interna~::ional de Justicia. Apéndice de '\ffanuel J. 
Sierra. Derecho Internacional Público. Editorial Porrúa, S. A . México, 
D. F. 
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Los principios generales de l derecho privado no son los nüsmos en 
el Derecho Inte rnacional que ha invadido tantos can'lpos que sus actos son una 
mezcla de derecho privado y público. Como una nueva categoría de contratos 
han surgido los contratos gubernamentales que dan nacimiento a principios de 
derecho público; su derecho de daños es una mezcla de la responsabilidad del 
derecho privado y de 1a- indenll"'1.ización y s eguro del derecho público; a las re­
laciones interestatales~ se les han agregado un sinnúmero de funciones de bie­
nestar que crean un nuevo c ue rpo de derecho internacional social y un nuevo 
campo de ayuda económica para d de sarrollo internacional, adm inistrado por 
organismos internacionale s que dan origen también a un derecho administrativo 
internacional. En todos estos terrenos van implicitos los principios generales 
de derecho reconocidos por las naciones civilizadas tal como 10 establece e l 
E statuto de la Corte Internacional de Justicia. E stos principios son el producto 
del estudio comparativo de diferentes sistemas nacionale s de donde se han lo­
grado los más adecl.lados, algunos se encuentran de mane ra implícita y otros 
se dan por supuestos en los diferentes acuerdos y convenciones y en las dis­
tintas operaciones internacionales. Con mucho acierto. el profesor Walter Fried': ' 
mann de la Universidad de Columbia dice: "cualquier enumeración ,que se haga -
de tale s principios sólo tendrán valor temporal;.. ya que ~l alcance de ellos au­
m.euta constantemente al ir extendiéndose el derecho· internacional hacia nuevos ' 
campos que antes estaban r e servados a la esfera del derecho internaciona1 '- . 
privado" (14) A pesar de esa observación seguiremos e l esq.uemél enumerativo 
que nos presenta e l profesor Fiedmann cuando distingue .tres ca tegorías de 
pri...'1cipios legales gene rales: (15). 

1- Los principios gene rale s de interpretación tales como la equidad, 
e l impedimento de contradicción con actos propios y el abuso de poder. 2-Las 
garantías procesales o sean ciertas normas mínimas en la administraCión de 
la justicia, que por ser tan e lementale s y de aplicaci6n general en t.odos los 
sistemas jurídicos del mundo,.' se han transformado en principios jurídicos in­
teI'l1.acionale s así com o: nacie pue de ser detenido indefiD:idamente sin proceso 
judicial, nadie puede ser juez y parte, nadie puede ser condenado sin s e r pre­
viamente oído y vencido, e tc. ~ •. • Garantías que gozan de apoyo unive rsal por 
haber sido incorporadas a la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas. 3 •. P rinc;ipios sustantivos generales o s ea principios sus­
tantivos que han sido reconocidos con amplitud en los sistemas legales Il1.ás 
i m portantes y que pm,den ser considerados como principios jurídicos interna-' 
cionales. Existe mucha ince rtidumbre en esta categoría; porque hasta el mo­
mento, con la ayuda de l de recho comparado, s e están verificando esfuerzos de 
consistencia. Los contratos internacionales de concesión y el enriquecimiento 
ilegítimo son los ejem,p10s que se señalan. 

(14) Friedmann, ~iValter .• .. Ob • . cit. pág. 240 •. 
(1 5) Ibid • . págs. 240 - 25 6. 
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El debate sobre los acuerdos internacionales de concesión ha pro­
cedido de su naturaleza jurídica y ha sido e l resultado del conflicto de inte re­
ses entre los países subdesarrollados y los inversionistas extranjeros de paí­
ses industrializados •. j::<::sta nueva cateogoría de contratos gube rnamentales ha 
dado origen a nuevos p rincipios que han sido desarrollados de mejor manera 
en e l contrat administratif franc2s. En este contr2.to existen dos interesES en 
en pugna, por una parte, el Estado con su obligación para con (:1 pueblo y por 
otra, el inversionista extranjero que busca que su inversión y expectativa ten­
gan la suficiente protección. No puede conside rarse como otro contrato m ,is, 
porque tiene caracte rísticas distintas de rivadas de la misma función adrrlinis­
trativa; el contrat administratif francés goza de una característica fundamen­
tal que gravita en el reconocimiento que se l e concede al Estado de facultades 
l..milaterales de control, . que le pe rmiten suspender, r eformar, rescindir el 
contrato, cederlo o hacerse cargo de él poste riormente • . En e l contrat admi­
nistratif predomina e l FRITJCIPIO DE INTERES PUBLICO que exige a la auto­
ridad administrativa que tenga las suficientes facultade s para supervisar la 
ejecución de los contratantes internacionale s de concesión • 

. En esta época de descolonización y socialización de los recursos 
naturales, el principio del enriquecimiento ilegítimo se aplica por los daños 
totales ocasionados entre naciones exportadoras e importadoras de capital, . 
en c ondiciones de cOIl'3.pleta desigualdad. Es te principio constituye un medio p~ 
ra resolver con justic ia las exigencias ' que resultan de la na-cionalización de 
intereses públicos o privados y el propio interés de l E stado, que ha decretado 
la nacionalización para controlar sus recursos naturales. Para la aplicación 
de este principio en el derecho internacional se debe tener en cuenta el equi­
librio entre el beneficio que le produce al país la inversión extranjera y el -
provecho que obtiene el inversiop.ista en la explotación de los recursos natu­
rale s . Para aplicarse el principio de enriquecimiento ilegítimo en el derecho 
internacional deben tomarse muy en cuenta las condiciones que originaron la 
situación que se discute y la ri~tura1eza de las relaciones mutu88 entre las di­
ferentes naciones. El término ernp1eado no es feliz porque no ::" "3ponde al -
concepto del Derecho Civil; ép los daños totales comprende tanto el enrique­
cim iento ilegítimo com o los p~rjuicios ocasionados. Los internacionalistas lo 
han empleado para darle maypr emotividad al principio. 

Hemos hecho mención de los principios generales del derecho en el ' 
sistema legal interno y en el derecho internacional; cabe ahora señalar prin­
cipios del Derecho Co m unitario Centroamericano para completar esta fuente • . 
A manera de ejemplo, citamos ¡os principios de buena fe, de pacta SUllt ser­
vandaJd.e no discriminación contemplado en las prácticas discriminatorias que 
regula el Tratado Multilateral de Libre Comercio e Lntegración Económ ica, 
de desarrollo equilibrado -conte mplado en el Convenio sobre el Régimen de 
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Industrias Centroamericanas de Integración que nos dice.! ". ~ •• al desarrollo 
de las diferentes actividades·. · •• '. deberá efectuarse sobre bases de recipro­
cidad y equidad_ a fin de que todos y cada uno de los países centroamericanos 
obtengan progresivamente beneficios económicos" (De este Último principio 
se deduce el trato preferencial o torgado a uno de los países del ::írea). 

Hemos ejemplarizado nada más uno que otro principio porque si­
hicié ramos tID estudio exhaustivo de los treinta y más instrumentos suscritos 
dentro del programa de integración económica centroamericana. encontrarÍa­
mos una serie de pr:incipios generales del derecho comunitario centroame ri­
cano. 

Tanto los principios generales del derecho de los sistemas legales 
internos, del derecho internacional y del derecho comunitario centroameri­
cano se utilizarán como fuente de los fallos que emitan los Consejos. Si exis­
tiera -disputa en la aplicación de dichos principios generales se tendrá como -
base, la máxima jurídica de "la Ley especial priva sobre la Ley general"; o 
sea que. los principios generales del derecho comunitario privarán sobre los 
principios del derecho internacional y los de éste sobre los principios gene­
rales de un derecho interno. 

Una serie de ensayos se están llevando a cabo en Centroamérica -
sobre leyes uniformes de sociedades anónimas, títulos valores, propiedad in­
dustrial, etc ••• ; los proyectos de ley en esos campos ya se encuentran elabo­
rados. Cuando se hagan realidad dichos proyectos, producto del estudio compa­
rativo de los sistemas jurídicos centroamericanos, la codificación llegará a 
sustituir los principios generales del derecho internacional y comunitario por­
que se convertirá en norma jurídica sustantiva de la integración económica -
centroamericana. (16) 

vi) La Equidad. Nos parece extraño que en el contexto del artículo 
38 del Reglamento, se haya emitido como fuente de derecho a la EQUIDAD; -
cuando todos los códigos modernos hacen mención de ella para colmar los -
vacíos de las fuentes formales del derecho. · No olvidamos las opiniones diver­
sas y controvertidas que existen alrededor de la equidad para considerarla -
como parte de los principios .generales del derecho o como fuente independien­
te. Destacados juristas como Giuseppe Maggiore • García Maynez.Osilia. ha­
cen de la equidad tm principio general y otros como Mario Rotondi y Giuseppe 
Pacchioni concluyen afirmando que los ·principios gehe.rales del derecho no -
pueden identificarse con las exigencias de la equidad. 

(16) lbid. Pág. 233-259. 
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Tenemos dudas en saber, hasta que pillltO sería adecuado sustentar 
la existencia de la equidad como fuente independiente de los principios gene­
rales del derecho. Porque no siempre lo que e s equitativo para una: persona 
lo es para todo el mundo; o sea que, lo que para algunos es una verdadera -
atrocidad para otros es lo más justo de este mundo; aún cuando Kant quería 
que m i conducta fuera una norma de conducta universal. Como no existe una 
idea exacta sobre el contenido preciso de la equidad, que depende muchas -
veces de la valorización que se tenga, su introducción podría originar largas 
discusiones, que en vez de favorecer la solución de los conflictos podría com­
plicarlos. 

Pero sea cual fuere la opinión que se acepte, consideramos que 
para mayor seguridad jurídica debe introducirse la equidad como fuente del 
derecho comunitario centroamericano. El juzgador no está autorizado para -
abstenerse de resolver circunstancias no previstas por el legislador y debe 
inspirarse indefectiblemente en la EQUIDAD. 

vii) Principios generales de la ciencia económica, En el Proyecto 
de Reglamento no aparecían los principios generales de la ciencia económica; 
su introducción obedeció a solicüud del delegado de Honduras a Lce el Consejo 
Ejecutivo, que era un economista. (17) A decir v8rdad es una expresión muy 
abstracta y difícil de precisar y no todos los autores están de acuerdo en que la 
Economía sea una ciencia. Los principios generales de la ciencia económica 
es una cuestión muy discutida; no es lo mismo la ciencia económica de los 
países socialista que la de los países capitalistas; son dos disciplinas que -
apenas tienen contacto por el nombre, ya que las formas de organización es­
tatal son completamente diferentes. Desde luego que, la estructura económica 
en que descansa todo e l aparato estatal de los países socialistas. Por lo de­
más ¿ cuáles serían los principios generales de la ciencia económica? LoS -
que estableció Ada:í.Tl Smith o los que estableció Carlos Marx o los de Jere­
mías Bentham o Lord Keynes. etc •..• Distinto es e l caso de los principios 
generales del Derecho. que pueden incluso encontrarse en distintos textos de 
la ciencia jurídica. y con pocas variaciones. 

Por lo interesante del tema nos permitimos hacer una pequeña dis­
gr8sión económica~ Dentro de un proceso de integración polarizada no varían 
los principios económicos aplicables a un país o a un esquema. el Brasil y 
Centroamerica para el caSQ. Pero dentro de un esquema de países desarrofu-

(17) Información obtenida en la Tercera Sesión de la Problemática Jurídica 
e Institucional de- la Integración Centroamericana. celebrada en TeguCi­
galpa, Honduras, durante .los meses de ju..'1io y julio de 1968. 
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dos o países ricos (la Comunidad Económica Europea) y un esquema de paí- ·· 
ses subdesarrollados o países pobres (el Mercado Común Centroamericano), 
si notamos la existencia de principios económicos diferentes aplicables a 
cada uno de ellos. La Comunidad Económica Europea tiene mayor influencia 
política que económica, porque tiende a neutralizar las esferas dé acción de 
los dos grandes bloques económicos: los EE. UD Y la Unión Soviética. Los 
principales postulados- económicos en que se asienta son: ia formación de -
economías de escalas, ias economías externas y la creación del comercio; 
con ello evita ia desviación del comercio; tiende a acrecentar su comercio, 
zonal sin disminuir desde 1uego. el comercio con las demás partes del mundo. 
El esquema de los países subdesarrollados (Mercado Común Centroamericano) 
no persigue uria. meta política sino principalmente una meta económica, per­
sIgue el desarrollo económico. Sus postulados no concuerdan con los anterio­
res sino que son distintos, se a~ientan fundamentahnente en el ingreso, en­
tendiendo a éste como sinónimo de empleo, para llevar a cabo la formación 
de capital y que pueda increrúenfar una desviación del comercio; lo que para 
países subdesarrollados es un magnífico principio no lo es para los -países -
de s a-rrollado s-. Si seguimos como lineamiento la política de CEPAL, SreCA, 
BID, ALALC, •••• en la integrabión, encontramos lo que Paul Samuelson de­
nomina economía de sistema mixto o sea, economía dirigida por el Estado -
dentro de un sistema capitalista. " Pero esta política ha tenido sus errores -
porque ha desarrollado un crecimiento hacia adentro mediante sustitución de 
importaciones, se han creado ing.resos pero han habido mayores egresos fuera 
del área, se han reducido los márgenes comprimibles de importación y se ha 
aplicado al proceso de industrialización una tecnología capitalista que no se 
adecúa a nuestro medio. Nos queda la alternativa de llevar a cabo un desarrollo 
simultáneo de la industria con fin'es de sustitución de importaciones y diver­
sificación en las exportaciones; con un diversificado desarrollo agrícola. De 
tal manera que por principios ,-generales de la ciencia económica deben enten­
derse los que tiendan al r,{lejor'aprovechamiento de los factores productivos, 
realizando una integración de :tipo polarizado. 

viii) La doctrina. Lás doctrinas de los tratadistas de mayor com­
petencia también constituyen f~ente de derecho comunitario centroamericano. 
Pero por grande que sea el pr~stigio del tratadista, sus opiniones carecen de 
fuerza obligatoria porque no p:q.san de ser el resultado de una actividad mera 
mente especulativa. El Estatuto de la Corte Internacional de Jus ticia hace 
mención de ella en su Arte 38 que dice:'! •••• e las doctrinas de los publicistas 
de mayor competencia de las distintas naciones •••• " Sobre el particular e1-
profesor Friedmann nos dice que "La importancia de la doctrina ••• ha sido 
mucho mayor en el desarrollo del derecho internacional que en cualquier -
otra rama del derecho t!;(18) afirmación que de igual manera extendemos al 

(18) Friedmann, V/alter, Cit. Pág. 185. 
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de recho comunitario porque hemos notado que esta fuente va adquiriendo gran 
importancia en el de sarrollo del de recho COffi1.E1Ítario y son muy pocos los que 
hasta e l momento han escrito sobre estos temas. La influencia de la doctrina 
acarrea gran interés en las actuales circunstancias en que se requieren nuevas 
o r ientaciones en el p roceso integracionistao Gran parte de la doctrina es pro­
ducida po r quienes se encuentran e n la dirección y manejo del proceso y en 
l a s e sfe ras gubernam '2ntalcs; pero también existen publicistas particulares que 
e stán planteando renovadoras ideas , de por sí más beneficiosas que las de los 
otros, porque no tienen compromisos de ninguna clase . 

ix} Durante m.uchos años la costumbre constituyó la fue nte princi­
pal del derecho internaCional., E n la comple ja sociedad internacional actual la 
costu:rnbre ha pasado a ser fue nte de segUl'1do orden; pe ro no por eso ha sido 
suprim ida o des e chada ya que constituye un factor valios en la evolución de l 
derecho inte rnacional, los tratados s e e laboran e n base a e sa costumbre in­
'eGrrmcional impe rante . 

Nos parece extrañ.o que e l naciente derecho comunitario centroa­
mericano haya omitido mencionar l a costumbre como una de sus fuentes y que 
e l Reglamento haya callado su exis tencia; cuando saben'los que la costumbre 
desem.peña l abor de m ucha e ficie ncia en la forrnación de un nue vo dere cho. Sin 
ir m uy l ejos, e l Re glamento e s producto de la costu!l:.bre r e iterada de los -
Conse jos en la solución de los conflictos. A. medida que se vaya desarrollando 
e l derecho c omunitario e n Ccntroamérica s e irán realizando di Gs intas prácti­
cas qUe con el tiempo se convertirán en costumbre y de ésta en tratados. 

SENTENCIA •. Las resoluciones emitidas por el Consejo Ejecutivo 
para poner fin a un conflicto, deberán lle var e l siguiente formato: lo. Se en­
cabezarán con la frase: . " Resolución No .... 11, s e guida de l a designación del 
Cons8jo; 20. En los r esultandos, una relación sucinta de los hechos; 30. :Sn 
l os cons iderandos, la apreciación de los puntos de Derecho fijados por las -
partes; 40 •. En el Por Tanto, los fundame ntos legales que se estimen droce ­
dentes para e l fallo que haya de dictarse; 50. En la parte final, e l fallo corre s 
pondiente (Art. 39) . Parece extraño que no aparezca e n este formato el lugar, 
fecha y firma de la resolución. Pe ro más ade lante se aclara e st2. duda, porque 
de toda reunión llevada a cabo por los ~onsejos se l evanta un acta que contie­
ne todas las r e soluciones adoptadas. Y é stas se tendrán por firmadas por e l 
solo he cho de l a suscripción del acta en que figuran; y tendrán como lugar y 
fecha los que aparezcan e n e l acta corre spondiente . 

FUNCIONES P;Dl'J[INISTRATIVAS DE LA SECRETARIA . La Secre­
taría será el órgano encarga do de cumplir con las funciones administrativas 
e n las r e uniones QU '3 e l Consejo Ejecutivo celebre pe.ra r e solver conflictos. 
De di chas r e uniones l e vantará acta en las que hará constar: todas las resolu­
cione s, las circunstancias de no habe r n egado a un cccuerdo sobre e l fondo -
de l mismo, las razone s esgrimidas mediante voto razonado de quienes han di 
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sentido de las resoluciones, los alegatos más irnport2.ntes hechos por las par­
tes en su oportunidad y cualquier otro evento de r c lc:vancia en la consideración 
del conflicto. 

Una vez firmadas las actas, las certific2.rá y remitirá él. todos los -
Gobiernos de Centroar.0.érica dentro de los die z dÍao siguientes a l a clausura 
de l a reunión del Consejo Ej e cutivo. Las r e solucione s se tendrán por certifi"" 
cadas y notificadas por e l solo hecho de que l a Secretaría haya certificado y 
notificado el acta en que figuren. 

VIGENCIA. Las reso11}c ione s surtirán efecto e n la fo ::.'ma y fecha -
que en las mismas resoluciones se indique o, si nada se hubierc:'. dicho, ocho 
días de spués de la fe cha del docun'lento que la Secretaría trasmite a los Estados 
del acta certificada en donde constan las resoluciones (Art. 44). Se considera 

1 ., 11 ,. ' n, 1 f f 1 l' . que a expreSIon surnra e re cto e n a orIna y ec 'la que en _as ffiISElas se In-
diqu'c il no es feliz ni jurídica, Goza de mayor propiedad y juricidad la expre ­
sión "surtirá efecto e n '21 plazo y/o condición que e n lasmismas se indique ". 

Por regla general, salvo estipulación en contrario, las resoluciones 
cobran vigencia ocho días después del documento por medio del cual la SIECA 
transrnite a los Estados e l :::.cta certíficada en que aparecen. Es conveniente -
esclarecer una duda que pudiere:: surgi:~ en el sentido de si los ocho días co­
mienzan a correr desde que la SiECA remite e l acta certificada o desde que -
los Estados reciben ese documento. Se podrían aplicar las diversas teorías de 
aceptación, expedición, información y recepción del Derecho Civil, para de- ­
terl'ninar el momento en que se perfecciona el consentimiento entre a-usentes. 
para que cobren vigencia los contratos. Pero sería 1.111a labor esté ril, impropia 
de este trabajo. Cabe afirmar que dicha expresión se interpreta en elsentido 
que la entrada en vigencia corre desde que la SIECA remite el acta certifica­
da, nos basta confiar en la buena fe de la Secretaría que remitirá sin tardan­
za dicha ce rtificación. 

VCTACION. Se ha notado la ausencia de disposiciones expresas que 
dete rminen como deberán tomars e las resoluciones en el seno del ConsejoEj!:. 
cutivo. Si deberán ser por mayoría de votos o por unanimidad. Y tomando en 
cuenta que la función del Heglam 2nto estriba en regular e l Tratc"do General, 
algunos consideran que sería prudente establecer categóricamente la manera 
de como debe verificarse la votación. 

Pero, en la elaboración de reglamentos, se ha seguido una norma 
gene ral que consiste en no repetir 10 que ya se e.ncuentra expresarnente de­
terminado en los cuerpos legales principales. Y ya el Tratado General en su 
Art. XXI señala que lo s acuerdos de l Consejo Ejecutivo deberán acordarse por 
mayoría de votos. ]\[al se haría al establecer en el Reglamento que las vota"" 
ciones deben tomarse por unanimidad cuando el Tratado señala otra cosa; y- si 
se expresara que deben ton.1.ars e por m.ayoría, no se ha añadido nada nuevo, 
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muy por el contrario, con esa repetición se le r e staría valor al cuerpo legal 
principal porque parecería que el sistema de votación señalado en el Tratado 
General no es firme y que puede es.tar sujeto a modificación. Es evidente pueE 
que no existe la necesidad de repetir en el Reglamento el sistema de votación 
del Consejo Ejecutivo. 

c) Segunda Instancia. Primera l'1terpretación. Segunda Interpreta­
ción. Opinión. Impugnación verbal y escrita. 
Trámite. Revisión o apelación,. 

Todas las actuaciones que se derivan de los conflictos sometidos 
al seno del Consejo Económico Centroamericano constituyen la Segu.nda Ins­
tancia~ 

"El Consejo Económico podrá revisarlas resoluciones que el­
Consejo Ejecutivo hubiera emitido para poner término a un con­
flicto en cualquiera de los siguientes casos: 

a) Cuando la resolución viole disposiciones expresas de cualquier 
instrumento de la integración económica; 

b) Cuando verse sobre materias respecto de las cuales aún no se 
hubiera formulado una política regional; 

c) Cuando por riledio de la resolución, el Consejo Ejecutivo hubie­
ra interpretado por primera vez una disposición de los instrumen­
tos de integración económica y hubiera mérito para creer que tal iQ 
terpretación es errónea; 

d) Cuando la resolución sea contradictoria con otras que anterior­
mente hubiera adoptado dicho órgano o el Consejo Económico. 

El Consejo Económico conocerá también de todos aquellos conflic­
tos que el Consejo Ejecutivo no hubiera podido resolver". Art. 46. 

"La revisión deperá solicitarla la parte o partes que se consideren 
agraviadas. desde el momento de pronunciarse la resolución hasta 
el décimo día siguiente a la fecha de su entrada en vigencia. En el 
primer caso, la solicitud podrá hacerse verbalmente; pero deberá 
dejarse constancia de la misma en el acta respectiva. En el segun­
do caso se hará por escrito, a través del correspondiente Ministe­
rio de Economía. 

Las solicitudes de revisión deberán expresar claramente la causa 
o causas en que se fundan". A rt •. 47. 
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Se transcriben textualrnente estos artfculos , para evid .. nciar con -
m ayor claridad las observaciones que sobre los m isrnos se harán, De su lec­
tura se desprenden dos interp r e taciones: 

PRIMEAA INTBRFRETACIONc Parecier8. que e l Art. 46 se refie re 
a los casos en que e l Consejo Económico conoce de oficío de las resoluciones 
emitidas por el Consejo Ejecutivo, en los casos en que las resoluciones vio­
len disposiciones expresas, s ean contradictorias , ve rsen sobre materias en que 
no se hubiera formulado una política regional o que hubiera interpretado 
e rróneamente por primera vez una disposición. Y QUC2 el Arto 47 alude a los 
casos en que a petición de parle e l Conse jo Econó:rüico conoc-e en segunda -
instancia; petición que debe fundamentarse en cualquier causa, ya sea de las 
expresadas o cualquier otra fuera de e llas. 

De acue r do con esta interpre tación había inseguridad en las reso­
luciones emitidas por e l Consejo Ejecutivo; porque en cualquier tiempo el -
Consejo Económico podría revisarlas; contraviniendo el principio de que toda 
r e solución aco-rdada en cualquiera de las fas es establecid::.s en el Reglamento 
causen estado, siempre y cuando no sean impugnadas o Además la expresión 
!lEl Consejo Económ.ico Rodrá r e visa r las r e solucione s. e • 11 da la idea que se 
trata de una facultad potestativa concedida al Consejo Económico para que re­
vise o no las r e solucionl2s. Y la expresión "La r evisión deb e rá solicitarla la 
parte ... 11 impone al particular la obligación de interponc-;;-el recurso. Expr e ­
sione s que no son felic e s porque la facultad potestativa de iniciaT o no un re­
curso de revisión le debería corresponder al particular y la ob·~:.gatoriedad de 
conocer del asunto en los casos expresados debía ser atribución inherente del 
Consejo Económico. 

SEGUNDA INTERPRETACION. Descansa en la idea de que solameg 
te el particular e s quien puede dar lugar a que lit'! conflicto se conozca en se­
gunda instancia, salvo el caso de los conflictos que no hayan podido resolver­
se en el ConsejoEjecutivo. La petición deberá hace rla el agraviado fundamen­
tándose exclusivament e en las causas seña1ad2s en e l Art. 46; fuera de ellas 
no habrá motivo de solicitar revisióno Interpretación que guarda corre1a ~ión 
con el resto de los artículos de la seglh"1da instancia; ya que en casi todos ellos 
s e hace referencia a la solicitud de revisión h e cha por las partl2 s. A manera 
de e jemplo s e cita e l Arta 51 que dice: li La r esolución que emita el Consejo 
Económ ico s e circunscribirá a los ptmtos que hubieran sido expresamente -
planteados". ¿ Quién más que la parte interesada puede pla:'ltear los puntos de 
la rl2 vis ión ? El Consejo Económico si conocie ra de oficio no i;c'ndrÍa por -
qué plantear puntos 8. los que tiene que circunscribirse . Ese s eñalan1.iento sólo 
le corresponde a las partes agraviadas. Result-a evidente que la segunda ins­
tancia procede únicamente a solicitud de parte, tal corno lo comprueban el -
r e sto de los artículos que la regulan. 
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Esta interpretación dua l, obedece a la falta de técnic o jurídica em­
pleada en la redacción del Reglamento. 

OPINICN. De estas dos inte rpretaciones nos parece más acertada 
la segunda o sea que el Consejo Económico en ningún caso podrá de oficio co'" 
nocer en segunda instancia de un conflicto; sino que nada más lo podrá hacer, 
cuando la Parte o partes que se consideren agraviadas lo soliciten en base -
a las causas expresadas en e l Art. 46. Y solamente que se trate de esas -
causas, el Consejo :2;conómico conocerá del conflicto; o sea que le dará trámi­
te a la revisión, para que el conflicto se conozca en segunda instancia. 

La expresión del A rL XX del Tratado General que dice: "El Consejo 
E conómico Centroam.ericano •••. examinará los trabajos realizados por el -
Consejo Ejecutivo y tomará las resoluciones que juzgue pertinentes". Podría 
r eforzar la idea de que el Consejo Económico e n cualquier tiempo podrá rcvi.­
sal' las resoluciones del Consejo E je cutivo. Se considera que, el hecho de que 
el Consejo Económico pueda revisar los trabajos de l Consejo Ejecutivo no -
qu~re decir que podr-á dejarle sin valor ni efecto una resolución tomada por 
este último sino que , el Consejo Ejecutivo por su calidad de órgano subalter-
no y dependiente, tiene que informar de sus actividades al Consejo Económico 
y éste dentro de la atribución de examinar los trabajos ro sólo se enterará de 
las actividades desarrolladas por el Consejo Ejecutivo sino que le dictará nor­
mas de conducta para que las obse rve en el futuro. En lo que respecta a la ex­
presión contenida en el Reglamento, no existe problem.a por haberse conside­
rado más acertada la segunda de las interpretaciones. En ese s entido el Con­
sejo Económico solamente podrá revisar las resoluciones del Con.sejo Ejecu­
tivo cuando la parte o partes agraviadas inicien el procedimiento de segunda in§. 
tancía~ conforme a las causas expresas que ya se han señalado. De tal mane­
ra, que la expresión contemplada en el Arto XX del Tratado General se encueg 
tra regulada por el Art. 47 del Reglamento que señala el trámite a seguir pa­
ra revisar o examinar las resoluciones o trabajos realizados por el Consejo 
Ejecutivo. 

Para evitar confusas y variadas interpre taciones del trámite de la 
revisión en segunda instancia. debe rían utilizarse con mayor propiedad los 
térm inos jurídicos e invertir el orden de los artículos en comento. ]Vlás adelan 
te se verá lo impropio del término revisión en'lpleado en esta seglli'1.da instan­
cia. 

El Consejo Económico no sólo conocerá de las resoluciones irnpugna­
das al Consejo Ejecutivo sino también de aquellas que éste no hubiera podido 
resolver. 

IMPUGNACIC1'\T VERBAL Y ESCRITA. La solicitud de revisión po­
drá hacerse verbalmente o por escrito" La solicitud verbal se hará en el mo-
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rnento de pronunciarse la r e solución, dejando constancia de la misma en e l 
acta respectiva. - Bl acta de la reunión del Consejo Ejecutivo cjue contenga la -

1 " , b 1 PI" t T S J." "," , 1 C . 7:"1 , ; reso UClon so r e e coni lC 0-. La ecre Larla r e n nura a onseJo ]:!"conOrD.lco., 
con e l acta certificada, los docl'rnentos que e l Consejo Ejecutiva tuvo a la -
vista para resolve r el problema. 

La solicitud por escrito deberá hace rs e dese el momento de pro­
nunciarse resolución en el Consejo Ejecutivo hasta el décimo día siguiente a 
la fecha de su entrada en vigencia. Se hará por rnedio de l correspondie nte -
Ministerio de Economía, quien lo hará sabe r a la Secretaría. Para que ésta con 
la mayor anticipación posible incluya el asunto e n el temario provisional de 
la más próxima reunión del Consejo Económico y les envíe a todos sus miem­
bros los documentos correspondientes. 

En la solicitud de r evisión, tanto en la escrita como en la verbal, 
deberán expresarse la causa o causas ya expresadas. La solicitud de revisión 
no suspenderá la ejecución de la resolución pronunciada por el Consejo Ejecu­
tivo. El Consejo Económico no podrá dejar de incluir en la agenda definitiva 
el asunto que le 1lega en revisión y no podrá abstene rse de conocerlo e n su -
más próxima reunión. 

TRAMITE. Todo e l proce dimiento señalado en la Primera Instancia 
sobre la audiencia pública, el juicio oral, las Inedidas de mejor proveer, la 
reunión privada para acordar las resoluciones, las fuentes en que deberán funda 
mentarse éstas, el formato de las resoluciones y todas las funciones adminis- -
trativas encargadas a la Secretaría, se aplican de igual manera en la Segunda 
Instancia. 

La votación en las dos instancias difie r e fundamentalmente o mejor 
dicho la modalidad del voto e n los Consejos cambia. El Art. X3: de l Tratado 
GeneFdl establece que las r esoluciones del Consejo E jecutivo s e tomarán por 
rnayoría de votos de l total de los miembros del (!onsejo; y en los asuntos so­
metidos al conocimi~3nto del Consejo E conómico, é ste determinará previamente 
por unanimidad, si los asuntos deberán ser resueltos con e l voto concurrente 
de todos sus miembros o por simple mayoría. 

REVISIeN e APEL.ACION. - Teóricamente cuando un Tribunal Supe­
ricr conoce de un aS1.mto en :revisión, lo hace sin recibir nuevas pruebas y sin 
que comparezcan las partes. Concepto que -no es aplicable en esta Segul1.da -
Instancia porque de acuerdo con e l A rt. 50, e l Consejo Económico puede reci­
bir laG pruebas instrurnentales que le presenten y podrá o Ír a las partes y a 
los comparecientes en audiencia pública., todo de conformidad al procedimien­
to señalado en la Primera Lnstancia.La actuación del Consejo Económico en 
esta Segunda Instancia no viena a ser más que la tram itación de un r ecurso -
de Pi PE LA C IGN .. 
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P ero esta a pelación difie r e también del concepto técnico de lo que 
e s la apelación; que no e xige -al interpone rse que s e expresen los motivos en 
que s e funda~ Se ha vis to que, este r e curso -revisión o apelación o como s e l e 
llanle - exige que s e expr e s e la caus a o causas en que s e funda; y la resolu­
ción que emita e l Conse jo E conómico, tal com o lo s eñala e l Art. 51, deberá 
circ unscribirse a los pUt"1tos que hubie ran sido expre samente planteadas. Como 
nmy bie n lo expres a Bertand Gaii.'1.do ¡¡se trata más hien de Una apelación que 
de una revisión au..'1que con m odalidade s de cas ación, ya que los motivos para 
la inte rposición de r ecur s os son limitados". (19) 

Volvemos al m ismo problema que se ha venido planteando, de que 
el R.G glamento carece de juricidad en su r edacción, ya que contínuamente s e 
encuentran té r m inos que no r e sponden al conte nido jurídico de los mis mos. 
Debe ría dársele otra estructura a la Se gunda Instancia para que las actuacio­
ne s que tenga e l Conse jo E conómico en la solución de conflictos correspondan 
a la tramitación de un ve r dade ro r ecurso de ..§:Ee laS!ión tal como s e consideraba 
en e l Ante proye cto e lab ora do por SIECA. Con esta modificación r ecibirán ma­
yor protección l a s partes agraviada s en sus de rechos y s e mantendrá la pureza 
del lGnguaje jurídico. 

d) Tribunal A.F...pJtral. Historia. Tratado General. Competencia, -
P roce dim iento de l arbitraje. Arbitros de de­
r e cho o arbitradores. Obligatorie dad dGl fallo. 

HISTORIA . F ue hasta finale s del siglo XIX que los Estados adqui­
rie ron madure z al r econoce r que la gue rra no e ra e l único medio para resol­
ve r los conflictos s us citados entre e llos sino que existían también soluciones 
pacíficas para las disputas inte rnacionale s. En la (bnfe rencia de P az de La -
Haya de 1899 s e le r econoció al arbitraje su categoría de procedimiento in te r­
nacional para la solución de conflictos entre E stado&. Y en la Convención para 
la Solución Pacífica de las Dis putas In te rnacionales, firmada en esa ocasión, 
s e esta bleció que e l arbitra je e r ?> el único m e dio justo y equitativo para la so­
lución de los -conflictos inte rnacionale s; s e c r e ó además la Corte Pe rmanente 
de A rbitraje , que a pesar de su nombre no e r a un tribunal pe rmanente . E n la 
JI Conf-e rencia de La Haya en 1907 s e revisó y comple tó lo expuesto en la an­
t e rior, se extendió el a lcance de la obligación de arbitrar y s e volvió a rati­
fica r quP. e l arbitraje e ra un m e dio eficaz y e quitativo. (20) En el sistema in-

(19) Bertranc1 Galindo, Francisco. Soluc ión de Conflictos en e l Mercado (::0-

m ún Cent r oamericano , Ob ~ Cit . 
(20) Véase F en'.vic-k, Carlos a De r e cho Inte rnacional. Bibliográfica Omeba. 

Buenos Aires, 1963, p ágs . 577 -603. 
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terarn.e ricano tenernos antece dentes que reconocen al arbitraje -como medio -
pacífico para la solución de conflictos internacionales; en 1929, en la Gonfe­
rencia Internacional de Estados Americanos, celebrada en Washington, se ne­
goció el ' Tratado General deA rbitraje Interame ricano (21). y en 1948 se cele­
bró el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas, conocido por Pacto de Bo­
gotá, cuyo capítulo V comprende un procedimiento de arbitraje. (22) 

TRA TADG GEr.r:~RAL> En 10 que al IWercado Común Centroan'leri­
cano se refiere el Art~ XXVI del Tratado General de Integración Económ ica 
Centroalnericana nos dice: 

"Los Estados signatarios cEmvienen en r esolve r fraternálmente dentro 
del esIÍritu ce este Tratado, y por medio de l-Consejo Ejecutivo o del 
O:mejo :El!onJraico Centrc:a.:rn;r:icano El1 su caso.;hs di.feren::ias que surgie­
ren sobre la interpretación o aplicación de cualquiera de sus cláu­
sulas. Si no pudieren pone rse de acuerdo, solucionarán las contro­
versias por arbitraje. Para integrar el tribunal arbitral cada una 
de las Partes Contratantes propondr8_ a 12. Secretaría General de la 
Organización de los Estados Centroarnericanos los nombres de tres 
magistrado.3 de sus respectivas Cortes Supremas de Justicia. De la 
lista total de candidatos, el Secretario General de la C rganización 
de Estados Centroamericanos y los representantes gubernamenta­
l e s ante ese organismo 2scogerán por sorte o, a un árbitro por cada 
Parte contratante, debiendo ser cada uno de ellos de diferente nacio 
nalidad. E l laudo de l tribunal arbitral será pronunciado con los vo­
tos concurrentes de, por lo menos, tres m iembros y causará efec­
tos de cosa juzgada' para todas las Partes contratantes por lo que -
hace a cualquier punto que se resuelva relativo a interpretaci6n o -
aplicación de las cláusulas de e ste Tratado". (23) 

Disposiciones análogas él ésta se encuentran en el Art. XliI d e l Con­
venio sobre EquiparaciÓn de Gravámenes a la Importación y en el Art •.. XI del 
Convenio sobre el Hégim.en de Industrias Centroam_ericanas de Integración, y, 
Convenio de Prote cción a la Propiedad Industrial. 

(21) !bid. 
(22 ) Instituto Intera:mc ricano de Estudios Jurídicos L-lternacionales . Sistema 

Interamericano. Estudio sobre su desarrollo y fortalecimiento. 1966, -
págs.- 485 -48 7. 

( 23 ) Instrumentos relativos a la futegración Económica en América Latina., 
Cb. Cit. pág. 10 . . 



La integración del Tribunal Arbitral no concuerda con la dinám.ica 
del proceso de la integración econÓmica centroamericana. Una vez acordado el 
arbitraje cada país centroamericano presentará a la Secretaría General de la 
ODECA una terna de magistrados de sus respectivas Cortes Suprem.as de Jus­
ticia. El Secretario General de la ODECA y los representantes gubernar.a.en­
tales sortearán de la lista total de quince -en la actualidad- a un árbitro de 
cada país de Centroamérica, debiendo se r cada uno de los árbitros de distinta 
nacionalidad. La composición de este tribunal resulta engorrosa, no señala 
plazo para llevarla a cabo ni resuelve los problemas que puedan surgir si uno 
o varios países retardan o no envían sus respectivas ternas de magistrados y 
otros problemas más. Por suerte, hasta el momento no ha habido necesidad de 
recurrir al arbitraje para la solución de conflictos en la integración. 

Como el 'Tribunal A rbitral carece de toda una regulación adjetiva, 
su funcionamiento plantea varias interrogantes: 

¿ Cuál es su competencia? 

¿ Cómo se inicia el procedimiento? 

¿Serán árbitros d2 derecho o árbitros arbitradores? 

¿ Qué obligación existe de someterse al fallo? 

COMPETENCIP .... En la disposición transcrita está bien delimitada 
la competencia del Tribunal Arbitral; s 'ecricunscribe a los conflictos y dife­
rencias suscitadas con motivo de la aplicación e interpretación del Tratado -
General. Y como hasta el Il'lo:nento fuera de este artículo y los dos análogos 
expresados no existe instrumento ni disposición algu.7J.a que regule su actividad, 
no se puede 11.'1enos que sujetarse a los límites expresadGs. La competencia de 
los Consejos en la solución de los conflictos es mucho más amplia, ya que el 

.. "Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Conflictos" no los linlÍta a 
que resuelvan s olar.'J.entG 10G conflictos originados de la interpretación yapli­
cación del Tratado sino que amplia sus atribuciones a todos los instrumentos 
de mtegración económica centroamericana cuya adm inistración le correspon­
de al Consejo Ejecutivo, incluyendo al Tratado Gen8ral naturalmente. De áhí 
que el campo de acción del arbitraje. contemplado en el Tratado General, sea 
mucho más limitado. Pero esto no es óbice para que cualquier conflicto que 
no se derive del Tratado General o del Convenio Centroamericano sobre Equi­
paración de Gravámenes a la Importación, ·· pueda someterse a arbitraje. Pero 
ya no se tratará del arbitraje s eñalado en el Art. XXVI del Tratado sino del 
reconocido por el DerechO Internacional, que para que se lleve a cabo requie­
re para cada caso concreto la celebración de' un tratado. 

FROCEDIMIBNTC DEL ARBITRAJE. Ha tenido alcances limitados 
porque su existencia S8 origina de un instrumentó internacional, en donde las 
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part(28 consienten en so:;:n.ete r "LLl1a disputa a la deci~ión de a~bit~aje: E7 c0rr:-~ro­
miGo no sólo debe contener la obligación de recurrIr al arbItraJe SInO cambIen 
ha de contener la cuestión a tratar y el proce dimiento a seguir. 

Para solucionar diferencias de cualquie r naturaleza, sean o no jurí­
dicas, originadas entre los países miembros de la CEA , el Tratado Americano 
de Soluciones Pacíficas (Bogotá, 1948) señala un procedimiento Ce arbitraje -
especial y en su Art. XLIII nos dice: li Las Partes celebrarán en cada caso el 
compron:lÍso que defina claramente la materia específica objeto de la controve,.!: 
sia, la· sede del Tribunal, las reglas que hayan de observarse e n el procedi­
miento, el plazo dentro del cual haya de pronunciarse el laudo y las dem.ás 

d ' . t "11 (r·4) con IClones que convengan en re SI. ¿ 

El Tratado General nos habla de un arbitraje especial para cuando -
las controversias surgidas de la aplicación e interpretación de las cláusulas 
del Tratado General no hayan podido resolver-se mediante el arreglo fraternal, 
el Consejo Ejecutivo o e l Consejo Económico, se resGlverán mediante arbitraje 
Conocido el asunto en el seno del Consejo Económico, si no se llega a un arreglo, 
las Partes pueden someterlo a arbitraje y para e llo presentarán el caso a la 
ODECA para que ésta se encargue de integrar e l Tribu.1'lal Arbitral para que re 
suelva e l casoo En nuestra opinión, no habrá necesidad de c elebrar "Lm instru--­
mento internacional de compromiso para someter e l caso a arbitraje porgue 
de manera e special se e stablece que todos los conflictos originados de la apli­
cación o interpretación del T ratado General, del Convenio sobre Equiparación 
de Gravámenes de Importación y del Convenio sobre el Régimen de Industrias 
Centroamericanas de Integración, deberán resolverse en última instancia me­
diante arbitraje. De tal rnanera que éste viene a constituÍr una verdadera Ter­
ce ra Instancia previamente est.abl e cida. 

;: :. 

El acuerdo de arbitri;!.je podrán hace rlo las partes en el seno del Con­
sejo :r~conómico, en el mor!1ento que éste pronuncie resolución o después si de 
com·ún acuerdo consientan en él • . "'1 pesar de que no se requiere L . c elebración de 
un tratado internacional de com.promiso para somete F un conflicto del Mercado 
CortlÚll Centroamericano a arbHraje; si es necesario, que una vez que laG par­
tes no hayan lle gado a ningún atreglo en los Consejos; en el simple acuerdo de 
someter el conflicto a arbitraje, se e stablezca el plazo y procedimiento a se­
guir. Aunque puede suceder que sólo tomen el simpI.e acuerdo de som.eter el -
asunto a arbitraje; y en este caso, los árbitros podrían utilizar los procedim.ien 
tos y reglas e stablecidos por las Convencionses de La Haya de 1899 y 1902# 
cuando crearon el Tribunal A rbitral; de algún Tratado que haya hecho regula­
cione s procesales para un caso concreto; las reglas de la Corte Permanente de 
Arbitraje de La Haya; el proc e dimiento de arbitraje establecido por e l Pacto de 

(24) Sisteraa Interam.e ricano. CiL pág. 486. 
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Bogotá o quedar al arbitrio de los árbitros. 

ARBITROS DE' DERECHO e ARBITRADCRES. El Derecho Procesal 
establece que los árbitros de derecho deberán someterse en SV f:~ fallos a las 
reglas y leyes establecidas; y que los árbitros arbitradores llarr:ados también 
a m igab les componedores. sus decisiones no quedan sujetas a ningún estatuto 
l egal. 

Los árbitros que integran el TribUnal Arbitral son árbitros de de­
recho. porque a pesar que se les .puede conceder que a 3U arbitrio utilicen el 
procedirriiento que mejor les parezca; no se hace 10 m ismo en 10 que respecta 
al fondo de la cuestión; porque todo punto que se resuelva mediante laudo ar­
bitral debe enmarcarse en la correcta aplicación e interpretación de las 
cláusulas del Tratado General y del CO,nvenio sobre Equiparación de Gravámenes 
a la Importación del Convenio y sobre el Régimen de Industrias Centroameri­
canas de Integración. 

OBLIGATOHIEDAD DEL FALLO. · En 10 que atañe a la obligación 
que existe para so:rn.e te rse al la-qdo arbitral, Charles F enwic}\. nos dice: "La 
Convención de La Haya fue precisa al establecer la regla de que el acuerdo -
especial, al que habían llegado las partes para r ecurrir al arbitraje implica 
el compromiso de sor.Cteterse lealmente al fallo". (25 ) Si para someterse al ar­
bitraje se requiere esencialment~ el común acuerdo de las partes de igual ma-, 
nera para el cumplim iento de su fallo se precisa la buena fe . De no cumplirse, 
existen las diferentes medidas compulsivas de Derecho Internacional. 

En el Sistema Interam~ricano. e l Pacto de Bogotá en su Art. 50 es ­
tablece que si -las partes dejan de~ cumplir las obligaciones que les impone un 
laudo arbitral, la parte o partes interesadas-promove rán una Reunión de Con­
sulta de Ministros de Rc1aciones;Exteriores, a fin de que acuerde las medi­
das que convenga tomar para que se ejecute la decisión arbitral y si ésta fra­
casa recurrirán al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. (26) 

En el Mercado CO:qlún Centroamericano el laudo del Tribunal Ar­
bitral causará efectos de cos~ juzgada para todas las Partes. Es de estricto 
cumplimiento para todos •. Pero el acatamiento de las resoluciones dependen 
principalmente de la buenafe' y voluntad de las Partes en mantener vigente 
el Programa de ll1tegración ~conómica Centroamericana. 

Esta Tercera Instancia o mejor dicho la actividad desarrollada por 
el Tribunal A rbitral dejará de provocar problemas una vez que se apruebe el 

(25) Fenwick, .Charles. Cit. >Fág. 585. 
(26) Sistema ll1terarn.ericano Cit. pág. 485. 
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" Proy;:; cto de Tratado de Cr8ación del Tribunal de Justicia y de Procedim ien­
tos para la Solución de Conflictos en la Integración ¿;conóm ica Centroarüeri­
cana 11 que 10 s uprime de plano y sustituye por el TRIBUNAL CENTRCA MERI­
CANC DE JUSTICIP>.. 



4-RECCI\!J. ENDACICNES 

EL REGLAMENTe SOBRE PROCEDIMIENTOS PARA T:V3jSGLVER 
CCNFLICTOS puede tene r una vida efímera si se llega a aproba:i.~ e l I1Proyec­
to de T ratado de Creación de Tribunal de .Justicia y de Procedimientos para 
la Solución de Conflictos en la Integración Económica Centroamericana"; pero 
por corta que pueda ser su existencia ya ha desarrollado un pa.pel de trascendeQ 
tal iréJ.portancia en la vida jurídica de la integración económica de Centroamé­
rica .. 

La creación del Reglamento por parte del Consejo Ejecutivo, en­
base a la facultad reglamentaria que le ha sido concedida por el Tratado Gene­
ral, marca nuevos de rroteros en el dinamisIl'10 que conlleva el Derecho que 
regula el proceso de integración económica centroame ricana; porque para que 
el Reglamento cobrara vigencia en e-l área centroamericana no hubo necesidad 
del engorroso trámite internacional, bastó que el Consejo E jecutivo desarro­
llara la facultad reglamentaria que le ha sido conce dida por los Poderes Eje­
cutivos de los países centroarn.ericanos. 

Uno de los principales defectos de que adolece el Reglamento es la 
impropiedad jurídica en su redacción; existen términos y expresiones que no 
res[-0nden al contenido jurídico de los mismos y que provocan confusas y di­
versas interpretaciones. De hacerse en el futuro una revisión del Heglamento 
se debe usar la técnica jurídica apropiada en su redacción y en el contenido de 
los términos y expresiones e m pleados. 

Como el Reglamento es un instrumento legal vigente nos permitimos 
hacer las siguientes recomendaciones: 

1- Que la expresión Instrumento de Integración Económica- Centro­
ame ricana debe ser más a n:mlia en su contenido. Entender como tal, a todos 
los hlstrumentos de integración económica centroamericana sin establecer di­
ferencias entre los que son o no administrados por el Consejo Ejecutivo; com­
prendiendo también a las RESOLUCIONES generales emitidas por los Conse­
jos que tienen carácter obligatorio y que por consiguiente crean derechos y 
obligacione s. 

Ir - Que la categorf9.- de Parte o Partes no sólo debe concedérsele 
a los Estados sino a las persqnas naturales o jurídicas; para -que, de confor­
midad con los procedirxlientos," establecidos en el Reglamento, busquen la so­
lución a los conflictos que se suscitan en el Mercado Común Centroamerica­
no. De aceptarse esta proposición e staríamos acorde con la doctrina moderna 
sobre los sujetos del Derecho Internacional o Comunitario. 
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e por lo l':(lenOS, "LTI1.a vez que sea rechazada o se tema el rechazo de 
la solicitud presentada al Ministerio de Economía respectivo pa '. a que inter­
venga en la solución del conflicto, se permita que los particulares por medio 
de la SIECA puedan hacer llegar a conocimiento de los Consejos el conflicto 
discutido para que lo resuelvan. 

III - Que el térm ino SESICN debe ser com plementado por el de -
l ,. UD lliNCIA , ya que actuahnente el primero de ellos comprende a ambos y -
jurídicamente tienen distintos significados. Por Audiencia debe entenderse el 
momento en que ante los Consejos comparecen y participan además de los de­
legados oficiales, las personas naturales y jurídicas y las asociaciones de -
carácter público o privado; y por Sesión al momento en que se reunen en pri­
vado sólo los miembros del Consejo para la discusión y solución del conflicto. 

IV - Que la SISeA como órgano motor del proceso integracionista 
debe encontrarse completamente informado de -todas las resoluciones, reco­
lTI.endaciones, infor~"l1.es, dictámenes, estudios, etc ••. o que se produzcan por 
los Consejos u otros organisrnos dentro o fuera del área centroamericana. 
Tenemos plena confianza en la labor desarrollada por la Secretaría como pa­
ra estimar que, d entro del campo de sus actividade-s, su participación debe -
ser obligatoria en toda reunión del 8xreglo directo. 

V - Que las-medidas de mejor proveer acordadas por los Consejos, 
en su reunión privada, antes de dictar el fallo; pueden ser utilizadas de mala 
fe para retardar la resolución del conflicto. Por lo que deberían ser solicita­
das y limitadas antes de que los Consejos se reunan en privado. 

VI - Q:ue en lo que respecta a las fuentes a que han de recurrir los 
Consejos para dictar sus fallop debería introducirse la EQUIDAD como fuen­
te distinta a los principios ge¡:1?rales del Derecho y establecerse que los prin- . 
cipios generales de la ciencia económica deben ser los que tiendan al mejor 
aprovechamiento de los factor~·s productivos en una integración de tipo pola­
rizado. 

VII - Que conprecisipn y tecnicidad jurídica, se aclaren las dispo­
SICIones que se refieren a la ségunda instancia; porque tal como se ere uentra 
redactada se presta a variadas .~y confusas interpretaciones. De seguirse va­
liendo del término revisión para referirse al recurso que se tramita en la -
segunda instancia, debe utilizarse y tramitarse con la propiedad jurídica del 
caso; y no emplear el térmh"1o de un recurso y tramitar otro de distinta natu­
raleza. Lo mejor sería para mayor protección de los derechos de los parti­
culares que se conociera en segunda instancia de una verdadera apelación con 
todas las de ley. 

VIII - Que el Tribunal Arbitral considerado, en el Tratado General 
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y en el Reglamento, como la tercera y última instancia en la solución de los 
conflictos. debe ser suprhn.ido por la costosa y con::.pendiosa integración de 
los rn.iembros que lo co:cüponen y por su inope ranc ia~ 

IX- Que es de i mpe riosa nece sidad la creación de un Tribunal de 
Justicia - m ás o menos como ·21 propuesto en el P royecto de Tratado e labora­
do por la ODECi'> - par a que r esuelva con l a técnica jurídiCa que se exige. los 
diferentes conflictos Guscitados en e l Mercado Común Centroame ricano. Tri­
b unal que , por su composición, no estaría en la situación de los Consejos de 
ser j l~ez y parte al D.1.ism o tiempo~ y en donde las personas naturales o jurí­
dicas podrían intervenir en e l pro~edimiento como Part e o Partes. 



TER:CE RA PA RTE 

P ROYECTO DE CRE.ACICN DEL TRIBUNAL DE: JUSTICIA Y DE PROCE­
DIMIENTOS PARA. LA SCLUCION DE CONFLICTOS EN LA INTBGRACTON 
ECONOMICA D Ei CE NTRCAMERICA. 

Capítulo V 

Del 11 al 15 de dicie mbre de 1967 s e reunió en Managua la III Con-­
ferencia Crdinaria de Ministros de Relaciones Ext eriore-s de Centroam érica, 
órgano de la Organización de i2:.' stados Centroamericanos, y cons ideró que el 
proceso integracionista requería fundamentales reformas que apresurarán el 
trámite de aplicación y asegurarán la correcta interpretación de tratados y la 
justa solución de cOlLflictos . Al mismo tiem po instruyó a la Secretaría General 
de la ODECA para que trans m itiera a los E stados Miembros la documentación 
corre spondiente y r ealizara las gestiones necesarias para integrar una Comi­
sión Ad-hoc de Juristas que redactara el proyecto de tratad. Ya en agosto de 
1907, el Consejo E conómico Centroamericano del Tratado General de Integra­
ción iSconómica Centroamericana, integrado por los Ministros de Economía, 
en su Séptima Reunión Ordinaria, había acordado (Resolución No. 40) enco­
m endar a la SIECA la elaboración de un proyecto de reglamento para resolver 
conflictos. 

La Com isión Ad-hoc de juristas se reunió en las oficinas de la -
QDECA en San Salvador del 4 al 9 de marzo de 1968 para e1abo :L'8.r el " P royec­
to de Tratado de Cr eación del Tribunal de Justicia y de Procedimientos para 
la Solución de Conflictos en la Integración E conómica Centroame ricana". En 
ese m ismo mes, los órganos de la integración económ ica centroamericana, -
aprobaban un"Reglamento Sobre Procedimientos para Resolver Confliclos"; 
el Consejo Ejecutivo lo hacía en XXXIII Reunión C rdinaria celebrada del 11 al 
16 de marzo, e igual lo hacía el Consejo E conómico en su XV Reunión Extra­
ordinaria del 27 de ese m.ismo mes. 

Simultáneam ente , la ODECA y los organismos de la integración 
económ ica buscaban afanosamente la manera de establecer un procedimiento 
para encontrar solución a los conflictos originados de la aplicación e interpre­
tación de los instrumentos de la integración económica centroamericana. -
Esas dos actividades encamillél.das al m ismo fin, representan doble esfuerzo 
y gasto intelectual y económico por no existir una seria y constructiva cola­
boración y coordinación entre los departamentos que integran la ODECA y los 
constituídos para la integración económica centroamericana. 

Como la CDECA carece de caracteres de supranacionalidad, para 
que el proyecto de creación del T ribunal de Justicia tenga vigencia en Centro-
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amenca, es necesario un TEA TADO con todo el tráD.1.ite de celebración. 
aprobación, ratificación y depósito por cada país. Una vez concluído ese di­
latado procedimiento internacional, el Tribunal Centroamericano de Justicia 
saldrá de la esfera jurídica de la CDECA y se incorporará al Derecho de la 
Integración o Derecho Com.unitario. En vista ·de que, el Tribunal de Justicia 
goza de supranacionalidad en su cornposición, jurisdicción, aplicabilidad y -
ejecución de sus sentencias. 

1 - ORGANIZ .. áCICN y ATRIBUCIONES. Partes. Nombrarniento. Re­
quisitos. Fue cionamiento. 

De aprobarse el Tratado, el Tribunal de Justicia será un Tribtmal 
perm anente que tendrá jurisdicción propia y obligatoria. En lo relativo a in­
te rpretación o aplicación de los instrumentos de la integración económica cen­
troam ericana sólo a petición de parte, tendrá potestad de juzgar y resolver con 
autoridad de cosa juzgada para todos los Estados Centroamericanos, para los 
organismos de integración y para los particulares. El Tribunal de Justicia de­
terminará su propia compet-encia y le tocará dictar y reformar el Estatuto que 
regulará su funcionamiento, y que contendrá los procedimientos establecidos 
de acuerdo a los diferentes aspedos contenidos en el Tratado General. 

Las Partes. E stablece como PARTES a los Estados· signatarios y a 
cualquier persona natural o jurídica afectada por una decisión. acción u omi­
sión de los órganos de la integración económica centroamericana o por una ac­
ción u omisión de fl.nlcionario de cualquiera de los Gobiernos de los Estados 
Centroamericanos. Quedarán excluídas las divergencias o desacuerdos rela­
tivos al Banco Centroamericano de Integración :Sconómica que se rigen por el 
trámite dispuesto en el ConvenJo Constitutivo del Banco; sin embargo. m edia,!! 
te compromiso. el Banco y los Estados podrán someterse a la jurisdicción -
del Tribunal de Justicia y acat~r sus proce dimientos. 

Nombramiento. El Tribunal de Justicia estará compuesto de tantos 
IVlagistrados como Estados firmantes del Tratado existan; de firmarse serán 
cinco magistrados ya que cinco son los Estados que se encuentr8. l1 participan­
do en e l proceso de la integración centroamericana. Su nombram.iento depen­
derá del Presidente de cada E~tado> quien nombrará un magistrado propietario 
y dos suplentes entre los jurisconsultos de mayor idoneidad. Los magistrados 
serán nornbrad.os para períod8s de cinco años y serán inamovibles para el -
perído que fueren designados, salvo el caso de inhabilitación. 

Como se considera necesario que el Tribur:tal esté completamente 
informado de todos los casos que e sté conociendo y que no exista una discon­
tinuidad en el trabajo. en el Tratado se ha estipulado que la renovación de los 
magistrados sea parcial y escalonada,: debiendo, al integrarse inicialmente el 
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TribUJ.lal, celebrarse un sorteo para señalar al Magistrado que tendrá un 
período de 'U..'1 año, otro de dos, otro de tres y otro de cuatro. Con este sistema 
se evitará que los magist rados pierdan tiempo tratando de enterarse de los 
casos sujetos al conocim iento del 'Tribunal; porque Gxistirán otros magistra­
dos c ompletamente informados que, en poco tiempo, podrán pOD::> r en autos al 
nuevo colega. Problema serio constituiría si cada cinco años 5 2 llevara a cabo 
UIia renovación total. 

Requisitos. Los fLmcionarios de los organismos de integración no 
podrán ser magistrados. Tarnpoco podrán los magistrados participar en la ; 
sustanciación ni en la decisión de ningún asunto en que hayari intervenido dire.f 
ta o indirectamente en cualquier condición. Cada año se e legirá al Presidente 
y Vicepresidente del Trib'llilal. 

Los Magistrados actuarán con absoluta Ll1dependencia respecto al -
gobierno que los haya designado, y ejercerán sus atribuciones con toda im.par­
cialidad. Gozarán de inmlLl1idad por los actos ejecutados en el cumplimiento de 
sus deberes oficiales , incluyendo las palabras habladas o escritas, y continua­
rán gozando de esa inmunidad aún después de que hubieran cesado en SU$ fun­
ciones. Con estas disposiciones se les impime al Tribunal de Justicia carác­
ter supranacional en el á mbito centroamericano. Se trata de una remembran­
za de los artículos que inspiraban a la respetable Corte de Cartago. 

Funciona:r::!..Íento. El Tribunal t endrá un Secretario de libre nombra­
miento y remoción; que tendrá. a su cargo l a tesorería y será el Director P:.d­
ministrativo de las Oficinas d?l Tribunal. Durante el perído inicial que deter­
m inará. el mismo Tribunal, f"tipcionará en la sede de la Organización de Esta ­
dos Centroamericanos; en tarifo ejercerá las funciones de Secretario del Tri­
bunal~ el Director del Depart~mento Jurídico de la Secretaría General de la 
CDECA . Terminado e l períoClci inicial, la sede del Tribunal esta.rá rotathTa­
mente en la capital de cada -qrío de los Estados CentroamericaD.Cl > 

La gecretarÍa Permanente del Tratado General de Integración Eco­
nóm.ica Centroamericana (SIECA) desempeñará en el Tribuna de Justicia la -
función de Ministerio Público. La SIECA podrá designar a un representante 
para que presente públicamente, con absoluta imparcialidad y total indepen­
dencia, conclusiones razonadas sobre las causas que se encuentran son:1eti­
das a conocimiento del Tribunal. 

PRra que e l Tribunal de Justicia pueda desempeñar las funcione s 
que le han sido encomendadas, deberá tener la concurrencia de tres Magistra 
dos por 10 menos; pero toda resolución que ponga fin a un proceso deberá ser 
dictada por lo menos con tres votos conformes de toda conformidad. En caso 
de que no se lograra la mayoría necesaria para pronunciar sentencia, el pro­
pio Tribunal procederá a designa.r por sorteo a un lVIagistrado suplente, quien 
deberá adherirse a uno de los votos emitidos. Y si t ampoco así se lograre 
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mayo ría, se procede r6. del rn.ism o m odo a designar Magistrados suplentes ha.§. 
ta que se produzca la resolución conforme de toda conformida d. 

Tanto el Tribunal como los Magistrados y Secretario gozarán de -
las pre rrogativas e hvl!nlli"lidades diplomáticas. 

2 - VIA ADMIN]STRA TIVA . 

El Proyecto de T ratado elaborado por la Comisión de juristas Ad­
hoc de la ODECA se remite a l a crea ción de un Tribunal Centroamericano de 
Justicia y a sus procedimientos para la solución de conflictos en la integra­
ción económica centroamericana; pe ro en el capítulo II encontramos la vía -
administratba por medio de la cual los Estados Centroamericanos resolverán 
fraternalmente y por medio del Conse jo E jecutivo o del Consejo E conómico en 
su caso, , las diversas dife r encias que surgieren de la interpretación o aplica­
ción de cualquie ra de los instrumentos de la inte graCión económica centroa­
mericana. Se trata de los m.ism os conflictos a que se refiere el Art .. XXVI -
de l T ratado General. 

Cuando en e l seno qe la ODECA se elaboró e l Proyecto de Tratado 
del Tribunal de Justicia. ya nabía sido aprobado por los Consejos Ejecutivo y 
Bconómico el " Reglamento so]?re P roce dimientos para Resolver Conflictos". 
Parece ser que sobre e sa bas~ s e estableció la vía administrativa para resol­
ver con mayor rapidez los cOnflictos suscitados. E l P royecto de Tratado no -
difiere sustancialmente con e(proce dimiento señalado en el Reglamento pero 
si en s u aspecto formal; mant.iene posiciones conservadoras en algunos aspec­
tos y llena vacíos en otros. 

Dos procedimiento~ se establecen para recurrir ante los Consejos a 
la solución de los conflictos dependiendo de 'quienes 10 hacen: cuando es el -
ESTADO o cuando 10 hace e l PARTICULAR. 

Cuando un E stado c:pnsidere que el acto u oniisión de funcionario de 
otro E stado. de otros EstadN( O de uno de los organismos ' integracionistas con.§. 
tituyen una trasgresión a las :qprmas que rigen la integración económica cen­
troamericana. podrá recurri~· ·:a.l Consejo Ejecutivo por medio de la SIECA. 

Si el afectado fuere particular, pe rsona natural o jurídica, recurri­
rá por escrito al Ministerio de Economía del Estado del funcionario infractor. 
En e l Reglamento de Conflictos. s e sigue procedimiento diferente pues e l -
particular r e curre ante e l Ministerio de E conom ía de su país para recibir -
protección y para que lo represente en la exposiCión y defensa de su caso. 



84 

Dentro del término de -cinco días el Ministerio de Economía del -
Estado del funcionario infractor, le hará saber si mantiene o corrige la ac­
ción u omisión impugnada. Si la corrige no hay problema; el caso queda re­
suelto. Pero si mantiene la acción u omisión, dentro de las cuarenta y ocho 
horas deberá, por medio de la SIEGA, pasar el expediente al Consejo Ejecu­
tivo para que dentro del "término de treinta días emita decisión. Si el J:./Unis­
terlo de Economía dentro de cinco días no pronuncia resolución o no remite­
el expediente, el particular afectado podrá ocurrir, por medio de la SIECA, 
al Consejo Ejecutivo .. , Resulta muy provechoso que el particular afectado púe­
da hacer uso de este recurso, de hecho. 

- -' 

En el Reglamento v~mos que el particular se encuentra prácticamen 
te desamparado cuando el lVIj.jjlsterio de Economía respectivo rechaza o se 
niega a darle trámite a la solicitud de protección. 

La vía administrativa del Proyecto de Tratado establece que serán 
PARTES los Estados y las personas particulares, naturales o jurídica's; y que 
tendrán también derecho a intervenir como PARTES -en las diferentes fases 

"de este procedimiento cualquiera de los demás Estados o de los organismos 
de la integración económica. Se sostiene criterio distinto al mantenido en el 
Reglamento, en donde se niega a los particulares la calidad de PARTES para 
que puedan concurrir directamente ante los Consejos." 

También se reconoce en la vía admmistrativa la solución directa y 
la Primera y Segunda Instancia en la solución de los conflictos. Iniciada la ~ 
gestión ante el Ministerio de Economía del Estado del funcionario infractor, 

-éste lo hará saber inmediatamente a los demás Estados y a los organismos -
afectados, quienes se esforzarán por lograr la conciliación y la solución di­
recta del asunto; sin que por ello tenga que suspenderse la secuela del pro­
ceso. Varía parcialmente la gestión directa en el Reglamento, porque en ést-e 
se realiza únicamente entre las partes interesadas o sea de Estado a Estado, 
constituyendo el arreglo directo la primera fase en el procedimiento señalado 
para la solución de conflictos. Mientras que en la vía administrativa la solu­
ción directa no constituye la fase primera sino que se da durante la secuela del 
proceso y pueden intervenir en la solución directa los demás Estados y aún -
los organismos de integración. 

El Cons~jo Ejecutivo deberá reunirse en audiencia pública dentro del 
término de treinta días de recibido el expediente a la que podrán comparecer 
las Partes a hacer la exposición verbal de la causa. Si la Parte fuere el Es­
tado deberá comparecer un agente o representante y si fuera un particuar, " -
deberá hacerlo por medio de un abogado. La Secretaría a petición de parte o 
de oficio, podrá mandar practicar todas las diligencias que estime convenien­
tes para esclarecer los hechos, sin que por ello se suspenda el término de -
treinta días para resolver. 
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Dentro de los tres días siguientes al de la audiencia el Consejo Eje­
cutivo deberá pronunciarse. Si no 10 hace deberá entenderse que ha emitido 
solución desfavorab-le para el recurrente y si por cualquier motivo no se lleva 
a cabo la audiencia, causará los misrD.os efectos. 

Dentro de los treinta días siguientes a la resolución del Cons-ejo ~j~ 
cutivo o de haber expirado el término en que pudo haberse pronunciado, el­
Consejo Económico podrá avocarse de oficio al conocimiento del asunto y de­
cidirlo. La vía administrativa queda agotada con la resolución o silencio del 
Consejo Económico. 

Se diferencia del Reglamento en que sólo apetición de parte puede el 
Consejo Económico conocer en Segunda Instancia de determinados casos. 

En la vía: administrativa todas las actuaciones seran públicas y se 
observarán los principios del debido proceso. Las partes tendr8.n acceso a to­
dos los documen.tos, actas e informes relativos al caso, que se ~mcuentren en 
poder de cuaiquiera de los organismos de in·tegradón; asimismo podrán reca­
bar información en las oficinas gubernamentales de los Estados Centroameri­
canos con las limitaciones que el Derecho interno establezca. Los Consejos 
para mejor proveer podrán ordenar la práctica de diligencias. De todas las 
actuaciones administrativas se dejará transcripción por medio adecuado. 

En el Reglamento se estipula que las actuaciones de los Consejos -
Ejecutivo y Económico constituyen la Primera y Segunda Instancia respectiva­
mente. De igual manera las á'ctuaciones de los Consejos, en la vía adminis­
trativa del Proyecto de T ratado, pueden considerarse como primera y segunda 
instancia •. 

La vía administrativa del Proyecto de Tratado carece de una regu­
lación completa corn.o la que tiene el Reglamento; la razón de ser puede 
consistir en que no se le prestó mucha importancia por el hecho de que los 
particulares pueden ocurrir a someter sus conflictos ante el Tribunal de Jus­
ticia, aún sin hacer uso previamente de la vía administrativa. 

3 - PROCEDIMIENTOS JUDICIALES. 

La Comisión de Juristas Ad-hoc que elaboró el Proyecto de Tratado 
de creación del tribunal de Justicia, excepto el capítulo II que se refiere a la 
vía administrativa, se esmeró en dar a conocer la organización y atribuciones 
del Tribunal y sus procedimientos. Sin negarles su categoría de juristas cen­
troamericanos a quienes integraron la Comisión Ad-hoc, no ten:an una idea -
muy exacta del dinan:tismo con que debe estar revestido el Derecho Comunita­
rio Centroamericano; el procedimiento señalado para la sustanciación de las 
causas es el producto de mentes civilistas" 
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El Tribunal Centroamericano de Justicia para sustanciar una causa, 
deberá sujetarse a las reglas procesales contenidas en el Tratado y en las -
que se encuentren en su propio Estatutor Una vez agotada la vía admi.'1istra­
Uva. dentro de los sesenta días siguientes se podrá ocurrir ante el Tribunal -
de Justicia mediante DEM:ANDA escrita juntamente con las copias necesarias. 
que se presentarán a la Secretaría del Tribunal .. La Secretaría dentro de las 
cuarenta y ocho horas de recibida la demanda, 10 NOTIFICARA telegráfica­
mente a la SIECA y a la parte o partes demandadas y les enviará, por el me­
dio más expedito copia de la demanda. A todos los demás estados les enviará 
copia de la demanda por medio de sus respectivos Ministencs cE Economía. 
Si la SIECA tuviera en su poder algún expediente que se refiera al caso some­
tido al Tribunal de Justicia deberá remitírselo a su Secretaría dentro de cua­
renta y ocho horas depués de haber sido notificada. La parte o partes deman­
dadas tendrán quince días a partir de la notificación telegráfica para -contes­
tar por escrito la dei'l'landa. Si alguna de las partes contrademandare, la Se­
cretaría del Tribunal correfá traslado a las demás para que dentro del tét;" 
mino de quince días contesten la recOrivenci6n. También rernitirci copias de 
ia contrademanda a los dernas Estados. 

En ningún momento laG recusaciories de los Magistrados, ias excep­
ciones y demás lhcidénc:i.a.s de carácter procesal susp~nderán el curso del -
proceso. 

Si la demanda o contrademanda no se cont2stan dentro de los térmi­
nos señalados se tendrán por~':90ntestadas en sentido negativo; sin perjuicio del 
derecho que tiene la parte de Qomparecer en el proce so más adelante, y de -
probar hechos e interponer e~~epciones en la audiencia en que se lleve a cabo 
el juicio, sin que pueda hacert~ retroceder en ningún caso. 

Los procedimientoE¡ del Tribunal de Justicia permiten el PER 
SALTe o sea que cualquie r persona podrá ocurrir ante el Tribunal sin haber 
hecho uso previamente de la vfa administrativa. Posición contraria al princi­
pio de preclusión que prevaleQe en el Reglamento de Conflictos en donde se -
establece que toda forma de sQlución de conflictos debe tener un carácter su­
cesivo y obligatorio. Pero el -per salto no se permite para todas las diferenr"" 
cias surgidas de la interpretacIón o aplicación -de cualquiera de los instrumeg 
tos de integración económica centroamericana, sino únicamente las que proc~ 
dan de los reglamentos o decisiones de carácter general emitidos por los or­
ganismos de la integración en el ejercicio de sus facultades. De tal manera 
que la acción u omisión proveniente de un funcionario de otro Estado u otros 
Estados que trasgredan las normas que rigen la integración económica cen­
troamericana, deberá plantearse previamente mediante la vía administrativa. 

La Secretaría dará cuenta al Presidente del Tribunal de Justicia de 
la documentación recibida para que convoque a juicio a las partes señalando 
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la audiencia verbal en que las partes presentarán sus pruebas. El Tribunal . 
tendrá facultades para interrogar a las partes, examinar testigos y peritos, 
apreciar las pruebas conform.e a la sana crítica y negarse a recibirlas por 
impertinentes. Las pruebas se recibirá.n oralmente en la misma adudiencia o 
en audiencias que se verificará en día inme diato sucesivo; las p2_rtes harán sus 
alegatos verbales y si el Tribunal lo estima conveniente permitirá la réplicas 
y dúplicas. De toda la audiencia verbal se dejará transcripción en forma ade­
cuada, sin perjuicio de que se levantarán las actas correspondientes. 

El Tribunal podrá tomar las medidas provisionales o precautorias 
que considere pertinentes para resguardar los derechos de las partes. Además 
a su prudente criterio y para mejor resolve r, podrá ordenar las pruebas que 
considere necesarias y recibirlas en una nueva audiencia que deberá celebrar­
se dentro de los días siguientes a la última en que se oyeron los alegatos~ 
Ejercerá esta facultad de m anera cuidadosa a fin de no entorpecer la celeri­
dad del proceso. De esta rn.anera viene a conceder un nuevo período de prueba 
con las consecuencias nefastas de retardación de justicia en un derecho que -
exige dinamismo y rapidez en la solución de sus conflictos, a pesar del cui­
dado para utilizar esta medida. 

El Tribunal dentro de los días siguientes a la última audiencia pro­
nunciará sentencia fundamentada y escrita que notificará a las partes. Las 
costas serán sufragadas por las partes, salvo que el Tribunal estipule otra 
coSa • Si el Tribunal considera que alguna de las partes en el proceso es -
responsab1-e de indenmización, la sentencia contendrá condena de daños y -
perjuicios, fijará e l monto y, si no fuere posible, establecerá las bases para 
hacerlo. El fallo será definitivo e inapelable y sólo se permitirá a solicitud 
de parte, hecha dentro de los tr8s días siguientes a la notificación respectiva 
que el Tribunal haga una interpretación de su sentido o del alcance de la -
m isma. Las sentencias del Tribunal deberán cumplirse dentro del plazo que 
en ellas se fije y, en su caso, se ejecutarán como sentencias nacionales en 
cada uno de los Estados Centroamericanos. La autenticidad de las sentencias 
del Tribunal se establecerá rnediante la certificación expedida por el Secre­
tario del Tribunal. 

La ejecución de las sentencias del Tribunal de Justicia en los Es­
tados Centroamericanos como si se tratara de sentencias nacionales y la con­
dena por indemnización de daños y perjuicios representa un papel renovador 
y de grandes repercusiones en el Derecho Comunitario Centroamericano, que 
verer:.rlOS más adelante. 

4 - CBSERVi\.CICNES 

Dentro de l actual ordenamiento jurídico del Mercado Común, los 
conflictos se han venido resolviendo desde 1960 por medio de los organismos 
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creados por el Tratado Gcomeral de Integración Económ ica CentroarD.e ricana •. 
P ara la n1Ísma compos ición de los Consejos Ejecutivo y E conórnico impide -
realizar una amplia labor apegada al principio de legalidad en la solución de 
los conflictos. Y en el supuesto que llegara a funcionar· el comp :: ndioso Tri­
blLnal A rbitral, por su m isma composición de magistrados civilistas, penalis­
tas, laboralistas, -e tc .. .. . de las distintas Corte s Supremas de Justicia de -
Centro a méric a, no estaría en capacidad de resolver los diversos y m últipes 
problemas económico-jurídicos que surgen en el proceso de integración eco­
nómica . Para mantener e l im perio de la l ey y de la justicia se r equiere la 
creación de un tribut"'la1 de derecho integrado por jurisconsultos de reconocida 
idone idad en mate ria de integración •. Por e so creemos que el "Proyecto de -
Tratado de Creación del 'T ribunal :de Justicia y de Procedim ientos para la :­
Solución de Conflictos eh la Integración Económica de Centroamérica" repre ­
senta un trascendental paso e n el-i?rdenamiento jurídico de la integración cien­
troarLe ricana. 

Al r econocer c om o Pa~~s <;! ri e l procedin'liento tanto a los Estados 
com o a las personas particulare s~·; naturales o jurídicas, s e abren nuevos hó" 
rizontes dentro de las perspectivás procesale s y de garantía en la integración. 
E l orden jurídico de la integración responde a las · n u e vas concepciones de la 
teoría m oderna que cons idera a· los particula r es como sujetos de derecho in­
ternacional; y por consiguiente , en este caso, como s uj e tos de de r echo com u­
nitario. Así lo conside raba la venerable Corte de Cartago y lo considera ac­
tualmente la Corte de Justicia de las 'Comunidades :Suropeas. 

La absoluta independe~cia e imparcialidad con que deben actuar -
los Magistrados respecto al Gobierno que los ha designado, le imprime al -
Tribunal de Justicia el caráctir de organism o suprarlBci onal, imponiéndose la 
conciencia nacional centroanl§:ricana por encima de las nacionalidades pro­
pias de los magistrados. El Tribunal e jerc e jurisdicción obligatoria sobre to­
dos los Estados centroame ric¡;mos .y sobre los particulares de esos E stados 
y aún sobre los m ism os orgél.11ísmos de la integración económica centroame­
ricana. Sus sentencias s e aplicarán en Centroamérica como s i se trataran de 
sentencias nacionales en cada uno de los países. La jurisdicción y organización 
del T ribunal, J.a aplicación y e jecución de sus sentencias configuran a pe rfec­
ción la creación de "L1."'1 organism o de justicia supranacional en Centroamé rica. 

Gran avance constitpye en el orden jurídico de la integración que el 
Tribunal de Justicia incluya e11 sus sentencias condena por daños y perjuicios. 
Muchas acciones u o :\1'1Ísione s ·ele los Estados o de los organismos de la integr~ 
ción causan graves pe rjuicios económ icos s in que has ta e l momento se h ubie­
ra r egulado a lgo al respecto. Su inclusión e s digna de r econocim iento, pero la 
carencia de una completa regulación volve rá inop8rantc la efectividad de esta 
condena por daños y perjuicios, por 10 difícil de precisar con exactitud y ra­
pide z e l monto de una indemniza ción; se aseme jará al largo y compendioso -
juicio civil ordinario de indsrüniza ción por daños y perjuicios. 

·· : i· 



89 

E l nombramiento de los magistrados del Tribunal por parte del P r e ­
s i dente de cada Estado no parece ser una medida muy acertada por la activi­
dad política del funcionario e lec tor. E l Poder Legislat ivo e s el organismo en­
cargado de nombrar a los m agistrados de los tribu..11.ale s nacionales; pero en 
este -caso, por tratarse dE.: un tribunal m uc ho más t écnico y de más a lta je rar­
quía, e l nombramiento debe ría encomendarse a las Cortes Supremas de J us­
ticia de Centroamérica . 

Los juristas que integraron la Comisión redactora de l proyecto con­
cibieron al Tribunal de Justicia como lli"l tribuna l nacional más, sólo l e otor­
garon j urisdicción más arnplia. Es m uy probable que no se compenetraron de l 
dinamismo que conlleva e l derecho comunitario centroamericano; a tal grado 
que. tanto la vía administrativa como los procedimientos a seguir en el Tri­
bunal ca r ecen de fle xib ilidad y s us plazos son demasiado largos , lo que redun­
da en perjuicio de los afectados. Para llegar a la decisión final de un asunto 
por l a vía administrativa se r equie r e n no meno s de setenta días, lo que de 
por sí es demasiado para resolver un conflicto que demanda pronta solución. 
Los proce dimientos j udiciales en e l seno de l Tribunal resultan todavía mucho· 
más tardados; por lo visto. la c omisión redactora se dejó influir por e l rígido 
crite rio civilista, estableciendo un largo procedim.iento e n donde s e necesi tan 
por lo menos tres meses para finalizarlo. Parece ser que los procedimientos 
r e tardados establecidos para resolver los conflictos económicos de la inte gra­
ción obedecen al hecho de que la Comisión r e dac tora , si bien e s cie rto, es­
tuvo compuesta por destacados juristas centroamericanos, muchos de ellos -
de sconocían el dinam ism o y la naturale za del nuevo orden jurídico que debe 
regular la inte gración económ ica centroamericana. 

Interesa en la solución de los problemas del Me rcado Común, la -
existencia de un Tribunal de Justicia compuesto por j ueces de derecho especia­
listas e n integración, que no tengan o hayan tenido algo que ve r con e l pro­
blema. De tal manera que debería pe rmitirse el per salto sin restricciones o 
s ea que cualquier persona sin hacer uso previamente de la vía administrativa 
pueda acudir ante el Tribunal por diferencias s urgidas de la interpr e tación o 
aplicación de los instrumentos, ya sea de las diferencias surgio:.:. s de los re­
glamentos o decisiones de carácter general de los organismos de integración 
así como de las a c ciones u omisione s provenientes de funcionarios de otros -
Es tados. Si se hace uso de la vía administrativa es con el obje to de obtener 
pronta solución, de tal manera que debe ría quedar optativa la concurrencia o 
no de los intere sados. 

De aprobarse e l proyecto de l Tribunal de Jus ticia deb e hacerse una 
cuidadosa r evisión de BU t exto, para acomodarlo con l a vía administrativa del 
vigente Reglamento de Conflictos, mejor regulada po r e l hecho que e l proce­
dimiento administrativo e stablecido es la práctica jurisdiccional de los Conse ­
jos desarrollada durante m uchos años, 
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L2. aprobación del proyecto de l T ribunal de Justici2. s e convertirá 
pronto en realidad, debido al ' inte rés manife stado por los Presidentes de Cen­
troamé rica en su reunión de San Salvador del 6 de julio de 1968, en que reco­
nocieron la necesidad de crear un T ribunal Especial para que resuelva las di­
ferencias que surjan e n e l N¡e rcado Común Centroamericano. De crearse el 
Tribunal Centroamericano deberá hace rse previamente un estudio exahustivo 
sobre la amplitud de su jurisdicción, s us repercusiones y consecuencias, pa­
ra e stablece r si solam ente debe conocer de los conflictos económicos o si -
por e l contrario se l e someterán todos los conflictos de interés jurídico gene ­
ral. 



Capítulo VI 

PROYECTO DE EST p, ~UTO DE LA CORTE: CENTro f.. MERl­
CA NA DE JUSTICIA. 

1 - ANTECEDENTES 

Desde que los paí88s de Ce ntroamérica nacieron a la vida indepen­
diente se desarrollaron e n cóntínuas guerras intestinas, l7'evolu~iones y cuar­
tela z os que hice ron de la zona una de l as r egiones más turbulentas del mundo. 
En agosto de 1907 los Pres identes Teodoro RooseveUJ de los E stados Unidos 
y Porfirio DÍaz, de México, invitaron a los gobernantes de Centroamérica -
para celebrar una conferencia con e l objeto de buscarle solución pacífica a -
los conflictos. Nuestros países no desatendieron la invitación procedente de -
los dos grandes del no rte y se r e unie ron en Washington del 15 de novie mbre al 
20 de dicie mbre de 1907, donde se firm ó e l Tratado Gene ral de Paz y Amistad 
y diferente s convenciones de inte rés común para Centroamérica, entre l as que 
se destaca la Convención creadora de la Corte de Justicia Centroamerica. 

Cabe a Centroamé rica habe r fundado el p r i mer tribuna l de justicia 
con jurisdicción para estados soberanos y de habe r otorgado a los particu-
lares, desde en esa época, e l derecho de inte rvenir como' parte s en el proce - . 
dim iento, sin que tuvieran necesidad de r ecurrir a l a protección de su Estado. 

El obje to fundanlenta l de la Corte lo encontramos pe rfectamente en­
marcado en e l A rt. ,1 del Tratado General de Paz y Amista d que dice : 

"Las Repúblicas de Centro A m é rica, consideran com o e l primor­
dial de sus deberes, en sus relaciones mutuas, el mantenimiento 
de la paz y se obligan a observar siempre la más completa armonía 
y a resolver todo desacuerdo o dific ultad que pueda sobrevenir entre 
e llas, de cua1quie ra naturaleza que sea, por medio de l a Corte de -
Justicia Centroame ricana, creada por la Convención que han concl~ 
do al efecto en esta fecha" (1) 

y sus atribuciones y características en el A ri. 1 de l Reglamento de 
l a Corte que dice así: 

liLa Corte de Justicia Centroamericana tiene por objeto garantizar 
con su autoridad, basada en e l honor de los Estados y dentro de los 
límites de l a intervención que le ha s ido c once dido, · los de r echos ·de 
cada uno de e llos en sus r ecíprocas relaciones, as í como mantener 

(1) Conferencia Centroamericana e n Washirigton, citado por Carlos José Gu­
tiérrez . . La Corte de Justicia Centroameriana. ,.CDECA 1 957, pág. 13. 
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e n éstas la paz y armonía, y e s por su naturaleza, por sus atribu­
ciones y por el carácter de su jurisdicción, u.."'1. Tribunal Permanen­
te de Justicia Internacional~ con potestad para juzgar y resolver a 
pe tición de parte, todos los asuntos comprendidos en su l ey-consti­
tutiva y para sostener y administrar; conforme a la misma, la ofi­
cina de su despacho y los inte r e ses de ésta ll (2) 

La Corte de Justicia Centroamericana tuvo su inspiración en e l Tri­
bunal Permanente de A rbitraje de La Rayá creado tam bién en 1907 y sirvió 
de antecedente a la Corte Permanente de Justicia Lnternadonal creada por el 
Pacto de la Sociedad de Naclones en 1920 y que posteriormente a raíz de la 
Carta de las Naciones Unidas de 1948 se ha convertido en la Corte Internacio­
nal de Justicia, pre sidida durante muchos años por un destacado miembro de l 
foro salvadoreño, el doctor Gustavo Guerrero. La Corte de Justicia Centroa­
mericana cumplió la misión histórica de mantener la paz y seguridad en la -
convivencia centroam.erÍcana de esa época. 

La Carta de la Crganización de los Estados Centroamericanos fir­
mada en Panamá e112 de diciembre de 1962, contempla entre 10 3 órganos de 
la ODECA una Corte de Justicia Centroamericana integrada por los Preside.n­
tes de los Poderes Judiciales de cada uno de los países centroamericanos. -
Pero e ste órgano care ce de la jurisdicción y competencia necesarias para -
convertirse en una verdadera Corte Centroamericana de carácter supranacio­
nal. Su funcionamiento ha sido inoperante por no s e r tribunal permanente es­
pecialmente constituído para cumplir la sagrada misión de velar y hacer cum­
plir la justicia en Centroamérica. 

Por eso, con el objeto de resolver en Centroamérica los conflictos 
de interés jurídico general, la III Conferencia Ordinaria de Ministros de Re­
lacione s Exteriores de Centrqgmérica celebrada en Managua del 11 al 15 de 
Diciembre de 1967, . e n su XV ·Resolución, acordó e ncomendar a la Secretaría 
General de la ODECA que iniCiara las gestiones necesarias para que, por­
medio de una Comisión Ad-hoc de Juristas, elaborará un Proyecto de Estatuto 
de la Corte Centroamericana de Justicia. Del 7 al 11 de mayo se r e unió dicha 
Comisión en la sede de la ODECA y aprobó el proyecto con la opinión contraria 
de HondLiras y Costa Rica, que estimaron inconveniente por ahora la creación 
de una Corte de Justicia Centroamericana. 

( 2 ) Anales de la Corte de Justicia Centroamericana. Cit. Carlos Jos é Gutiérr,ez. 
Cit. pág. 13. 
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2- PROYECTO DEL ESTATUTC 

Como ve re m os en su desarrollo e l Estatuto de la Corte Centroame­
ricana de Justicia e n su jurisdicción, organización y procedimiento ha seg-qido 
el mismo lineamientQ de la r e spetable Corte de Justicia Centroamericana -
creada en 1907, llarn .. ada tambié~ Corte de Cartago. 

a) Jurisdicción y Sede . 

La Jurisdicción de la Corte Centroamericana de Justicia ha sido fi­
jada en sus tre s prim eros artículos, que dicen: 

"Art. 1. LB; Corte Centroamericana de Justicia es un tribunal per­
manente de jurisdicción obligatoria, al cual los Estados Centroame­
ricanos somete rán todas las controve rsias que surjan entre ellos , en 
el caso de que no hubiere n podido llegar a un avenimiento por otros 
medios pacíficos de solución conocidos e n e l De recho Internacional. 

Los Estados Centroamericanos darán preferencia, para la solución 
de 'los Conflictos que surjan entre ellos, a los m e dios pacíficos de 
carácter r e gional centroame ricano". 

"Art . 2 . . La. Corte Centroame ricana de Justicia conoce rá asimismo: 

a) De las r e clamacione s de pe rsonas naturales o ~ urídicas dOlTli 
ciliadas en un E stado centroamericano, contra alguno de esos 
E s tados por violación de normas establecidas pox e l derecho 
internacional y que afecte los intereses de tales personas. 

b) De l a s r e clamacione s contra u...11 ~,~stado Centroamericano de 
pe rsonas afe ctadas por viol ación o de sconocimiento de los -
de r e chos hu...manos fu.'1da m entales y que se refieran-a la in­
tegrIdad física, seguridad y libertad de la persona, o bien 
a la prote cción de su patrimonio. 

En los dos casos anteriores no procederán. demandas o reclamacio­
nes sino se hubieran agotado los recursos que las leye s nacionales 
conce dan, saivo que s e e stable cie ra denegación de justicia o se de­
most r ara Í1y.tpos ibiÜdad a hac·e r uso de tal,c s r e cursos. Cuando l a -
aplicación de l a s l ey e s naciona l es dé lugar a r e clama cione s en l os 
dos casos anteriore s será nece sario com .. p robar, p r e viamente, que 
se agotó e l r e curso de inconstitucionalidad que e stable zca la respe c­
tiva l ey nacional. Cuando no se pudie r e r e stable cer e l derecho le­
sionado, la Corte conce derá a la pe rsona afectada, si da lugar .. a ello, 
una satisfacción o indemnización e quitativa. 11 · .. 
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"Art. 3. La Corte conoc cc rá también de las controversias o cuestio­
nes que surjan entre un Estado Centroamericano y una persona 
hatural o jurídica, ,o entre u...'1 Estado Centroamericano y un Esta 
do Extran..jerb, cuando de común acuerdo 10 sean sometidas". (El 
subrayado es del autor), 

El A rt. 1, señala el objeto principal de la jurisdiccié:l de la Corte 
que consiste en conocer de todas las controversias que surjan entre los Esta­
dos Centroamericanos si no hubieran llegado a un avenimiento por cualquier 
otro medio pacífico. La Corte de Cartago tenía un artículo semejante y decía 
que la Corte conocería de "todas las controve rsias o cuestiones que entre -
ellas (los Estados Centroamericanos) puedan sobrevenir, de cualquier natu­
raleza que sean y cualquiera que sea su origen ... (3) Durante los diez años 
de existencia, la Corte de Cartago conoció sólo de tres casos entre Estados y 
el último de ellos, la demanda de El Salvador y Costa Rica contra Nicaragua 
por el Tratado Bryan-Chamorro dió al traste con e lla. 

El Art. ;;:: presenta sum.o interés porque reconoce a los particulares 
com o partes en el procedimiento, tal como lo establece la doctrina moderna ­
del derecho internacional. No obstante ser una novedad en el derecho actual, 
la Corte de Cartago ya 10 establecía en su convención constitutiva, cuando -
decía que la Corte también conocería de las cuestiones que inicien los parti­
culares sea que su gobierno apoye o no a la reclamación. Por eso en repeti­
das ocasiones hemos afirmado que el "Reglamento Sobre Procedimientos pa­
ra Resolver Conflictos" representa un retroceso, porque mantiene la vieja -
doctrina clásica del derecho internacional que le niega a los particulares la 
calidad de partes para intervenir en los procedimientos. Se presentan dos ca- . 
sos en que pueden demandar los particulares: por violación de normas estable 
cidas por el derecho internacional que afecten sus intereses y por violación 
o desconocimiento de los derechos humanos fundamentales. Tanto en uno como 
en otro caso, es necesario antes de interponer las demandas que se hayan -
agotado los recursos que los dere chos internos establezcan, salvo que se haya 
establecido denegación de justicia o imposibilidad de hacerlos efe ctivos. Por 
eso se establece comprobar previamente que s e agotó el recurso de incons­
titucionalidad que corresponde a cada ley nacional. Se trata de una r emembran 
za de la práctica llevada a cabo e n la Corte de Cartago; ya que en su conven­
ción se estableció un artículo semejante al que comentamos y se notó la ine­
ficacia de la protección a los particulares, ya que de los seis casos que cono­
ció cinco de ellos fueron rechazados ad-portas y uno de ellos aunque se admitió 

(3) Conferencia Centroamericana, Cit. Carlos José Gutiérrez. Cit. pág. 15. 
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no produjo e l ehcto e spe rado. Resultaba casi imposible cOrlrprobar habe r -
agotado los recursos del derecho interno o la denegación de justicia, por eso 
se estableció que para v \:::rificar lo anterior, bastaba que se hubiera desestima­
do e l recurso de Habeas Corpus.. El proyecto de la Corte se refiere al recur­
so de inconstitucionalidad correspondiente. 

También se establece que la Corte conocerá de los casos que de -
común acuerdo le sometan, aún los Estados extranjeros. La Corte de Cartago 
regulaba también estos casos, pero nunca conoció de ellos. 

El Proyecto excluye de la jurisdicción de la Corte los conflictos eco 
nómicos que debe conocer el Tribunal Centroamericano de Justicia, que es el 
recién comentado proyecto de la ODECA. Sin perjuicio de externar opinión 
más adelante sobre estos dos organismos de justicia centroamericana, cree­
mos que la creación de una Corte y de un Tribunal de Justicia en el ámbito 
ccntroarnericano vendría a duplicar organismos y funciones que perfectamen­
te pueden subsumirse en uno solo , 

A la Corte le corresponderá dictar y reformar su propio Regla­
mento que contendrá normas de funcionamiento y procedimiento. Ello nos par~ 
ce correCto, porque de lo contrario cualquiera podría alegar incompetencia 
y negar someterse a la jurisdicción de la Corte. 

No se establece por la Comisión la sede de la Corte c:: ~ Justicia; 
por razones sentimentales podría ub icarse nuevamente en la tranquila ciudad 
de Cartago. Pero Centroamérica ha cambiado mucho desde la existencia de 
la respetable Corte de 1907 y las circunstancias del momento exigen su pre­
sencia en cualquiera de las capitales centroamericanas, de más fácil acceso 
y mejor informadas del proceso dinámico de la integración. Su establecimien­
to debe estar acorde con una cuidadosa redistribución de los principales orga­
nismos de la integración centroamericana. 

b) Organización. 

La Corte se compondrá de cinco magistrados, designados y escogi­
dos entre nacionales de los Estados Centroamericanos, que gocen de alta cog 
sideración moral y que reunan los requisitos necesarios para ejecutar las más 
altas funciones judiciales en sus países o que sean jurisconsultos de reconoci­
da competencia en derecho internacional. Los magistrados suplentes serán 
norIlb rados del mismo rüodo y llenarán las vacantes temporales y definitivas. 
Se requerirá el quorum de tres magistrados para que la Corte pueda ejercer 
sus funciones; toda resolución deberá s e r dictada por tres votos conforxnes de 
toda conformidad y si existiere desacue rdo se llamará por sorteo a uno de 
los Magistrados suplentes; y si aún así, no se obtuviere mayoría se continuará 
el sorteo hasta alcanzar los tres votos conformes. Disposiciones semejantes 
regulaban la Corte de Justicia de Cartago. 
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El Poder Legislativo de cada país centroamericano, a propuesta en 
ternas del Presidente de la República, designará un Magistrado propietario y 
dos suplentes. Serán nombrados para períodos de cinco años y podrán ser -
reelectos; solamente podrán separarse de sus cargos por inhabilidad o incapa­
cidad notorias, declaradas por e }. voto unánime de los demás miembros de la 
Corte. 

Todo ma-gistrado electo para reemplazar a otro que no hubiere ter­
minado su período, deser.n.peñará el cargo por el resto del período de quien 
sustituyere. Antes de asumir el cargo, los Magistrados declararán solemne­
mente en sesión pública de la Corte, que ejercerán sus funciones con toda im­
parcialidad y justicia. 

Los Magistrados actuarán con absoluta independencia aún de su pro­
pio país. Manera lacónica de reafirmar e l Art. XIII de la Convención creadora 
de la Corte de Justicia de 1907 que decía "La Corte de Justicia Centroameri­
cana representa a la conciencia nacional de Centroamé rica y en tal virtu los -
Magistrados que corn.pongan el Tribunal no podrán considerarse inhibidos del 
ejercicio de sus funciones por e1 interés que puedan tener en a]r r'm caso o cues 
tión las Repúblicas de donde se derive su nombramiento ll

• (4) . -

Los Magistrados gozarán de inmunidad por los actos ejecutados en 
cumplimiento de sus deberes oficiales aún después de haber cesado en sus -
funciones. La Corte. IVIagistrados y Secretario gozarán de las prerrogativas 
e inmuJlÍdades diplom.áticas D Mientras los Magistrados propietarios o suple.!! 
tes permanezcan en su propio territorio gozarán de la inmunidad personal que 
las respectivas leyes conceden a los Magistrados de la Corte Suprema de Jus­
ticia de su Estado. Se persigue configurar una Corte de Justicia con caracte­
res de supranacionalidad. 

Ningún Magistrado en funciones podrá ejercer activid2.d política o 
administratíva alguna, ni dedicarse a profesión incompatible con el cargo. 
Tampoco podrá ejerce r funciones de agente. conseje ro o abogado en ning"lÍn 
asunto, ni participar en asuntos en los cuales anteriormente haya intervenido 
en tales calidades o como miembro de un tribunal nacional o internacional o 
de una comisión investigadora o en cualquie ra otra condición. 

La Presidencia de la Corte se desempeñará en forma rotativa debien 
do elegirse anualmente un Magistrado para dicho cargo. La Corte nor.abrará su 

(4) Convención creadora. Cit. Obra Cit~ pág. 14. 
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Secretario y demás funcionarios y empleados. Los gastos' de la Corte serán 
st.1fragadbs por los cinco gobiernos centroamericanos mediante p:,esupuesto -
globa_~ aprobado por simple maycl' ía de votos en la Conferencia ""c: Ministros 
de R.l:'Jlaciones Exteriores de Centroamérica. 

c) Procedimientos. 

La parte interesada en que se resuelva una cuestión sujeta a la com­
petencia de la Corte presentará su DEl\fLANDA escrita acompañada de la prue­
ba documental pertinente. La Corte notificará la demanda a la otra parte en­
viándole copia del libelo y demás documentos presentados. Dentro del plazo de 
sesenta días contados a partir de la fecha de notificación la parte demandada 
la CONTESTARA acoTD.pañando también la prueba documental. La Corte de 1907 
estipulaba que a la demanda o a su contestación no sólo debería acompañárse le 
la prueba documental· sino tam.bién las declaraciones de testigos y los dicta­
n'1enes de los peritos, 10 cual obligaba a las partes obtener la recepción de la 
prueba sin intervención de parte contraria, 10 que iba en detrimento de la fe 
y autenticidad de la m.isma prueba. (5) 

Si una de las partes no comparece ante la Corte o se abstiene de de ­
fender su caso, la otra podrá pedir a la Corte que falle y ésta en vista de las 
pruebas presentadas y de las que de oficio haya recogido dictará fallo; se tra­
ta de un juicio de mero derecho. De lo contrario la Corte en un plazo no mayor 
de sesenta días, abrirá a pruebas; vencido dkho plazo, las partes presenta ­
rán por escrito sus alegados en el tiempo que la Corte señal e, pero a solici­
tud de parte podrán hacerlos oralmente en audiencia pública. Para mejor pro­
veer la Corte podrá practicar alguna prueba en el término que fij e . La Corte 
fallará dentro del plazo de treint8. días después de recibidos los alegatos o al­
guna prueba de mejor p r oveer. 

Los juristas que e laboraron e l Proyecto de la Corte al establecer -
que los particulares deberán ser representados por abogados reconocieron la 
procuración obligatoria para la litis en la Corte. Por su parte, los gobiernos 
deberán ser representados por agentes .. 

Según la naturaleza de las diligencias a practicarse. la Corte Cen­
troamericana de J usticia podrá. dirigirse a los Gobiernos o a los Tribunal es 
de Just icia de los Estados Centroamericanos, por medio del Ministerio de- Re ­
lacione s Exteriores o de la Corte Suprema de J usticia del respectivo país, para 

(5) Para mayor ilustración véase Carlos José Gutiérrez . Ob. CiL pág. 16 y 
1'7 . 
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solicitarles su cooperación en 12 p ráctica de las mismas. Asim~ smo cuando 
lo creyere oportuno podrá nom brar comisionados espe ciales p8. j.':l que lleven 
a cabo dichas diligencias, y para que e l comisionado cumpla su cornetido. de- • 
berá solicitar la coope ración y auxilio del Gobe rno de l Estado en donde s e -
vaya a practicar la diligencia. Las providencias de la Corte deberán cumplir­
se y hacerse cumplir por m edio de los Gobiernos centroame ricanos quienes d~ 
b e rán prestar todos los auxilios que sean ne ce sarios para su más pronta y -
mejor ejecución. 

En tanto s e p ronuncia e l fallo, e n cualquie r e stado del proceso la 
Corte podrá decre tar las medidas precautorias o provisionales que considere 
pe rtinente s para r esguardar los de rechos de las partes o para que las cosas 
s e conserven en buen térm ino. 

El Proyecto señala como fuente s en que deben fundamentarse las 
decisione s d e la Co r t e : a) Las convencione s inte rnacionales, b) La costum ­
bre inte rnacional, c) las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicis­
ta s y d} Las leyes nacionale s. Contrario al Re glamento Sobre Proce dinlientos 
para Resolver Conflictos, el proye cto de E statuto r e conoce a la costumbre in­
te rnacional como una de sus fuentes. La costumbre ha dejado de ser la fuente 
principal del derecho internacional y ha sido sustituída por los tratados. pero 
guarda enorme im portancia como fase preliminar de éstos. 

La Corte también podrá conoce r y decidir un litigio ex aequo e t 
bono si las partes así lo convinie r en; es de CÍr a m plía su jurisdicción para 
conocer de todos aque llos asuntos que las partes interesadas le s ometan. 

Las sentencias de la Corte deberán consignarse por escrito, con­
teniendo exposición de los Tl1.otivos en que se fundan y decidiendo cada uno de 
los puntos en litigio. Mencionarán los nombre s de los Magistrados que han -
tomado parte en e llas , serán firmadas por todos y autorizadas por el Secreta­
rio. Si uno de los magistrados tuvie re algún crite rio distinto, se agregará al 
fallo su opinión disidente~ Notificado e l fallo no podrá modificarse, pero la -
parte podrá pedir a m pliación de algún punto que haya que dado sin resolve r o 
interpretación del fallo dado. 

Las costas serán por cuenta de las partes, salvo que la Corte deci­
da lo contrario. 

Cuando no pudiere r e s table ce rse e l de r e cho lesionado y la Corte -
considerare que alguna de las parte s en e l proceso es responsable de indem­
nización, la sentencia contendrá provisión de condena en daños y pe rjuicios. 
En e l mismo fallo s·e fijará e l monto y si no fue r e pooible s e establecerán las 
bases para hacerlo. ':iPanto este proyecto com o el del T ribunal de Justicia in ­
troducen una novedad, e l resarcimiento del de r e cho le sionado mediante con­
dena en daños y perjuicios . E l vigente Reglamento de Conflictos no contempla 
e sta posibilidad. 
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Los fallos de la Corte- serán definitivos y obligatorios para las par- .. 
tes. En caso de incumplimiento, antes de hacer uso de otros medios previstos 
por el Derecho Internacional la Corte a petición de parte interesada podrá cog 
vocar la Conferencia de Ministros de Relaciones Exteriores de los Estados - . 
Centroamericanos para que tome las medidas neces arias a fin de asegurar el 
cumplimiento de la sentencia~ Disposición semejante regulaba este aspecto en 
la Corte de Justicia de 1907 que decía: "A rt. XXV. Los fallos de la Corte se -
comunicarán a los cinco gobiernos de las Repúblicas Contratantes. LbS inte­
resados se comprometen a someterse a dichos fallos; y todos a prestar el .. 
apoyo moral que sea necesario para que tengan BU debido cumplimient01 cons­
tituye ndo en e sta forma una garantía real y positiva de respeto a esta Conven­
ción y a la Corte de Justicia Centroamericana". (6} 

y además su ReglaTD.e nto en su Art • . 14 decía: liLa Corte no se di­
solverá ni suspend", réÍ. sus funciones por inobservancia de sus fallos o manda- o 
tos o po r desconocim ie ntos de sus atribucione s o prerrogativas. Llegado ese 
caso. dirigirá e l Gobie rno respectivo las obse rvaciones convenientes y si és-. 
tas fue ran desatendidas. dará cuenta de lo ocurrido a los otros gobiernos ". J7} 
A pesar de la existencia de estas disposiciones se presentó e l caso de la de­
manda inte rpuesta por El Salvador y Costa Rica contra Nicarag¡1s. derl1.illciando 
el Tratado Bryan - Chamorro; donde Nicaragua no aceptó e l fallo . En vista 
de e llo. se intentó rüantener la existencia de la Corte mediante reforma que 
dejaba fue ra de la Conv'2nción y demás tratados al país que no acatara el fallo 
de la Corte. Pero aún así el caso come ntado dió al traste con la Corte de Jus­
ticia Centroamericana debido a la falta de coerción del Derecho Internacional 
y a q ue la integ r a ció n regional s e e ncuentra fU .. n.damentada principalm ente 
en la b uena voluntad de las P artes contratantes. En la actualidad, todavía no 
se han e ncontrado medidas e fectivas para hacer valer e l derecho internacional; 
de tal manera que la Corte de Justicia que se pretende crear estará también su 
peditada a la voluntad de los E stados c ontratantes. 

La Corte desempeñará además la labor de órgano consultor. -A so­
licitud de cualquier E stado Centroamericano •. mediante petición escrita. la 
Corte podrá emitir opinión consultiva sobre cualquier cuestión de de recho. in­
ternacional.. Recibida la solicitud el Secretario de la Corte la hará saber a 
todos los estados c entroame ricanos para que expongan sus puntos de vista y 
una vez recibidas. si lo creyere conve nie nte. emitirá su opinión consultiva. 

c) Obse rva ciol}-es 

(6) Conferencia cit., Ob .. Cito pág. 17 •. 
(7 ) Anales cit. Ob. cit. pág.J8., 
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E l Estatuto de la 20rt8 C~:mtroaTD.ericana de Justida h8. t ',mido pro­
blemas desde su inicio ya que s u Froyecto, e l aborado en la ODT' CA por lL'1a -
Co:¡::üs ión Ad-hoc de jurist2.s centroamericanos, tuvo la opinión .:::ontraria de 
Honduras y Costa Rica. El representante del primer país adujo que bastaba 
la Corte Internacional de Justicia de LE:. Haya, en la que e l sistema jurídico 
centroamericano ya forn abn parte. El representante de Costa Rica manifestó 
que l a opinión de su gobierno era contraria a la creación de una Corte de Jus ­
ticia y que su pres::ncia obe decía más que todo a un motivo de elevada corte­
s ía, expresando que por ahora no e ra, conveniente crearla y que era :rrmy de­
licado lo de las amplias atribuciones que se l e concedían y su competencia para 
conocer a ún de la violación de los derechos humanos fundamentales. (8) 

Las razones e sbozadas por los representantes de dichos países -
tiene n su validez·; pero la existencia de tribunales r egionales no dañan, muy 
por el contrario, son de gran utilidad para mantener or-den, paz, libertad y 
justicia en e l área. Además confrontamos una realidad, los derechos de los -
ciudadanos contínuamente son pisoteados por los gobiernos y de crearse una 
Co rte Centroamericana de Justicia, ésta desempeñará la función de órgano -
contralor de las actividades y arbitrariedades de lo s gobiernos centroameri­
canos que entren a formar parte de un mismo esquema jurídico. 

Antes de aprobarse este Proyecto debería hace rse una cuidadosa 
revisión del mismo, del Proyecto del Tribunal de Justicia y del vigente Regla­
Elento para Resolver Conflictos, para establecer si se mantienen diversas es ­
tructuras jurídicas o se subsumen en una sola. De adoptarse esta útlima po­
sición se superarían una serie de críticas opositoras a su creación consisten­
tes principalme nte en que dos organismos de justicia centroamericanos con­
lleva dobles gastos de mantenimiento y duplicidad de competenc :i, "1S. 

Sin hacer r e lación a una posible reestructuración con otros orga­
nismos y con sus procedimientos; daremos a conocer aspectos de gran inte rés 
que se presentan en e l Proyecto de Estatuto de la Corte d e Justicia; a) las -
personas particulares gozan de la calidad de partes para participar en los pro­
cedimientos de la Corte, reviviendo así el criterio sustentado por la Corte de 
Justicia de Cartago y manteniendo la tesis moderna de los nuevos sujetos del 
dere cho h'1.ternacional; 

b) Como debe s uceder e n un organismo de justicia supranacional, 
las actuaciones de -sus magistrados gozarán de absoluta independencia respec­
to a sus gobiernos, porgue no actúan como representantes de sus países sino 
como jueces centroamericanos .. Pe ro e l nombramiento de estas no debería -
depender de los Poderes Legislativos sino de las Cortes Supremas de Justicia 

(8) Pnra mayor ilustración véase: Informe de la -reunión. Comisión Ad-hoc 
de J uristas. Segunda ReU!"üón. San Salvador, El Salvador, C.A . 7 a 11 de 
m.ayo de 1968. Secretaría General de la ODECA. 
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por la alta jerarquía de que gozan en el ámbito centroamericano y para alejar­
los de cualquier relación política. La Corte de Justicia goza de amplias atri­
buciones para conocer de todos los asuntos jurídicos que se produzcan en el­
área, sea los provenientes de violación de normas de derecho internacional o 
por violación de los derechos humanos fundamentales excepto los conflictos 
económicos sujetos a la competencia del Tribunal de Justicia. Como afirmamos 
enpárrafos anteriores esas amplias atribuciones concedidas a la Corte de Jus­
ticia son recomendables para que ejerza la función de órgano contralor de los 
derechos de los particulares y de las actividades y arbitrariedades de los go­
biernos de los Estados centroamericanos; 

e) La condena por daños y perj'uic-iosJ de por sí constituye un avance 
en el derecho comunitario centroamericano, pero para que ho resulte inoperan­
te o de difícil aplicación, la Cort:: debe aprobar un Reglamento que regule de'::: 
talladamente ia fiJacion del :monto y las diversas r e glas para h8_ce rÍa efectiva~ 

d) Las sentencias de la Corte de Justicia se aplicarán en Centroamé­
rica por medio de los gobiernos de cada país, quienes prestarán todo el auxi-
lio y cooperación necesarios para su ejecución. Desd2 el mismo instante que -
los Estados centroamericanos aprueben la creación de la Corte Centroamericana 
de Justicia no existirán problemas para el cumplimi::mto de las sentencias por­
que voluntariamente se han sometido a ese esquema jurídico. El problema -
surge cuandó un Estado se ni-ega a darle cumplimiento a una -sentencia; el pro­
yecto establece que la Corte, Bl petición de parte inte resada, convocará a la 
Conferencia de Ministros de Relaciones Exteriores para que tomen las medi­
das p2rtinentes. El incumplim iento de un fallo por parte de UJ."1 Estado Centro­
americano dió al traste con la Corte de Cartago. En la actual etapa de integra­
ción económica las sentencias de un organismo supranacional están sujetas a 
la buena voluntad de laG partes contratantes; porque mientras no exista una -
unión política, al mornento en que uno de los Estados se niegve a darle cumplí­
miento a una sentencia se romperá la estructura d8 la Corte de Justicia con -
grandes y graves repe rcusiones en todos los aspectos integracionistas. 



CUARTA PARTE 

CO NCLUSI O NES 

1 - L a unidad de Centroamérica constituye uno dern:estros grandes -
anhe los y aspiraciones. Dive rsos han sido los esfue rzos realizados para lle­
var ·a cabo la unión de nuestros cinco países, interrelacionados desde que na- ­
cieron a la vida independiente por vínculos de l engua, raza. religión, cultura, 
historia •.•• Pe ro vanos han resultado los intentos hasta ahora r ealizados para 
formar la P atria Grande. 

Frente a las f rus traciones pasadas, la reconstrucción de Centroa­
menca s e vislum bra m.ediante la integración e conómica, que constituye uno 
de los instrumentos más eficaces para el desarrollo e conómico y social de -
Centroa mérica; pero toda su organización, e structura y funcionamiento con­
lleva un sinnúmero de problemas que ameritan ser resueltos dentro del impe­
r io del derecho. 

Hasta ahora los Consejos Ejecutivo y Económico han ejercitado la 
función jurisdiccional en la solución de los conflictos s uscitados e n el Mer-cado 
Común; dicha función la han desempeñado sin sujeción a normas adjetivas, de­
pendiendo las r e soluciones del buen sentido y arbitrio de los Consejos. L a fal­
ta de regulación en la solución de problemas económico-jurídicos y de cual­
quier índole producen serias dudas y se presta a que se puedan cometer arbi­
trarie dades insubsanables . P ara remediar e sta situación tanto la SIECA como 
la CDECA se han preocupado por dotar al órden jurídico de la integración de 
una regulación procesal adecuada al dinam ism o que conlleva el proceso inte ­
gracionista. La competencia supranac ional de que están dotados los órganos 
del T ratado General ha permitido que hayan proporcionado e l primer instru­
mento procesal para la solución de los conflictos del Mercado Co m ún Centro­
ame ricano: e l vigente " Reglamento sobre Procedimientos para Resolver Con­
flictos", que de por sí no proporciona ningún nuevo aporte en e l sistema proce­
sal practicado, pero realiza loma labor de prime r orden porque reune la expe­
riencia realizada por los Consejos y permite que los inte r e sados conozcan de 
antemano el procedimiento que deberán utilizar para buscarle s olución justa y 
adecuada a sus derechos. Además mantiene la función jurisdiccional en poder 
de los Consejos que sonórganos técnicos-administrativos cuya esencial función 
no e striba en administrar justicia, actividad que debe ser e ncomendada á jue­
ces de de r e cho, conocedores de la mate ria , para que hagan privar el princ ipio 
de l egalidad e n todo e l ordenamiento jurídico e institucional de la integrac ión 
económica centroamericana. Aunque la existencia d2l Reglamento pueda r esul­
tar efímera ya cumplió su papel histórico, constituye la prime ra garantía pro­
cesal otorgada a los interesados para la defensa de sus de r echos en la integra­
ción económica centroamericana. 
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TI- La estructura jurídica de la CDECA y la de los órganos del Tra­
tado General difieren fundamentalmente; éstos gozan de caracteres s uprana­
cionales propios del nuevo derecho comunitar io centroamericano y aquellos se 
m antienen dentro de un esquema de derecho internacionaL Ambos sistemas -
persiguen la unidad de Centroamérica con visiones distintas, la ODECA ha si­
do creada para promover la 'unión política y los organismos del Tratado Gene­
ral pe rsiguen la unión económica que a la postre nos conducirá también a la -
unión política. Para' coordinar esfuerzos, el Tratado General estableció un ar­
t ículo transitorio que apuntaba la celebración de un convenio :~e vinculación;y 
la reestructuración de la ODECA para que los organismos creados por a quél 
formaran parte de ésta. :t3::n 1962 se reestructuró la Carta de la ODECA pero no 
consideró e l convenio de vinculación que debería existir entre ambos ordena­
mientos, especialmente entre sus secretarías que son los órganos motores de 
sus respectivos esquemas. E sta cualidad existente incide fundamentalmente en 
~a dualidad de organismos , de funciones , de instrumentos legales, de activiqa­
des y ' aún de comp~tencias. 

La falta de colaboración y coordinación entre ODECA y SIECA m oti­
vó a que cada una iniciara actividades tendientes a fortalecer los procedim ien­
tos para la solución de los conflictos en e l Mercado Común. Por una parte~ en 
m arzo de 1968, los órganos del l'ratado General con base a sus :: ompetencias 
reglamentarias y de resolver conflictos a p robaron e l vigente ltE .... glamento so­
bre Procedimientos para Resolver Conflictos"; y por otra parte, al m ism o 
tiempo la ODECA por medio de una comisión ad-hoc de juristas elaboraba un 
P royecto de creación de Tribunal de Justicia y de Procedimientos para la So­
lución de Conflictos en la Integración Económica Centroame ricana y con poste­
rioridad, en mayo de ese m ismo año, elaboró el Proyecto de Estatuto de la -
Corte de Justicia Centroamericana. 

Los caracte rs supranacionales de los Conse jos permitieron primero 
poner en vigencia un Reglam.ento sin la a probación de los Estados; la ODECA 
por su parte se ha queda do con los proyectos elaborados porque para que en­
tren en vigencia s e re ~ere hacer uso del largo trámite internac ::'onal. 

Este doble e sfuerzo se deriva del he cho de que entre los órganos de 
la integración y la ODECA no existe entendimiento, quien sabe por qué razo­
nes. Pero ha llegado e l rúora2nto de que 108 organismos centrDamericanos su­
peren los malos entendil:J.ie ntos, los resquemores exi s tentes, de jen a un lado 
esa infructuosa competencia de actividades y se pongan a trabajar en lL11. se rio 
esfuerzo común y coordinado para r ealizar la integración centroame ricana . 

III - El vigente Reglamento para Resolve r Conflictos, regula la prác­
tica r ealizada por los Consejos y gar antiza en mejor forma los derechos proce ­
sales de los particulares o AlL'11que sea derogado, ya cumplió su cometido de -
institucionalizar la práctica procesal. Pero para que prive el principio de l e ­
galidad en la solución de los problemas de la integración, es co:v--renienle que -
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s e constituya un organismo '2specialnente creado para resolver los conflictos 
de la integración e conómica centroamericana, forrf).ado por jueces de derecho 
de reconocida idoneidad integracionista o No podemoG negar que los conflictos 
del IVZ,ercado Común se han resuelto más o n1.enos en legal forma; pero los 
Consejos adolecen de errores tales como que sus miembros actúan como juez 
y parte y que las personas que lo integran, e n su mayoría, carecen de los 
conocimientos jurídicos necesarios para i mpartir jus ticia. De igual manera el 
Tribunal A rbitral, establecido en el T ratado General y en el Reglamento, si 
bien es cierto que puede constituírse por magistrados de otros países, no -
responde a los propósitos propue stos, por su composición retardada y porque 
la mayoría de los magistrados q1 le 10 componen desconocen los ',)rincipios diná­
micos que orientan la integración económica Centroamericana . . 'Oe ahí, la im ­
portancia de constituir un Tribunal Centroamericano integrado por reconoci­
dos jueces de derecho sabedores de la mate ria integracionista. 

La ODECA. ha elaborado dos proyectos: uno de ellos contiene la cre~ 
ción de un Tribunal de Justicia para los proble.mas de la integración económi-
ca y e l otro un Estatuto para la Corte Centroarr.<€ricana de Justicia que resol- ­
verá los problemas de interés jurídico general, exceptuando los que sean del 
conocimiento de l Tribunal. La mecánica acelerada del proceso de integración 
ha acrecentado sus beneficios pero también ha creado sus problemas; lo que 
vuelve imperativo la creación de un TRIBUNAL PERIVIANENTE para que bus­
que las soluciones r.rás justas y adecuadas y garantice en mejor forma los de­
rechos de los particulares. · Pronto se hará realidad la creación del Tribunal 
porque goza del aval de los presidentes de Centroam.érica quienes, en su reunión 
de San Salvador del 6 de junio de 1968, declararon que se volvía necesario la 
creación de un Tribu.l1a1 especial para la solución de los problemas del Mer- ' 
cado Común Centroarr.ericano. · 

A medida que va desarrollándose la Integración Económica Centro­
arúericana se presentan problemas no sólo económico-jurídicos sino de toda 
Índole producidos entre ciudadanos centroamericanos o entre éstos y los Es­
tados o solamente entre éstos. Se hace necesario la creación de un Organis-
mo Centroamericano de Justicia que t enga competencia no sólo para los pro­
blemas económico-jurídicos derivados del Mercado Común sino para toda cla­
se de problemas de rnterés j urídico generai . . Que no se crea que con e sa dua­
lidad de funciones el organismo de justicia desempeñará una a~( ,:; biante labor 
que volverá inoperante su trabajo. - Muy por 21 contrario, por una parte en e l 
pret2ndido Tribunal de Justicia que deberá conocer de los conflictos de la in­
tegración económica se menguarán los casos desde e l instante en que se le re­
conozca a las personas particulares e l derecho de participar como partes; po~ 
que si en la vía administrativa s e l e deniega al particular la protección de l -
Estado, aquél podrá acudir-a los Consejo por medio de la SIECA e intervenir 
directamente en la solución del problema. Aunque se permite el per salto, lo 
más probable es que se intente primero la vía adm.inistrativa antes de concurrir 

, . 
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al Tribunal especializado y-s610 2n última instancia se acudirá 2. e ste máximo 
organismo. Por otra parte, para acudir a la pretendida Corte G.:mtroameri­
cana de Justicia en e l caso de los particulares, sea por violación de normas de 
derecho internacional o violación de los derechos. humanos fundamentales., se . 
requiere que se hayan agotado primero los recursos que las leyes nacionales 
conceden; y en lo que respecta a los conflictos entre Estados centroamericanos 
muy pocos se han dado y se darán. Aunque las circunstancias han variado des­
de la Corte de Justicia de 1907, éstas apenas conoció de nueve casos; tres en­
t.re Estados y cuatro entre- particulares.. De tal manera que. dadas las previas 
vías del arreglo fraternal, administrativas y las que conceden los derechos in­
ternos de los países centroamericanos, aún en la actualidad muy pocos serían 
los casos a ventilarse en el alto organismo de justicia centroamericana,. 

No nos interesa como se le quiera llamar a este organismo, sea -
Tribunal de J ,usticia o Corte de Justicia, nos importa nada más que sea tan 
solo un ORGANISMO CENTROAMERICANO DE JUSTICIA con amplias atribu­
ciones para conocer de todos los conflictos derivados del Mercado Común así 
como de todos los de interés jurídico general que se presenten dentro o fuera 
del área centroamericana. Con nuestra tesis pretendemos evitar la duplicidad 
de organismos y la dualidad de funciones, actividades y competencias. Cons­
tituye sí un imperativo necesario y conveniente, la existencia de ese Tribu­
nalo Corte de Justicia, como organismo de última instancia que vele por el 
imperio de la justicia y la libertad en Centroamériciit. 
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